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ÍNDICE DE COMPROMISO CON LA 
REDUCCIÓN DE LA 
DESIGUALDAD (CRI) 2018  

Un ranking mundial de Gobiernos basado en lo que están 
haciendo para reducir la brecha entre ricos y pobres 

En 2015, los Jefes de Estado de 193 Gobiernos se comprometieron a reducir la 

desigualdad para cumplir con el objetivo 10 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 

(ODS). Si no se reduce la desigualdad, no será posible alcanzar el ODS 1 de eliminar la 

pobreza. En 2017, Oxfam y Development Finance International (DFI) elaboraron el primer 

índice para medir el grado de compromiso de los Gobiernos con la reducción de la 

brecha entre ricos y pobres. El índice se basa en una nueva base de datos que abarca 

ahora a 157 países, con indicadores que miden la acción de los Gobiernos en cuanto al 

gasto social, la política tributaria y los derechos laborales, tres áreas consideradas 

críticas para reducir la brecha entre ricos y pobres.  

En esta segunda edición del índice se muestra cómo algunos países tales como Corea 

del Sur, Namibia y Uruguay están dando grandes pasos para reducir la desigualdad, 

mientras países como la India o Nigeria reciben una puntuación muy baja. Entre los 

países ricos, también destaca, por ejemplo, Estados Unidos, como uno de los peor 

clasificados, lo que demuestra su falta de compromiso para reducir la desigualdad.  

El centro financiero de Dhaka, en Bangladesh. A pesar del crecimiento económico del país, cerca de 40 millones de 
personas siguen viviendo por debajo del umbral nacional de pobreza en Bangladesh. Foto: GMB Akrash/Oxfam
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El informe recomienda a todos los países que elaboren y pongan en marcha una serie de 

planes nacionales contra la desigualdad de cara a cumplir con el ODS 10 sobre 

reducción de la desigualdad. Estos planes deberían garantizar el acceso a una 

educación y sanidad universales gratuitas y públicas, así como el establecimiento de un 

piso mínimo de protección social universal. La financiación de dichos planes debería 

apoyarse en un modelo fiscal más progresivo, que recaude lo suficiente y ponga coto a 

la evasión y elusión fiscal así como a los priviegios fiscales injustos. Por último, todos 

los países deben respetar los derechos laborales, garantizar el derecho a la 

sindicalización, y la igualdad de género en el mercado laboral así como  elevar el salario 

mínimo hasta llegar a un nivel que permita llevar una vida digna.  

La página web del Índice CRI, www.inequalityindex.com el informe completo y la nota 

metodológica pueden consultarse en www.oxfam.org o https://policy-

practice.oxfam.org.uk/publications  
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RESUMEN 

LA CRISIS DE DESIGUALDAD, LA LUCHA CONTRA LA 
POBREZA Y EL PAPEL DE LOS GOBIERNOS 

En muchos países del mundo, tanto ricos como pobres, la brecha entre las personas más ricas 

y el resto de la sociedad ha aumentado rápidamente durante los últimos 30 años.1 No hacer 

frente a esta crisis creciente pone en peligro el progreso social y económico y la lucha contra la 

pobreza. Las investigaciones de Oxfam ponen de manifiesto que, en lo que va de siglo, la 

mitad más pobre de la población mundial tan solo ha recibido el 1% del aumento de la riqueza 

global, mientras que el 1% más rico de la población se ha hecho con el 50% de ese aumento.2  

La desigualdad nos perjudica a todos. Reduce el crecimiento económico y exacerba los 

problemas de salud y de otra índole.3 Las consecuencias para las personas más pobres del 

mundo son especialmente graves. Los datos disponibles son claros: no será posible erradicar 

la pobreza extrema mientras los Gobiernos no aborden la desigualdad y reviertan esta 

tendencia. De no hacerlo, el Banco Mundial estima que en 2030 cerca de 500 millones de 

personas seguirán viviendo en condiciones de pobreza extrema.4  

El aumento de la desigualdad económica socava la lucha contra la desigualdad de género y 

supone una amenaza para los derechos de las mujeres. El fortalecimiento económico de las 

mujeres tiene la capacidad potencial de mejorar la vida de muchas de ellas y de contribuir al 

crecimiento económico. Pero si no se abordan de manera urgente las causas de la desigualdad 

económica extrema, la mayor parte de los beneficios del crecimiento económico generado por 

las mujeres irá a parar a manos de quienes ya están en lo más alto de la escala de riqueza. La 

desigualdad económica también acentúa otras formas de desigualdad, como las basadas en la 

casta o la etnia.  

Oxfam y Development Finance International (DFI) opinan que la crisis de desigualdad no es 

inevitable y que los Gobiernos tienen el poder necesario para hacerle frente. La desigualdad es 

una elección política, tal y como evidencian los resultados de nuestra investigación. Gobiernos 

de todo el mundo están tomando medidas contundentes para luchar contra la desigualdad. El 

presidente de Corea del Sur, Moon Jae-in, es un buen ejemplo, al haber elevado la carga fiscal 

sobre las rentas más altas, incrementado el gasto público en favor de los sectores más pobres 

de la población y propiciado un aumento drástico del salario mínimo. Otros también están 

dando pasos importantes. Etiopía es el sexto país del mundo que más invierte en educación 

como proporción de su PIB, Chile ha elevado el tipo nominal en el impuesto de sociedades e 

Indonesia ha incrementado el salario mínimo y el gasto público en sanidad.  

Estos avances suponen un vergonzoso contraste con la falta de voluntad de algunos Gobiernos 

que no están actuando para apoyar al conjunto de su ciudadanía. Nigeria sigue ocupando la 

última posición de nuestro ranking al no impulsar políticas en defensa de los más pobres del 

país, a pesar de que el presidente haya afirmado públicamente sentir una gran preocupación 

por la desigualdad. Hungría ha optado por recortar en un 50% el tipo nominal del impuesto de 

sociedades, a la vez que las vulneraciones de los derechos laborales en el país han 

aumentado. En Brasil, el gasto social se ha congelado para los próximos 20 años. Y en 

Estados Unidos, el presidente Donald Trump ha recortado drásticamente el tipo nominal del 

impuesto de sociedades, en lo que ha constituido una de las mayores concesiones de la 

historia al 1% más rico del país.5  
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EL ÍNDICE DE COMPROMISO CON LA REDUCCIÓN DE 
LA DESIGUALDAD (CRI) 

El presente informe presenta la segunda edición del Índice de compromiso con la reducción de 

la desigualdad (Índice CRI), que clasifica esta vez a 157 países de todo el mundo en función de 

dicho compromiso. El anexo 1 presenta el ranking general, así como los regionales. El Índice 

CRI se fundamenta en una base de datos exhaustiva, y que incluye datos de países en los que 

DFI cuenta tanto con una base empírica como con una red de contactos de investigación 

sólidas, o en los que Oxfam dispone de programas o afiliados, y que permite realizar una 

valoración única sobre en qué medida los Gobiernos están haciendo frente a la creciente 

brecha entre ricos y pobres según su actuación en tres ámbitos políticos fundamentales. La 

metodología con la que elaboramos el índice ha cambiado considerablemente este año 

respecto a la versión de 2017, ya que hemos incluido nuevos indicadores sobre mecanismos 

de elusión fiscal y violencia de género.  

El Centro Común de Investigación de la Comisión Europea ha revisado el Índice CRI en 

2017 y en 2018. Tras la revisión de 2017, hemos realizado varias modificaciones conformes a 

las mejores prácticas en la construcción de indicadores compuestos. Asimismo, hay prevista 

una serie de ajustes para la edición del índice de 2019, resultado de la revisión de la presente 

edición. Ambas ediciones del índice se han auditado estadísticamente. En 2018, el Centro 

Común de Investigación ha llegado a la conclusión de que el CRI es estadísticamente fiable, 

afirmando que “este índice está marcando el camino para la elaboración de un marco de 

seguimiento que ayude a identificar las mejores prácticas, así como las deficiencias en las 

políticas de los Gobiernos a la hora de reducir la brecha entre ricos y pobres” 

La auditoría de 2017 está disponible aquí: 

https://oxfamilibrary.openrepository.com/bitstream/handle/10546/620316/tb-cri-index-statistical-

audit-170717-en.pdf;  

La auditoría de 2018 está disponible aquí: http://policy-

practice.oxfam.org.uk/publications/the-commitment-to-reducing-inequality-index-2018-a-global-

ranking-of-government-620553 

El Índice CRI mide los esfuerzos de los Gobiernos en tres áreas de políticas públicas, o 

“pilares”, a saber: el gasto social, el sistema tributario y los derechos laborales. Se han 

seleccionado estas áreas porque está ampliamente demostrado6 que las medidas aplicadas 

por los Gobiernos al respecto han desempeñado un papel esencial en la reducción de la 

brecha entre ricos y pobres.  

1. Se ha demostrado que el gasto social en servicios públicos, tales como educación, salud y 

protección social, tiene un gran impacto en la reducción de la desigualdad, especialmente 

para las mujeres y niñas más pobres, ya que son quienes más dependen de dichos 

servicios. Por ejemplo, un estudio reciente en 13 países en desarrollo que habían reducido 

sus niveles de desigualdad identificó que el 69% de esta reducción era atribuible a los 

servicios públicos.7 El gasto social casi siempre es progresivo, porque contribuye a reducir 

los niveles de desigualdad. A pesar de ello, en muchos países, el gasto social podría ser 

mucho más progresivo y favorecer más a las personas pobres. El gasto social puede 

desempeñar un papel fundamental a la hora de reducir la cantidad de trabajo no 

remunerado que a menudo asumen muchas mujeres (lo cual es una de las principales 

causas de desigualdad de género), mediante un mejor reparto de los cuidados de menores 

y ancianos, los relativos a la salud y otras tareas domésticas.8  

2. Contar con un sistema tributario progresivo, en el que las grandes empresas y las 

grandes fortunas tributan más para contribuir a la redistribución de los recursos en la 

sociedad y financiar así los servicios públicos, es una herramienta clave de los Gobiernos 

que estén comprometidos con la reducción de la desigualdad. El potencial que presenta el 

sistema tributario en la reducción de la desigualdad se ha demostrado en los países de la 

OCDE9 y en los países en desarrollo,10 tal y como destacó el Fondo Monetario Internacional 

http://policy-practice.oxfam.org.uk/publications/the-commitment-to-reducing-inequality-index-2018-a-global-ranking-of-government-620553
http://policy-practice.oxfam.org.uk/publications/the-commitment-to-reducing-inequality-index-2018-a-global-ranking-of-government-620553
http://policy-practice.oxfam.org.uk/publications/the-commitment-to-reducing-inequality-index-2018-a-global-ranking-of-government-620553
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(FMI) en su edición del Monitor Fiscal de octubre de 2017.11 No obstante, el sistema 

tributario puede ser progresivo o regresivo, según el diseño por el que opte cada Gobierno. 

Asimismo, se ha instalado ampliamente la visión de que la fiscalidad es neutral desde el 

punto de vista del género, por lo que se ha prestado escasa atención a cómo la recaudación 

fiscal ha ahondado la brecha de género. Por otra parte, las prácticas fiscales nocivas que 

facilitan la evasión y elusión fiscal también socavan la capacidad de los Gobiernos de 

aplicar una fiscalidad progresiva. 

3. Existen amplias evidencias que demuestran que salarios más elevados para los 

trabajadores y derechos laborales sólidos, especialmente para las mujeres, son claves 

en la reducción de la desigualdad.12 Los Gobiernos pueden tener un impacto directo en 

estos aspectos, fijando salarios mínimos y elevando el piso salarial, además de protegiendo 

los derechos de sindicalización. Estudios del FMI y de otros organismos demuestran que el 

reciente descenso de la sindicalización está relacionado con el aumento de la desigualdad, 

ya que los trabajadores pierden poder de negociación y una mayor parte del valor de la 

producción se destina a los beneficios y a los dueños del capital.13 Por otra parte, las 

mujeres están sobrerrepresentadas en los empleos menos remunerados, con escasa 

protección y condiciones precarias.14 Los Gobiernos pueden contribuir a revertir esta 

situación con la aprobación y aplicación de leyes contra la discriminación y la violencia 

contra las mujeres, así como de leyes que promuevan la igualdad salarial y en los permisos 

de maternidad y paternidad.  

Las acciones en cada una de estas tres áreas se refuerzan mutuamente. Una fiscalidad 

progresiva es algo bueno en sí mismo, pero si además con lo recaudado se financia un gasto 

progresivo, el impacto aumenta considerablemente, y el Índice CRI refleja este efecto en los 

resultados de cada país.  

Es evidente que, para abordar la desigualdad, son necesarias también otro tipo de medidas 

políticas. No obstante, tal y como indica el Índice de Desarrollo Humano de las Naciones 

Unidas, es razonable pensar que las tres variables críticas (gasto social, fiscalidad y empleo) 

pueden utilizarse como proxy del enfoque general de un Gobierno en la lucha contra la 

desigualdad.  

¿Por qué hacer un seguimiento de las políticas gubernamentales en vez de 

simplemente observar los niveles de desigualdad? 

DFI y Oxfam han decidido medir el compromiso de los Gobiernos con la reducción de la 

desigualdad por tres motivos.  

En primer lugar, porque los Gobiernos de todo el mundo firmaron en 2015 un compromiso para 

reducir la desigualdad y erradicar la pobreza en los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), 

cuyo objetivo 10 se centra de manera específica en la reducción de la desigualdad. El Índice 

CRI contribuirá a la revisión de dicho objetivo, prevista para 2019, al facilitar que la ciudadanía 

exija cuentas a los Gobiernos sobre el progreso realizado (o la falta del mismo).  

En segundo lugar, en DFI y Oxfam estamos convencidos de que las diferencias en los niveles 

de desigualdad que se dan entre distintos contextos nacionales son la prueba de que la 

desigualdad no es inevitable; por el contrario, es el resultado de decisiones políticas adoptadas 

por los Gobiernos. Por supuesto, es necesario considerar los retos propios de cada contexto, 

así como las ventajas coyunturales en algunos casos. Además, todos los países están 

expuestos a presiones globales que no pueden controlar en su totalidad (por ejemplo, la 

presión para disminuir los salarios y los tipos impositivos), y esto es especialmente cierto en los 

países en desarrollo. El sistema internacional de paraísos fiscales, que socava el margen de 

maniobra de los Gobiernos, es un ejemplo claro.  

No obstante, a pesar de estas cuestiones globales, Oxfam cree que los Gobiernos tienen 

suficiente poder como para reducir la brecha entre las personas más ricas y las más pobres en 
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cada uno de sus países. Si no fuera así, no habría mucha diferencia entre las políticas de los 

distintos países. Por lo tanto, es fundamental medir y hacer un seguimiento de los 

compromisos políticos de los Gobiernos con la reducción de la desigualdad.  

La razón final por la que hemos desarrollado el Índice CRI es que los sistemas disponibles para 

medir ingresos y riqueza (por ejemplo, las encuestas financieras de hogares a nivel nacional) 

solo recaban datos de manera ocasional y presentan errores significativos ya que, entre otras 

cosas, tienden a infravalorar los ingresos y la riqueza de las personas más ricas.15 Esto 

significa que los datos disponibles pueden ser deficientes, especialmente para los países más 

pobres, por lo que son una medida de escasa calidad para exigir a los Gobiernos que rindan 

cuentas. Es necesario mejorar de manera urgente y significativa la cobertura y la frecuencia de 

los datos nacionales sobre los niveles de desigualdad.  

La edición del año pasado ya analizaba en cierto grado la relación entre los resultados del 

índice y el nivel de desigualdad en un determinado país.16 Lo que reflejaban los resultados es 

que esta relación no era automática, sino mucho más compleja. Ciertos países, como Namibia, 

presentan un elevado nivel de desigualdad, pero han asumido un gran compromiso para 

reducirla. Otros, como Nigeria, también presentan una elevada desigualdad y no dan muestras 

de estar haciendo nada al respecto. Países como Dinamarca tienen unos niveles de 

desigualdad relativamente bajos gracias a las políticas que han aplicado en el pasado, pero al 

haberse alejado de ellas progresivamente en la actualidad, la desigualdad ha vuelto a 

aumentar. Esta situación se da en la mayoría de los países de renta alta, a pesar de que 

presentan bajos niveles de desigualdad, si bien hay países como Finlandia que siguen 

comprometidos a mantener la desigualdad a raya.  
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MEJORAS EN LA METODOLOGÍA EN ESTA NUEVA 
EDICIÓN DEL ÍNDICE  

 

La primera edición del Índice CRI se publicó en julio de 2017, y cubría un total de 152 países. 

Se publicó deliberadamente como versión "beta", para poder recoger comentarios de expertos 

y expertas de todo el mundo. Las valiosas aportaciones que hemos recibido nos han llevado a 

incorporar cambios significativos en la edición de este año del índice. La base de la 

metodología sigue siendo la misma, y se centra en los pilares del gasto social, la fiscalidad y el 

empleo. No obstante, se han realizado modificaciones e incorporaciones específicas.17  

El cambio más significativo es la incorporación de tres nuevos subindicadores: uno en el pilar 

de la fiscalidad y dos en el de empleo. Una de las principales observaciones que los expertos y 

expertas compartieron sobre el índice publicado el año pasado fue que no tenía en cuenta 

hasta qué punto las prácticas fiscales de determinados países permitían que las empresas 

(nacionales o de países terceros) evadieran o eludieran impuestos. Como resultado, países 

como Luxemburgo o los Países Bajos recibieron una puntuación más alta de la que merecían. 

El papel tan agresivo que han desempeñado los Países Bajos como paraíso fiscal para 

grandes empresas ha suscitado un acalorado debate en el país, y Oxfam y sus organizaciones 

socias están presionando al Gobierno para que tome medidas para acabar con esta situación.18 

En la edición de este año, hemos incorporado un nuevo indicador sobre prácticas fiscales 

nocivas que incorpore esta dimensión.  
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En cuanto al pilar de empleo, muchas personas indicaron que la violencia y el acoso a las 

mujeres en el trabajo socava la base de los derechos laborales de las mujeres.19 En ocasiones, 

las mujeres trabajadoras pueden sufrir mayores niveles de violencia doméstica como represalia 

por su mayor autonomía económica.20 En la India, por ejemplo, el 6% de las mujeres entre 15 y 

49 años han experimentado violencia sexual conyugal en algún momento a lo largo de su vida 

(el 5% a lo largo de los últimos 12 meses).21 Esto nos ha llevado a elaborar nuevos indicadores 

sobre la calidad de la legislación contra el acoso y las agresiones sexuales.22  

Además de los nuevos indicadores, hemos trabajado concienzudamente para mejorar las 

fuentes de los datos y garantizar que utilizamos las fuentes más actualizadas. Hemos incluido 

datos más actualizados en todos los pilares analizados. En el Índice CRI de 2018, todos los 

datos sobre fiscalidad y empleo son de 2017, mientras que en la edición de 2017 los datos eran 

de 2015. Los datos sobre educación y sanidad han pasado de ser de 2014 a 2016 en su gran 

mayoría, y en el caso de la protección social de 2012 a 2015. Los datos consultados para la 

elaboración del presente índice tienen fecha anterior al fin de 2017, por lo que aquellos 

cambios en políticas que hayan ocurrido en 2018 no están incluidos, si bien hacemos 

referencia a algunos de los más destacados en el texto del informe. A su vez, hemos incluido 

cinco países más en el índice, hasta alcanzar un total de 157.23 

Debido a los cambios en la metodología y a la mayor calidad de los datos recabados para la 

edición de este año, la variación en la puntuación de un país respecto de la edición del año 

pasado no supone un reflejo preciso de su rendimiento. Las fluctuaciones en el ranking de los 

países son el resultado de una serie de cambios en sus políticas, así como de cambios en la 

metodología de la investigación.  

Por lo tanto, no hemos centrado nuestro análisis en una mera comparación de las 

puntuaciones de los países entre ambas ediciones del índice. Por el contrario, es posible 

comparar cambios específicos en políticas entre la anterior y la presente edición del índice, 

como un incremento del gasto en sanidad, una disminución de los tipos máximos del impuesto 

sobre la renta o la prolongación del permiso de maternidad, cambios que hemos destacado. A 

su vez, analizamos algunas de las tendencias generales más destacadas que han emergido 

desde el primer Índice CRI.  

¿CUÁLES SON LAS PRINCIPALES 
CONCLUSIONES DEL ÍNDICE CRI? 

Todos los países podrían hacer más, incluso los que encabezan el índice 

Lo primero y más importante es que ningún país lo está haciendo especialmente bien, e incluso 

aquellos que mejor puntúan tienen margen de mejora. Incluso Dinamarca, el país que 

encabeza el ranking, no recibe la máxima puntuación posible y tiene margen de mejora. 

Asimismo, 112 de los 157 países incluidos en el índice hacen menos de la mitad de lo que los 

países mejor clasificados están haciendo.  

¿QUÉ PAÍSES HAN RECIBIDO UNA MAYOR 
PUNTUACIÓN?  

El anexo 1 del informe completo presenta el ranking general del Índice CRI, así como los 

ranking regionales. La Tabla 1 presenta los diez primeros clasificados en el índice de este año. 
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Tabla 1: Los diez países que mejor puntúan de un total de 157 países24 

 

Cuadro 1: El mejor y el peor 

Dinamarca encabeza el Índice CRI de este año, al ser el país con la mayor puntuación. El 

país escandinavo cuenta con algunas de las políticas fiscales más progresivas del mundo. 

También tiene algunas de las mejores políticas de empleo, y su protección de las mujeres 

en el espacio laboral es la mejor del mundo.  

Nigeria se encuentra en la poco envidiable última posición del índice por segundo año 

consecutivo. Su gasto social (en salud, educación y protección social) es 

vergonzosamente bajo, lo que se traduce en unos resultados lamentables para sus 

habitantes. Uno de cada diez niños en Nigeria muere antes de cumplir 5 años,25 y más de 

10 millones de menores no están escolarizados,26 de los cuales el 60% son niñas.27 El 

Índice CRI refleja que, el año pasado, se produjo un repunte del número de vulneraciones 

de los derechos laborales en el país. El salario mínimo lleva congelado desde 2011 y el 

gasto social se ha estancado. El Índice CRI muestra que Nigeria todavía tiene un gran 

margen para aumentar su recaudación fiscal,28 por lo que también recibe una puntuación 

muy baja en este ámbito.  

No obstante, se acaban de producir mejoras en este sentido en 2018, que se verán 

reflejadas en el Índice CRI del año que viene. El FMI ha reiterado claramente la 

importancia de abordar la desigualdad en el país, haciendo referencia a la puntuación 

recibida por Nigeria en el Índice CRI.29 A su vez, a pesar de que el presidente del país 

haya declarado que es importante luchar contra la desigualdad, ya que crea inestabilidad 

política,30 apenas se han tomado medidas.  

La mayoría de los países en la parte alta del índice son países de la OCDE, encabezados este 

año por Dinamarca. En este sentido, los resultados son similares a los del Índice de Desarrollo 

Humano (IDH). Estos países, que cuentan con una mayor riqueza nacional, tienen un margen 

mucho más amplio para recaudar más impuestos y de manera más progresiva porque hay más 

ciudadanos y más empresas con ingresos elevados que pueden pagarlos. Asimismo, tienen 

más margen para gastar lo recaudado en servicios públicos y protección social. Estos países a 

la cabeza del ranking también hacen frente a la desigualdad aumentando el salario mínimo y 

apoyando los derechos laborales y de las mujeres. Por último, el sector informal tiene menos 

peso que en los países en desarrollo, a pesar de lo cual están aumentando las distintas formas 

de empleo precario.  
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Para la mayor parte de los países ricos, el grueso de las políticas que mide el índice fue 

introducido en un período diferente de la historia, cuando intervenir en estos ámbitos era la 

manera ampliamente aceptada de hacer lo correcto y de revertir beneficios en términos de 

progreso social y económico. No obstante, en la actualidad, en muchos países ricos se ha 

erosionado el apoyo político a estas medidas, y los Gobiernos en el mundo industrializado 

están revertiendo la progresividad del gasto, los impuestos y los derechos laborales (ver 

Cuadro 5).  

La mayor parte de los países fuera de la OCDE que puntúan alto en el Índice CRI están en 

América Latina, la región más desigual del mundo (ver Cuadro 4). Argentina se encuentra a la 

cabeza, seguido por Costa Rica y Brasil. Durante la última década, en todos estos países, los 

Gobiernos han realizado esfuerzos notables por reducir la desigualdad y la pobreza mediante 

un gasto redistributivo y (en algunos) elevando el salario mínimo. En Argentina, por ejemplo, el 

coeficiente de Gini cayó del 0,51 en 2003 al 0,41 en 201331 y el porcentaje de pobreza cayó del 

23% al 5,5%, con un 40% de reducción en la desigualdad y un 90% de reducción en la pobreza 

atribuibles a las políticas redistributivas.32 Lamentablemente, los nuevos Gobiernos en Brasil y 

Argentina ya han empezado a tomar medidas para revertir muchas de estas políticas. En 

Brasil, el gasto social ha quedado congelado para los próximos 20 años.33 En Argentina, la 

austeridad aplicada por el Gobierno34 ha conllevado grandes recortes en el presupuesto 

destinado a la protección social (ver Cuadro 3).35  

Los países de renta media-baja también tienen la capacidad de mostrar un alto compromiso 

con la reducción de la desigualdad. Por ejemplo, el Índice CRI de 2018 muestra que Lesotho 

destina el 14% de su presupuesto nacional a educación y el 12% a sanidad, y cuenta con un 

sistema tributario progresivo y políticas progresivas sobre sindicalización y derechos laborales 

de las mujeres. Por su parte, el gasto social en Georgia es sólido y progresivo, su recaudación 

fiscal también es progresiva y ha aumentado considerablemente las partidas presupuestarias 

destinadas a la educación. Incluso países de renta baja también pueden mostrar un fuerte 

compromiso con la reducción de la desigualdad. Por ejemplo, desde la edición de 2017 del 

Índice CRI, Etiopía ha aumentado su presupuesto educativo del 22% al 23%. Este elevado 

volumen de inversión ha permitido elevar considerablemente el nivel de escolarización de niños 

y niñas.36   

Namibia es uno de los países de África que mejor puntúan en el índice, y ocupa la quinta 

posición entre los países de renta media. Es un buen ejemplo de la diferencia entre la 

clasificación en el Índice CRI y otras mediciones tradicionales de desigualdad. A pesar de ser 

unos de los países más desiguales del mundo, los resultados del Índice CRI reflejan el 

compromiso del Gobierno de Namibia con la reducción de la desigualdad, sobre todo mediante 

elevados niveles de gasto social (con la educación secundaria gratuita para todos los 

estudiantes) y algunas de las políticas tributarias más progresivas. El economista Joseph 

Stiglitz, entre otros, ha destacado este compromiso y, si bien la desigualdad en el país sigue 

siendo muy elevada, lleva descendiendo desde 1993 y ya no es el país más desigual del 

mundo.37 Desde la edición de 2017 del Índice CRI, el Gobierno ha incrementado el gasto 

destinado a la protección social, y ha elevado considerablemente el salario mínimo. A su vez, 

un nuevo estudio ha revelado que sus políticas tributarias y de gasto están logrando reducir la 

desigualdad en gran medida.38 

¿QUÉ PAÍSES HAN MEJORADO SU RENDIMIENTO EN 
EL ÚLTIMO AÑO? 

Si bien debido a las mejoras en la metodología no podemos hacer una comparación general 

entre los índices de este año y del anterior, hemos realizado un análisis detallado de aquellos 

países que han hecho grandes cambios en sus políticas, tanto positivos como negativos. El 

país que ha realizado cambios más positivos en los tres pilares es Corea del Sur.  
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Cuadro 2: Un compromiso real para reducir la desigualdad en Corea del Sur 

Moon Jae-in, al asumir su cargo como presidente de Corea del Sur a principios de 2017, 

se comprometió a abordar la desigualdad en el país. Los niveles de desigualdad en Corea 

del Sur han crecido a un ritmo elevado. En las últimas dos décadas, los ingresos de las 

personas más pobres se habían estancado, mientras que los del 10% más rico de la 

población habían aumentado a un ritmo del 6% anual, representando a día de hoy el 45% 

del ingreso nacional.39 Corea del Sur ocupa la penúltima posición de los países de la 

OCDE en el Índice CRI. 

Para tratar de reducir la desigualdad y lograr un crecimiento inclusivo, el presidente Moon 

ha tomado medidas en los tres pilares analizados en el índice. En su primer año en el 

cargo, ha materializado su compromiso de aumentar considerablemente el salario mínimo, 

incrementándolo en un 16,4%.40  

Asimismo, ha aumentado el tipo del impuesto de sociedades a las empresas más 

rentables y de mayor tamaño en Corea del Sur, pasando del 22% al 25%, medida con la 

que se espera recaudar 2300 millones de dólares anuales adicionales.41 También ha 

elevado la carga fiscal sobre las rentas más altas, medida que respaldaba el 86% de la 

población surcoreana.42 

Por último, el presidente ha activado un amplio programa de inversión social, medida 

destacable ya que Corea del Sur es uno de los países de la OCDE que menos invierte en 

este ámbito.43 Entre las medidas de protección social que se han incrementado, destaca 

una partida para garantizar la universalidad en las necesidades infantiles.44 

En su discurso del 21 de septiembre de 2017 ante la Asamblea General de las Naciones 

Unidas, el presidente Moon declaró: "Mi Gobierno está adoptando medidas enérgicas para 

cambiar el paradigma económico con el fin de abordar las desigualdades económicas que 

lastran el crecimiento y la cohesión social... Es lo que llamamos una 'economía centrada 

en las personas'".45 

Además, la edición de 2018 del Índice CRI también muestra que un elevado número de países 

ha tomado medidas sólidas en una o varias de las áreas cubiertas con respecto al análisis del 

año anterior, lo que demuestra que es posible lograr avances. Indonesia destaca por las 

medidas que ha adoptado para aumentar considerablemente el salario mínimo y equipararlo en 

todo el país, así como para aumentar su gasto en sanidad, con el objetivo de avanzar hacia 

una cobertura sanitaria universal. Pero aún tiene un reto importante por delante y necesita 

incrementar durante los próximos años el gasto público en sanidad (que hoy se sitúa en un 7% 

del PIB) para que alcance a toda la población. Mongolia y Guyana han aumentado 

sensiblemente la presión fiscal sobre las rentas más altas, y Malí y Colombia han 

incrementado el tipo nominal en el impuesto de sociedades. Colombia también ha aumentado 

su gasto en sanidad, si bien la privatización de la sanidad y los escándalos de corrupción están 

socavando el beneficio que pueda aportar dicho aumento.46 El país latinoamericano también ha 

ampliado la baja por maternidad, al igual que Mozambique, que la ha ampliado en un 50%.  

Islandia ha dado un gran impulso a su gasto en protección social, y ha aprobado una ley que 

obliga a las empresas a obtener un certificado oficial que demuestre la igualdad salarial entre 

hombres y mujeres.47 Guinea y Liberia han aumentado considerablemente su gasto en 

educación, si bien en el caso de Liberia es probable que esta medida esté vinculada a la 

polémica privatización de la educación primaria.48  

Julius Maada, el nuevo presidente de Sierra Leona, ha dado una serie de pasos muy 

prometedores para abordar la desigualdad en el país, como el aumento del salario mínimo y 

del impuesto sobre la renta de las personas físicas, y las nuevas medidas para mejorar la 

recaudación de impuestos, entre las que se incluye la eliminación de incentivos fiscales 

improductivos. La reciente decisión de hacer que la educación primaria sea gratuita resulta 

especialmente alentadora.49 
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¿QUÉ PAÍSES HAN RECIBIDO UNA PEOR 
PUNTUACIÓN? 

Tabla 2: Ranking CRI de los diez países que peor puntúan de un total de 157 países 

 

El grado en que los países ricos de la OCDE utilizan las políticas públicas para abordar la 

desigualdad es muy heterogéneo. Por ejemplo, entre las grandes economías, los Estados 

Unidos y España se encuentran mucho peor clasificados en el Índice CRI entre los países 

ricos. 

Como destaca este informe, muchos países de renta media tienen margen para hacer mucho 

más de lo que hacen en la lucha contra la desigualdad. Por ejemplo, Indonesia es hoy en día 

más rica, en términos de renta per cápita, que Estados Unidos en 1935 cuando este aprobó la 

Ley de Seguridad Social.50 Aun así, Indonesia tiene uno de los niveles de recaudación fiscal 

más bajos del mundo (tan solo el 11% del PIB), y la nueva ministra de economía se ha 

marcado como su prioridad el aumento de la recaudación51. Recientemente, un informe del 

Center for Global Development ha demostrado que la mayoría de los países en desarrollo 

podría obtener suficientes recursos propios para eliminar la pobreza extrema a través de la 

recaudación de impuestos.52 Esto coincide con los resultados de las investigaciones de Oxfam 

sobre desigualdad en los países BRIC (Brasil, Rusia, India y China), Turquía y Sudáfrica.53 

La India también sale mal parada, en el puesto 147 de un total de 157 países según su 

compromiso para reducir la desigualdad; un resultado muy preocupante dado que la población 

del país asciende a 1300 millones de personas, muchas de ellas en la extrema pobreza. Oxfam 

ha estimado que, si la India redujera la desigualdad en una tercera parte, más de 170 millones 

de personas saldrían de la pobreza.54 El gasto del Gobierno en salud, educación y protección 

social es lamentablemente bajo, y a menudo subvenciona al sector privado.55 Las 

organizaciones de la sociedad civil solicitan de manera recurrente un aumento del gasto 

público.56 En la teoría, la estructura fiscal es razonablemente progresiva, pero en la práctica, 

buena parte de los impuestos progresivos no se recaudan, como el impuesto a las rentas más 

altas. En cuestión de derechos laborales y respeto a las mujeres en el espacio laboral, la India 

también puntúa bajo, consecuencia de que la mayor parte de la fuerza laboral trabaja en el 

sector agrario y en sectores informales, que carecen de organización sindical y donde no se 

aplican los derechos de las mujeres. 
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Cuadro 3: Un giro equivocado en América Latina57 

En los últimos 15 años, la región latinoamericana ha resistido la tendencia general y ha 

logrado reducir la desigualdad. Aunque hay algunas excepciones, los Gobiernos de Brasil, 

Uruguay, Bolivia y Ecuador, entre otros, adoptaron fuertes medidas para hacer frente a la 

desigualdad, sobre todo mediante un aumento de la recaudación pública y del gasto social 

y, en algunos países, elevando el salario mínimo. Esto se refleja en el Índice CRI, en el 

que un buen número de países latinoamericanos puntúa relativamente alto.  

No obstante, el frenazo en la economía mundial desde 2010 y la caída de los precios de 

las materias primas (de las que dependen muchos países de la región) han provocado un 

aumento en los niveles de pobreza desde 2015. En algunos países, esto ha coincidido 

con un giro de varios Gobiernos hacia el centro-derecha, con menor interés por lo general 

por reducir la desigualdad. Como resultado, el avance hacia la reducción de la 

desigualdad se ha paralizado.  

El impacto que están teniendo estos cambios políticos aún no se ha visto reflejado en los 

datos de nuestro índice. Los datos que hemos utilizado este año para esta región 

pertenecen a 2015, cuando aún no se habían materializado estos recortes. Por lo tanto, 

prevemos que haya cambios en futuras versiones del índice. Los países que están 

adoptando medidas regresivas probablemente pierdan posiciones en el índice, a menos 

que cambien sus políticas, y empezará a notarse un contraste con los países 

latinoamericanos que sigan una línea más progresiva. 

Estas son algunas de las múltiples historias que hay detrás del Índice CRI. En realidad, hay 

una historia para cada país, y animamos a los lectores a que las compartan con nosotros.58  

¿QUÉ PAÍSES HAN EMPEORADO SU RENDIMIENTO EN 
EL ÚLTIMO AÑO? 

Singapur se encuentra ahora entre los diez últimos puestos en cuanto a reducción de la 

desigualdad, en parte debido a la inclusión en el índice de un nuevo indicador sobre prácticas 

fiscales nocivas. Singapur es uno de los países más agresivos en este sentido59 El Gobierno ha 

elevado el impuesto sobre la renta de las personas físicas en un 2%, pero el tipo máximo 

aplicado a las rentas más altas sigue siendo muy bajo, situándose en el 22%. Su baja 

puntuación en el índice se debe también a un gasto público social relativamente bajo, ya que 

solo el 39% del presupuesto nacional se destina a educación, sanidad y protección social en 

conjunto (muy por debajo del 50% de otros países de renta alta como Corea del Sur o de 

países de renta media alta como Tailandia).En cuanto a los derechos laborales, no hay 

igualdad salarial ni leyes que protejan a las mujeres frente a la discriminación; la legislación 

contra el acoso sexual y la violación es insuficiente, y el salario mínimo solo se aplica a las 

personas que trabajan como limpiadoras o guardias de seguridad.  

Este año, Hungría ha reducido a más de la mitad su tipo nominal en el impuesto de 

sociedades, situándose actualmente en el 9%, el más bajo de la Unión Europea. Se ha 

producido un repunte de las vulneraciones de los derechos laborales, y una reducción del gasto 

en protección social. Croacia y Egipto han reducido los tipos máximos del impuesto sobre la 

renta y del impuesto de sociedades.60 

Mongolia ha sido el país que más ha reducido su gasto en protección social. El FMI ha 

obligado recientemente al país a poner fin a su programa de subvención universal por menores 

a cargo, por lo que es posible que se vayan a producir más recortes próximamente.61 La 

República Democrática del Congo también ha recortado su gasto en educación y en sanidad.  
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¿QUÉ TENDENCIAS GENERALES EMERGEN DEL 
NUEVO ÍNDICE CRI?  

En conjunto, desde la edición del índice de 2017, se ha producido un incremento marginal del 

porcentaje promedio del gasto gubernamental en los tres principales sectores sociales que 

previenen la desigualdad, pasando del 43,15% al 43,22% de la inversión pública total. Los 

países que han incrementado más su gasto fueron Guinea, Georgia, Mauritania, Santa Lucía, 

Santo Tomé y Príncipe, Angola, Ucrania, Kazajstán, Liberia, Indonesia y Corea del Sur. En 

cuanto a los países de la OCDE, los que más han aumentado su gasto en estos sectores son 

Islandia, Portugal y Eslovenia.  

• El gasto en educación ha pasado de un promedio del 14,7% al 14,8% del presupuesto 

nacional. Los aumentos más considerables se han producido en Georgia, Santa Lucía, 

Guinea, San Vicente y las Granadinas, la República Dominicana, Liberia, Uruguay, Santo 

Tomé y Príncipe, Bhután y Camerún. Por su parte, la República Democrática del Congo, 

Vanuatu y Singapur registraron algunas de las bajadas más drásticas.  

• El gasto promedio en sanidad ha subido del 10,36% al 10,6%, con los mayores aumentos 

en Kazajstán, Colombia, Lituania, Georgia, Santo Tomé y Príncipe, Tailandia, Níger, 

Jamaica, Laos e Indonesia. Entre los países que más han recortado el gasto en sanidad se 

encuentran Australia y la República Democrática del Congo.  

• En cuanto a la protección social, el gasto promedio parece mantenerse en torno al 18,5% 

del presupuesto nacional. De los países de la OCDE, Islandia, Australia, Chipre, Letonia y 

Portugal han aumentado su gasto en este sector. A su vez, desde la entrada de los nuevos 

Gobiernos en Corea del Sur e Indonesia, ambos países han aumentado sensiblemente su 

gasto en protección social. En el otro extremo se encuentran China, Mongolia y Serbia, con 

algunos de los recortes más marcados.  

La sección 1 del informe sobre gasto social recoge los diez países que más han incrementado 

y disminuido el gasto en educación, sanidad y protección social.  

El impacto del gasto sobre la desigualdad también ha aumentado en cierto modo, con una 

reducción potencial del índice de Gini nacional del 18%, frente al 17,7% en la edición de 2017 

del Índice CRI.62 

Los avances a la hora de hacer que el sistema tributario sea más progresivo han sido 

desiguales: 

• Algunos países como Brasil, Rumanía y Trinidad redujeron el año pasado el tipo general del 

IVA - impuesto sobre el valor añadido, pero otros tantos lo incrementaron (especialmente 

Colombia y Sri Lanka). A su vez, determinados países, como Burkina Faso y Senegal, 

aplicaron exenciones en este tipo de impuesto de manera más favorable para los sectores 

más pobres de la población, y Camboya elevó el umbral mínimo para su aplicación, 

logrando que los pequeños comerciantes queden exentos. En general, el tipo medio bajó 

ligeramente al 15,5%.  

• En lo que respecta al tipo nominal del impuesto de sociedades, el promedio global 

disminuyó ligeramente, pasando del 24,65% al 24,48%. Si bien en 2017,15 países aplicaron 

rebajas frente a los 10 que lo subieron, algunos de los recortes aplicados solo afectaban a 

pequeñas empresas (como es el caso en Australia), lo que podría ser algo positivo63, y la 

mayoría fueron relativamente pequeños, por debajo de 2,5 puntos porcentuales. Estos 

recortes han sido más frecuentes en países con economías más avanzadas.64 Hungría se 

sitúa en cabeza con el peor rendimiento en el impuesto de sociedades, al haber disminuido 

el impuesto de sociedades del 19% al 9% de golpe, si bien varios otros países como Israel, 

Noruega, Pakistán, España y el Reino Unido han ido reduciéndolo de manera gradual a lo 

largo de los últimos 4 a 8 años, por lo que la reducción acumulada es muy significativa. Por 

otra parte, Colombia, Malí, Jordania, Grecia y Perú son algunos de los países que lo han 

aumentado. No obstante, estos datos positivos se ven eclipsados por el recorte que los 
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Estados Unidos ha aplicado en el impuesto de sociedades a nivel federal, pasando del 35% 

al 21%. Este cambio aparecerá reflejado en la edición de 2019 del Índice CRI, y la gran 

pregunta es si muchos países seguirán su ejemplo (hasta ahora, y basándonos en los 

códigos fiscales de 2018, no parece que vaya a ser así, ya que solo Argentina y Bélgica han 

disminuido el tipo del impuesto de sociedades, mientras que Burkina Faso, Ecuador, Corea 

del Sur, Letonia y Taiwán lo han subido).   

• El promedio de los tipos más altos del impuesto sobre la renta de las personas físicas ha 

aumentado ligeramente, pasando del 30,5% al 30,8% en 2017. Entre los Gobiernos que 

aumentaron los tipos impositivos más altos en el período 2016-17 se encuentran Mongolia, 

Guyana, Uruguay, Austria, Sudáfrica, Jamaica y Zambia. Por otra parte, tanto Chile como 

Croacia y Egipto redujeron los tipos marginales. Entre los países que han subido tipos para 

las rentas más altas en 2018 (subidas no incluidas en el índice de este año, pero que sí lo 

estarán en la edición del año que viene) destacan Barbados, Colombia, Ghana, Corea del 

Sur, Letonia (que ha pasado de aplicar una estructura fiscal plana a una progresiva), 

Filipinas y Sri Lanka. Todavía hay dos países que no aplican ni el impuesto de sociedades 

ni el impuesto sobre la renta de las personas físicas (Bahréin y Vanuatu), y otros dos que no 

aplican el impuesto sobre la renta de las personas físicas (Maldivas y Omán), por lo que los 

sistemas fiscales de estos países resultan altamente regresivos.  

Sin embargo, paralelamente al aumento de los tipos impositivos, la eficacia en la recaudación 

de los impuestos más progresivos ha disminuido, cayendo en un 3% en términos de 

productividad. Por otra parte, países como Luxemburgo, Togo, Fiji, Japón, Bolivia y Ucrania 

lograron aumentar su recaudación fiscal sensiblemente en 2017.  

Debido a esta menor recaudación fiscal en conjunto, el impacto de los impuestos en la lucha 

contra la desigualdad también ha perdido fuerza, por lo que se espera que los sistemas 

tributarios contribuyan a reducir la desigualdad en un 2,7%, frente al 3,5% el año pasado. Es 

evidente que se puede mejorar ampliamente el impacto de los impuestos en la reducción de la 

desigualdad. En un tono más positivo, cabe destacar que países como Marruecos, China y 

Ucrania también han logrado disminuir la regresividad de su diseño tributario al haber 

aumentado la recaudación que proviene de los impuestos progresivos y disminuido la de los 

regresivos.  

En cuanto al empleo, no hay cambios significativos por lo general, pero se han producido 

avances positivos en cuanto a los salarios mínimos desde el año pasado:  

• La Global Labour University afirma que los países han mejorado ligeramente su rendimiento 

en cuanto a derechos laborales, pasando de una puntuación de 4,107 a 4,165 en una 

escala del 1 al 10.65 Este aumento se debe casi en su totalidad a la reducción de la 

incidencia de vulneraciones de las leyes que rigen la sindicalización y los derechos de los 

trabajadores. No obstante, ningún país ha mejorado su marco jurídico en este sentido, y 

ninguno de los países que prohíben la sindicalización independiente ha modificado su 

legislación (Bielorrusia, China, Guinea Ecuatorial, Eritrea, Irán, Iraq, Laos, Libia, Qatar, 

Arabia Saudí, Sudán, Siria, Turkmenistán, Emiratos Árabes Unidos, Uzbekistán y Vietnam).  

• En lo que respecta a los derechos laborales de las mujeres, muy pocos países 

(Barbados, Liberia y Lituania, únicamente) han introducido nuevas leyes contra la 

discriminación y en pro de la igualdad salarial desde 2015. Por lo tanto, el número de países 

que cuentan con leyes al respecto sigue siendo bajo (27 y 23, respectivamente). Al contrario 

de lo que ocurre con los derechos laborales en su concepto más amplio, no existe ningún 

sistema global para medir si se están aplicando este tipo de leyes (así como las leyes 

analizadas en el nuevo indicador sobre violencia contra las mujeres del Índice CRI de 2018), 

y si están contribuyendo a mejorar las vidas de las mujeres.66  

• Los avances en cuanto a los permisos por maternidad y paternidad han sido mucho más 

numerosos, habiéndose registrado en al menos 13 países. Entre ellos, destacan Bhután y la 

India, que doblaron el permiso de maternidad y paternidad en 2016 y 2017, 

respectivamente; Mozambique, que ha aumentado el permiso de maternidad en un 50%, y 
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Paraguay, que a partir de noviembre de 2018 aumentará la prestación por el permiso del 

75% del sueldo al 100%. Colombia, la República Dominicana e Israel han aumentado 

ligeramente sus permisos de maternidad (si bien en el caso de la República Dominicana 

esto ha sucedido 15 años después de que el país ratificara el convenio al respecto de la 

OIT), Chipre ha introducido un permiso de paternidad de 14 días y España ha más que 

duplicado su permiso de paternidad respecto de 2016 hasta llegar a los 35 días en 2017, 

añadiendo una semana más en 2018. Nueva Zelanda está incrementando de manera 

gradual el permiso de maternidad, de las 18 semanas actuales a las 26 previstas para 2022, 

y se están haciendo esfuerzos a nivel parlamentario en Guyana y Filipinas para lograr un 

permiso de duración similar. No obstante, sigue habiendo cinco países (Lesotho, Papúa 

Nueva Guinea, Surinam, Tonga y los Estados Unidos) que no cuentan con un permiso de 

maternidad o paternidad reglamentario aplicable a todos los trabajadores. 

• Más de la mitad de los países han elevado los salarios mínimos a un ritmo más rápido que 

el PIB per cápita. Los aumentos más notables se han producido en Corea del Sur e 

Indonesia (del 16% y el 9%, respectivamente), así como en Burkina Faso, Madagascar, 

Malí, Gambia, Kiribati, Sierra Leona, Timor Oriental, Ecuador, El Salvador y Costa Rica. De 

los países de la OCDE, Portugal, Malta y Japón también han aumentado sensiblemente su 

salario mínimo. Otros países están tomando grandes medidas para cambiar sus sistemas: 

Indonesia está intentando homogeneizar los sueldos, aumentándolos con mayor celeridad 

en las zonas más pobres; Austria aprobó el año pasado el reemplazo de la negociación de 

salarios por sector por un salario mínimo aplicable a nivel nacional, y la India ha introducido 

un mínimo nacional para limitar las divergencias entre las regiones. Otros países se 

encuentran en proceso de introducir un salario mínimo nacional (como es el caso de 

Sudáfrica, que planea introducirlo en 2019, en medio de un acalorado debate al respecto) o 

al menos aplicable a ciertos sectores (por ejemplo, en el sector textil en Camboya). Estas 

iniciativas ponen presión en aquellos países que todavía no cuentan con un salario mínimo 

(como Yibuti o Sudán del Sur), o donde están limitados a determinados sectores (Camboya, 

Santa Lucía, Singapur, Tonga o Jordania).  

Aparte de estas nuevas tendencias, las siguientes conclusiones generales a las que llegamos 

en la edición del índice en 2017 siguen estando vigentes: 

• Varios países tienen un desempeño relativamente bueno en cuanto a la escala del gasto 

social. En promedio, los 157 países evaluados están invirtiendo más en protección social 

(18% de sus presupuestos) que en educación (14,8%) o salud (10,6%). Los niveles de gasto 

promedio en educación y salud siguen muy por debajo de los compromisos asumidos por 

varios países como parte de las declaraciones de Abuja e Incheon (20% y 15%, 

respectivamente).67 En la mayoría de los países de renta baja y media-baja, el gasto en 

protección social se sitúa muy por debajo de los niveles mínimos necesarios para contar con 

una protección social básica, tal y como estima la Comisión de Michelle Bachelet (que sitúa 

estos niveles mínimos entre el 3 y el 5% del PIB).68 La mayoría de los países del mundo 

deben aumentar de manera drástica su gasto en los tres sectores. 

• Son varios los países que están haciendo bastante poco por asegurar que su gasto social 

beneficie a los sectores más pobres de su ciudadanía en mayor medida que a los ricos y 

que, por lo tanto, reduzca la desigualdad. En 85 de los países analizados, el gasto social 

está reduciendo el coeficiente de Gini en menos de una décima. Los países deben de hacer 

un esfuerzo mucho mayor para asegurar que su gasto social tenga un impacto en los 

sectores más pobres de su población proporcionando unos servicios públicos universales y 

gratuitos, que constituyen la mejor herramienta para reducir la desigualdad. 

• En cuanto al sistema tributario, por lo general los tipos del impuesto de sociedades han 

disminuido ligeramente desde la anterior edición del Índice CRI, destacando que 

determinados países con fuertes economías los han reducido (o planean hacerlo), en un 

contexto global en el que continúa la carrera a la baja para reducir este tipo de impuesto. 

Por otra parte, en general se ha producido un ligero incremento en los tipos marginales del 

impuesto sobre la renta de las personas físicas, si bien la tendencia a largo plazo es 

incierta. Para revertir la carrera a la baja, es necesario aumentar la progresividad tanto del 
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impuesto de sociedades como del impuesto sobre la renta personal, asegurando una mayor 

contribución fiscal de las rentas más altas y las grandes empresas. En cuanto al impuesto 

sobre el valor añadido, de carácter mucho menos progresivo, los tipos han dejado de subir, 

tras haber alcanzado niveles ya elevados en varios países. Pero está por ver si las enormes 

bajadas de impuestos que los Estados Unidos han anunciado en sus presupuestos de 2018 

marcarán la tendencia en otros lugares. En muchos países, sigue siendo esencial rediseñar 

el sistema tributario para garantizar unos impuestos progresivos más elevados, y hacer que 

el impuesto sobre el valor añadido sea menos regresivo, no aplicándolo a productos 

alimentarios de la canasta básica y eximiendo del mismo a los pequeños comerciantes.  

• La mayoría de los países también tiene un resultado muy negativo en cuanto a la 

recaudación del impuesto sobre la renta y de sociedades: el nivel promedio de recaudación 

se encuentra claramente por debajo del 15% del total de ingresos fiscales, frente al 40% del 

impuesto sobre el valor añadido. Para mejorar el impacto de los impuestos en la 

desigualdad, los países deben recaudar una proporción mucho mayor de su potencial de 

recaudación de impuestos provenientes de las empresas y de los individuos, mediante una 

reducción de las exenciones y exoneraciones para las grandes empresas y las grandes 

fortunas, renegociando los acuerdos fiscales y poniendo fin a los paraísos fiscales. 

• En cuanto al empleo, el salario mínimo promedio se sitúa apenas justo por encima de la 

mitad del PIB nacional per cápita. Más del 80% de los 157 países analizados disponen de 

leyes que obligan a aplicar una igualdad salarial y que protegen contra la discriminación 

laboral por género (un dato mucho más elevado que el año pasado gracias a nueva 

investigación primaria). No obstante, tan solo el 45% de los países cuenta con legislación 

adecuada sobre el acoso sexual y un 40% contra la violación, y las leyes sobre igualdad de 

género se aplican deficientemente en la mayoría de los países. En promedio, la puntuación 

de los países en el indicador del CRI sobre derechos laborales es de tan solo 6,4 sobre 10, 

con una puntuación mucho más baja en cuanto a aplicación de las leyes que en su propia 

existencia. Además, en todo el mundo, el 9% de la fuerza laboral no disfruta de derechos 

laborales porque se encuentra en situación de desempleo, mientras que el 38% a menudo 

solo dispone de derechos laborales mínimos al trabajar en el sector informal. Un 35% 

adicional ha visto mermar sus derechos a causa de los contratos “no estandarizados”. Los 

países deben aumentar sus salarios mínimos, fortalecer las leyes de equidad de género, 

aplicar las leyes sobre derechos laborales de manera mucho más rigurosa, y extender los 

derechos laborales y los salarios mínimos a los trabajadores con contratos “atípicos”. 

Los patrones varían considerablemente entre países con diferentes niveles de ingresos. 

• Los países en desarrollo invierten el 16% de su presupuesto en educación, en comparación 

con el 12% que gastan los países de la OCDE. Sin embargo, cuanto más baja es la renta de 

un país, menos se dedica a salud (el 8% en países de renta baja, comparado con un 15% 

en países de la OCDE) y a protección social (el 7% en países de renta baja, frente al 37% 

en países de la OCDE).  

• Los países en desarrollo (especialmente los países de renta baja), a menudo tienen 

sistemas fiscales más progresivos sobre el papel que los países de la OCDE, debido a las 

exenciones en el impuesto sobre el IVA para los bienes de consumo básicos y para el 

pequeño comercio, y porque el tipo nominal en el impuesto de sociedades suele ser más 

elevado. No obstante, los países de la OCDE reducen la desigualdad de manera más eficaz 

utilizando el diseño tributario, ya que su recaudación por el impuesto sobre la renta es más 

eficiente. Las prioridades de los países difieren en función de su nivel de renta: los países 

en desarrollo (en especial, los de renta media) deberían recaudar más impuestos sobre la 

renta personal y de sociedades; los países de la OCDE deben mejorar su estructura fiscal, 

revisando la aplicación de tipos en el IVA para productos básicos en favor de las personas 

en situación de pobreza, y revirtiendo la carrera a la baja en el impuesto de sociedades; y 

los países de la OCDE y de renta media-alta deben poner fin a sus prácticas fiscales 

nocivas que merman la capacidad recaudatoria de otros países por la actividad empresarial. 
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• Los países OCDE puntúan en general mucho más alto que los países en desarrollo en 

cuanto a derechos laborales y de género, especialmente por contar con leyes al respecto y 

con permisos de maternidad y paternidad remunerados. Por otro lado, los países de renta 

baja obtienen mejores resultados en cuanto a salarios mínimos reglamentarios, gracias a 

que un pequeño número de Gobiernos ha aprobado, con visión de futuro, subidas en el 

salario mínimo (aunque la capacidad de hacer cumplir con estos salarios es débil). Un gran 

número de países en desarrollo todavía necesita adoptar y aplicar leyes que garanticen los 

derechos laborales y de género, mientras que muchos países de la OCDE y de renta media 

deben centrarse en aumentar el salario mínimo. 

LIMITACIONES DEL ÍNDICE CRI 

El Índice CRI es una herramienta sencilla que concentra en una única medida cómo los países 

están luchando contra la desigualdad. Las siguientes secciones analizan las limitaciones 

específicas de cada uno de los tres pilares, pero hay también algunos factores limitantes 

generales que cabe señalar.  

Es evidente que el índice nunca va a poder sustituir el conocimiento específico de cada 

contexto, ni la historia del camino seguido por cada país en la reducción de la desigualdad, ni 

un análisis detallado de las propuestas de cada Gobierno. En la medida de lo posible, Oxfam 

ha trabajado con colegas en cada uno de los países para reflejar los esfuerzos de sus 

Gobiernos de la manera más fiel posible, y en varios países DFI y Oxfam están elaborando 

informes nacionales sobre desigualdad que son mucho más exhaustivos. En la herramienta en 

línea que acompaña al índice [link], se han añadido secciones explicativas adicionales sobre 

los países con enlaces a las medidas que están tomando para luchar contra la desigualdad a 

nivel nacional.  

No obstante, en un índice tan amplio como este, algunos países pueden verse recompensados 

o penalizados de manera injusta (ver Cuadro 4). Pero en conjunto, DFI y Oxfam consideran 

que el índice ofrece una base sólida con la que calibrar el compromiso de los Gobiernos para 

abordar la crisis de desigualdad. 

Cuadro 4: Gobiernos que viven de las rentas: cuando el compromiso no es real 

Desde DFI y Oxfam hemos denominado a este índice el Índice de Compromiso con la 

Reducción de la Desigualdad (CRI), ya que queremos destacar cuando los Gobiernos 

asumen un papel proactivo y propositivo, comprometidos en la lucha contra la 

desigualdad. Sin embargo, esto entraña dificultades. A pesar de que utilizamos los datos 

más actualizados disponibles, algunos Gobiernos pueden obtener un reconocimiento por 

compromisos derivados de políticas o enfoques de Gobiernos anteriores. En algunos 

casos, los Gobiernos actualmente en el poder se oponen abiertamente a dichas políticas, 

e incluso tratan de revertirlas.  

En un gran número de países ricos, muchas de las políticas que hacen que estos países 

reciban una buena puntuación se aplicaron en otras épocas, y se encuentran seriamente 

amenazadas en la actualidad. En el Reino Unido, por ejemplo, a pesar de que todavía 

existan bastiones del estado de bienestar, como el Servicio Nacional de Salud, que 

posicionan a este país en un lugar relativamente favorable en el ranking, los recientes 

Gobiernos que han estado en el poder (de todos los espectros políticos) se han mostrado 

poco dispuestos a incluir la reducción de la desigualdad entre sus principales objetivos.69 

Algunos expertos han destacado cómo las políticas fiscales actuales y los recientes 

recortes en prestaciones sociales contribuirán significativamente al incremento previsto de 

la desigualdad en el futuro.70  
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Dinamarca encabeza el índice, gracias a un sistema tributario con tipos altos y 

progresivos, un elevado gasto social y una sólida protección de los derechos de los 

trabajadores. Sin embargo, los últimos Gobiernos han dado un giro en estos tres ámbitos, 

con vistas a liberalizar la economía danesa, hasta el punto que investigaciones recientes 

indican que las reformas de los últimos 15 años han producido un aumento de la 

desigualdad en el país de casi el 20% entre 2005 y 2015.71  

Por su parte, las arraigadas instituciones alemanas de bienestar reducen 

significativamente la desigualdad. Sin embargo, desde principios de los años 90, las 

rentas más altas han absorbido la mayor parte del ingreso generado en el país, lo que ha 

aumentado la desigualdad en el nivel de ingresos antes de la redistribución por parte del 

Estado. A su vez, las reformas fiscales regresivas de los últimos 20 años han socavado el 

impacto redistributivo de las políticas gubernamentales.72 En conjunto, estos factores han 

producido un incremento de la desigualdad. El Gobierno francés está descendiendo 

puestos de manera gradual en el ranking sobre la capacidad de su sistema tributario 

desde la reforma que llevó a cabo en 2017 para bajar el tipo del impuesto de sociedades 

del 33% al 28%. Está previsto que este impuesto siga bajando progresivamente hasta el 

25% en 2022. Junto con la eliminación del impuesto sobre la riqueza y el incremento de 

los impuestos regresivos, la reforma en Francia ilustra la tendencia global hacia la 

adopción de sistemas fiscales más regresivos. Esto se verá reflejado en la próxima 

edición del índice a medida que se vaya percibiendo el impacto que van teniendo estas 

medidas en la recaudación pública. 

De manera similar, en América Latina, se han elegido recientemente Gobiernos que no 

mantienen el mismo nivel de compromiso que sus predecesores con la reducción de la 

desigualdad y que incluso, en algunos casos, están dando pasos para revertir políticas 

progresivas.  

No obstante, la mayoría de los datos recabados para el índice son recientes y se obtienen 

a partir de los presupuestos nacionales, lo que permite que el índice pueda actualizarse 

cada año, y que los países suban o bajen en el ranking en función de los cambios en sus 

políticas. Si un país aumenta sustancialmente el salario mínimo o incrementa el gasto en 

educación en los siguientes presupuestos, se verá recompensado con un aumento en la 

puntuación del Índice CRI. Con el tiempo, esto permitirá hacer una valoración más precisa 

del nivel de compromiso de los Gobiernos.  

El índice CRI se centra sobre todo en las medidas redistributivas que pueden adoptar los 

Gobiernos, y no en aquellas que pueden evitar el aumento de la desigualdad desde el 

inicio. Si bien contempla la capacidad de los Gobiernos para intervenir y hacer mercados 

laborales más justos, no incorpora, por ejemplo, la gobernanza corporativa (para reducir el 

excesivo control que tienen los accionistas sobre la economía), ni la distribución de la tierra, o 

la política industrial, como elementos que contribuyen a una mayor igualdad. La situación de 

países como Sudáfrica, donde la desigualdad está aumentando a pesar de puntuar 

relativamente bien en el Índice CRI, sólo se puede explicar si se tienen en cuenta estos 

factores estructurales. Los informes de Oxfam Una economía para el 99%73 y Premiar el 

trabajo, no la riqueza74 también abordan estos asuntos directamente.75  

La falta de datos ha impedido incluir estas políticas estructurales y otros posibles 

indicadores, ya que el índice pretende incluir el mayor número de países posible. Muchos 

indicadores potenciales no se han podido utilizar porque los datos disponibles solo abarcaban 

un pequeño número de países, generalmente ricos. Es urgente hacer un esfuerzo masivo y 

concertado para mejorar los datos sobre desigualdad y sobre los factores que la determinan, 

especialmente en países pobres. También es fundamental contar con datos desglosados por 

género. Más adelante en el informe, se presentan algunos ámbitos adicionales que el índice 

puede explorar en futuras ediciones.  

Por último, el Índice CRI no pretende abarcar a todos los actores que intervienen en la 

lucha contra la desigualdad. Otros actores importantes, como el sector privado y las 
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instituciones internacionales (como el Banco Mundial o el FMI), desempeñan un papel 

importante, así como también las grandes fortunas. Si bien las campañas de Oxfam y las de 

sus aliados se dirigen a todos estos actores, los Gobiernos siguen siendo la pieza fundamental 

que puede hacer posibles los cambios. Un Gobierno democrático y responsable es la mejor 

herramienta para lograr una sociedad más equitativa, y si los Gobiernos de todo el mundo no 

hacen un esfuerzo mucho mayor en estos tres ámbitos de políticas, la crisis de desigualdad 

continuará. 

ÁREAS DE MEJORA Y A DESARROLLAR EN EL FUTURO 

Desigualdad económica y género 

Dentro de cada una de las tres áreas (gasto social, política tributaria y empleo), las medidas 

para combatir la desigualdad económica se solapan considerablemente con medidas para 

combatir la desigualdad de género. La desigualdad de género acentúa la creciente brecha 

entre ricos y pobres, mientras que la creciente desigualdad dificulta la lucha por la igualdad de 

género en todo el mundo. En sus recientes investigaciones, Oxfam76 ha demostrado que la 

lucha contra la desigualdad económica está estrechamente relacionada con la lucha contra la 

desigualdad de género. Las mujeres son las más afectadas por los sistemas fiscales regresivos 

y la baja inversión pública, y ocupan mayoritariamente los trabajos peor remunerados y más 

precarios, mientras que las leyes y las convenciones sociales limitan su capacidad para 

organizarse y luchar por sus derechos. Además, se hacen cargo de la mayor parte de los 

trabajos de cuidados no remunerados y, por tanto, son las más afectadas cuando los servicios 

públicos no están financiados adecuadamente, lo que empeora la desigualdad.  

Cada sección de este informe contiene subsecciones específicas sobre igualdad de género. 

Lamentablemente, debido a limitaciones en la disponibilidad de los datos, por ahora solo se 

pueden aplicar indicadores específicos al pilar del empleo. En la edición de este año, hemos 

incorporado dos nuevos indicadores al pilar sobre derechos laborales: permiso de maternidad y 

paternidad, y protección legal para la igualdad salarial, contra la discriminación de género y 

contra el acoso sexual y la violación. Si bien existen bases de datos con estadísticas sobre 

género (como la del Banco Mundial sobre Mujer, Empresa y Legislación, o el Índice de 

Instituciones Sociales y de Género de la OCDE), no hemos podido utilizar estos datos total o 

parcialmente debido a problemas con su fiabilidad y antigüedad; tampoco hemos podido 

corroborar exhaustivamente los indicadores de género con nuestros programas nacionales 

para la actual versión del índice debido a limitaciones de tiempo. Tampoco se dispone de 

suficientes datos fiables de suficientes países como para evaluar el gasto o la recaudación 

desde una perspectiva de género en la construcción del índice. Solo una cantidad 

relativamente pequeña de países se ha comprometido a elaborar presupuestos con perspectiva 

de género, por lo que no es posible hacer comparaciones generales sobre hasta qué punto las 

políticas fiscales y de gasto luchan contra la desigualdad de género, si bien el impacto positivo 

de los presupuestos con perspectiva de género es bien conocido.  

No obstante, se están desarrollando iniciativas para subsanar las brechas de género en la 

información disponible, y es posible que los datos que se obtengan a partir de ellas se puedan 

utilizar para mejorar futuras ediciones del Índice CRI. Por ejemplo, ONU Mujeres está 

ayudando a recabar datos sobre la elaboración de presupuestos con perspectiva de género, lo 

que está específicamente relacionado con el indicador de los ODS sobre el seguimiento de la 

asignación de fondos públicos para la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres. 

A su vez, este organismo está colaborando con la División de Estadística de las Naciones 

Unidas en la iniciativa Pruebas y Cifras para la Igualdad de Género (EDGE, por sus siglas en 

inglés) a fin de mejorar la integración de las diferencias de género en los análisis estadísticos. 

Oxfam apoya firmemente la elaboración de presupuestos con perspectiva de género y la 

recopilación de datos desglosados por género; la falta de este tipo de datos puede impedir que 

los países comprendan el impacto de la desigualdad sobre las mujeres y las niñas, lo que 
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provocaría que los programas y políticas no tuvieran perspectiva de género y, en última 

instancia, el recrudecimiento de la desigualdad de género. 

Desigualdad económica y juventud 

Las desigualdades entre las personas jóvenes y las mayores están aumentando en todo el 

mundo. La creciente acumulación de la riqueza en manos de unas pocas personas en lo más 

alto de la distribución de ingresos ha generado una situación presente muy complicada y un 

futuro incierto para la mayoría de las personas jóvenes. La desigualdad económica extrema 

inhibe la movilidad social,77 lo que significa que los hijos de padres pobres continuarán siendo 

pobres. Salvo aquellos que provienen de entornos privilegiados, las personas jóvenes en 

muchos países tienen menos oportunidades de aprovechar sus capacidades y su talento 

debido a la enorme y creciente brecha entre las personas ricas y el resto.  

Los hombres y mujeres jóvenes se enfrentan a grandes dificultades, si bien a menudo estas 

difieren en su naturaleza. Estas dificultades se ven exacerbadas por la combinación de 

desigualdades por motivo de etnia, edad, género y de otra índole. Por ejemplo, cuando la 

educación no es gratuita ni de fácil acceso, es más probable que las mujeres jóvenes sean 

quienes se vean excluidas; asimismo, los servicios públicos que más necesitan las mujeres 

jóvenes, como los relativos a la planificación familiar, tienen una carencia crónica de 

financiación, lo que dificulta que puedan salir de la pobreza. Por otra parte, por ejemplo, en 

Estados Unidos, la capacidad de los hombres y mujeres jóvenes de ascender o mantenerse 

económicamente puede verse afectada por factores que están fuera de su control, como la 

discriminación racial. Los hombres jóvenes tienen muchas más probabilidades de morir de 

manera violenta,78 a menudo a manos de la policía. En un estudio elaborado por el Equality of 

Opportunity Project, los investigadores encontraron que los jóvenes amerindios y negros 

estadounidenses tienen muchas más probabilidades de descender socioeconómicamente que 

los de otras etnias, incluso cuando su situación inicial partía de un nivel superior.79  

Un gasto social y una fiscalidad progresivos pueden contrarrestar la creciente desigualdad 

entre personas jóvenes y mayores, al disminuir la riqueza que se traspasa entre generaciones 

directamente, y al utilizar la recaudación para aumentar el gasto en servicios de educación, 

salud y en el resto de servicios públicos que necesitan tanto los hombres como las mujeres 

jóvenes. Del mismo modo, unos derechos laborales fuertes son fundamentales para ayudar a 

los jóvenes a recibir un salario justo. Muchos salarios mínimos no aplican a las personas 

jóvenes, por lo que los criterios de elegibilidad deben ampliarse.  

Desigualdad económica, captura de las élites y participación política 

Hace varias décadas, Louis Brandeis, antiguo juez del Tribunal Supremo de los Estados 

Unidos, pronunció la famosa frase: "Podemos tener democracia, o podemos tener la riqueza 

concentrada en las manos de unas pocas personas, pero no podemos tener ambas cosas a la 

vez". En todo el mundo, ante la creciente distancia entre las élites y el resto de la sociedad, los 

políticos están tomando medidas que merman los derechos democráticos y cierran los 

espacios para la sociedad civil.80 Fomentar procesos inclusivos de toma de decisiones políticas 

respecto a los derechos y la representación de las personas es un fin en sí mismo, pero 

también es esencial para garantizar las mejores políticas. Por el contrario, procesos de toma de 

decisiones políticas dominados por las élites debilitan la democracia y han demostrado 

favorecer la adopción de políticas que benefician sobre todo a esas élites.81 A menudo, la 

captura política y la reducción del espacio de la sociedad civil afectan especialmente a las 

mujeres en situación de pobreza y marginalidad, que se enfrentan a grandes dificultades para 

estar presentes en los procesos políticos.82 

En la actualidad, el Índice CRI no incorpora ninguna medición de apertura política ni de 

corrupción. Muchos de los países que puntúan peor también son países con elevados niveles 

de corrupción y bajos niveles de participación política. Suelen presentar también elevados 

niveles de control del Gobierno, de los medios de comunicación y de los negocios por parte de 



  
Índice de compromiso con la reducción de la desigualdad 2018 22 

las élites, utilizando redes de patronazgo y clientelismo. Si bien el índice no mide estas 

dinámicas directamente, hay una relación entre un deficiente desempeño de los Gobiernos y el 

nivel de corrupción y de débil gobernanza. Esta relación es algo que DFI y Oxfam pretenden 

analizar en profundidad en los próximos años, quizá mediante la incorporación de indicadores 

de corrupción o de gobernanza y de participación, así como de participación de las mujeres. 

Otras políticas con impacto en la desigualdad 

El gasto social, la política tributaria y los derechos laborales no son las únicas áreas sobre las 

que los Gobiernos pueden actuar para reducir la desigualdad. Otras políticas, como por 

ejemplo las relacionadas con las pequeñas y medianas empresas (Pymes), el desarrollo rural o 

la inclusión financiera, pueden tener y de hecho influyen sobre la desigualdad. Sin embargo, la 

adopción de medidas concertadas respecto al gasto, la fiscalidad y los derechos laborales es 

una característica común de los casos con éxito de reducción de la desigualdad, y cualquier 

intervención gubernamental que quiera abordar la desigualdad debe priorizar la acción en estos 

tres ámbitos.  

RECOMENDACIONES 

1. Acción política  

Los Gobiernos deben mejorar drásticamente sus esfuerzos por realizar un gasto 

progresivo, diseñar un sistema tributario progresivo, aplicar unos salarios 

progresivos y ofrecer protección a los trabajadores, como parte de los planes 

nacionales de reducción de la desigualdad en virtud del ODS 10. 

De cara a la revisión del ODS 10 prevista para julio de 2019, los países deben elaborar 

planes nacionales que demuestren cómo van a reducir la desigualdad. Dichos planes deben 

incluir un aumento de la imposición a las grandes empresas y grandes fortunas, y debe 

terminarse con la evasión y la elusión fiscal, así como con la dañina “carrera a la baja” en la 

tributación empresarial. El gasto en servicios públicos y protección social debe aumentarse 

y mejorarse. Debe hacerse un seguimiento sistemático del gasto público, garantizando la 

participación de la ciudadanía en la supervisión del presupuesto. Los trabajadores necesitan 

estar mejor remunerados y mejor protegidos. Es necesario comprender y abordar la 

situación de las mujeres y las niñas, concentradas en los puestos peor remunerados y en 

los empleos más precarios, así como el papel que desempeña el trabajo de cuidados no 

remunerado en la economía.  

2. Mejora de los datos 

Los Gobiernos, las instituciones internacionales y otros actores deben trabajar 

conjuntamente para mejorar de manera rápida y radical los datos disponibles sobre 

desigualdad y las políticas relacionadas, y para hacer un seguimiento preciso y 

regular de los avances en la reducción de la desigualdad. 

A lo largo del presente informe, hemos destacado las múltiples áreas en las que las 

dificultades en la obtención de datos disponibles impiden hacer una valoración sólida de los 

avances en la reducción de la desigualdad. Sin embargo, es indispensable que la 

ciudadanía entienda las políticas que adoptan los Gobiernos, cómo estas afectan a los 

resultados, y que exija a sus Gobiernos que rindan cuentas por ello. Los datos disponibles 

sobre desigualdad siguen siendo deficientes e irregulares; los datos oficiales sobre gasto, 

fiscalidad y políticas de empleo deberían recopilarse regularmente como parte del proceso 

de seguimiento de los ODS. Es esencial disponer de datos desglosados por sexo. Además, 

es necesario proporcionar datos sobre otros aspectos adicionales (especialmente sobre el 

impacto de determinadas políticas sobre el género y los jóvenes, pero también sobre el 

gasto en protección social, los impuestos sobre los rendimientos del capital y sobre la 

riqueza y la propiedad, salarios mínimos, y empleo no estandarizado). 
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3. Impacto político  

Los Gobiernos y las instituciones internacionales deben analizar el impacto 

distributivo de todas y cada una de las propuestas políticas, y basar sus decisiones 

sobre las mismas en el impacto que tienen en la reducción de la desigualdad. 

Los datos no sirven de mucho si no se analiza el impacto de las políticas en la reducción de 

la desigualdad. Es necesaria una inversión mucho mayor en el análisis del impacto de las 

políticas gubernamentales en la desigualdad; dicho análisis debe realizarse en más países, 

de manera más regular, y sobre un espectro más amplio de políticas. Debe darse especial 

prioridad al análisis de la composición del gasto y su impacto contra la desigualdad, el 

impacto del sistema tributario contra la desigualdad y la estimación de la brecha fiscal, el 

comportamiento de los paraísos fiscales, las tendencias, cobertura y cumplimiento de los 

derechos laborales y la igualdad de género y el derecho a un salario mínimo en todos los 

países.  
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1 REDUCIR LA DESIGUALDAD 
MEDIANTE EL GASTO SOCIAL  

Índice CRI 2018 

En 2017, el gasto promedio destinado a los sectores de la salud, la educación y la protección 

social aumentó ligeramente; en algunos países el aumento fue notable, como en Indonesia, 

Corea del Sur, Georgia y Guinea, y en otros el gasto se ha recortado mucho, como en RDC, 

Mongolia y Serbia.  

Impacto del gasto social en la reducción de la desigualdad en todo el 

mundo: base empírica 

El gasto social es un instrumento fundamental en toda política fiscal redistributiva. El nivel de 

desigualdad en una sociedad antes de aplicar impuestos y transferencias se denomina 

“desigualdad de mercado”. La experiencia demuestra que el gasto social puede tener un 

impacto muy grande sobre la desigualdad de mercado de los ingresos, tanto a través de 

transferencias indirectas (como el gasto en servicios de salud y educación), como de 

transferencias directas (gasto en protección social, ayudas y subvenciones).  

Cuando los Gobiernos proporcionan servicios públicos, especialmente de salud83 y educación, 

y cuando estos servicios están fuertemente subsidiados o son gratuitos, las mujeres y los 

hombres más pobres no tienen que destinar sus escasos ingresos a pagar por ellos, lo cual 

resulta en una contribución a los ingresos de los hogares más pobres equivalente a sus 

ingresos ordinarios.84,85  

Además del impacto positivo de este tipo de servicios “en especie”, la redistribución y la 

reducción de la desigualdad puede ser aún mayor si los Gobiernos proporcionan transferencias 

de efectivo directas, mediante programas de bienestar social como los sistemas de ayudas 

frente a circunstancias imprevistas, o para elevar los ingresos de los hogares más pobres.86 El 

gasto en protección social puede tener un efecto redistributivo de los ingresos de las personas 

más ricas hacia los hogares más pobres, contribuyendo así a reducir la desigualdad y construir 

una sociedad mejor para el conjunto de la sociedad.87 

Las mujeres y las niñas más pobres son las más beneficiadas de unos servicios de salud y 

educación de calidad, universales y equitativos, tal y como se explica en el apartado sobre 

género más adelante en esta sección.  

Existen numerosos datos empíricos a lo largo del tiempo y en distintos países sobre el impacto 

distributivo positivo del gasto social. Prácticamente ninguna economía avanzada ha logrado 

reducir la pobreza y la desigualdad con un bajo nivel de gasto social.88 Los datos de más de 

150 países, tanto ricos como pobres, durante un periodo de más de 30 años,89 demuestran 

que, en general, la inversión en salud, educación y protección social reduce la desigualdad. 

Asimismo, se ha demostrado que, en promedio, los servicios públicos reducen la desigualdad 

de ingresos en un 20% en los países de la OCDE,90 y un estudio de 13 países en desarrollo 

demostró que el gasto en educación y salud es responsable del 69% de la reducción total de la 

desigualdad.91 Datos sobre el impacto de las políticas fiscales en 25 países de renta media y 

baja demuestran que las transferencias directas y el gasto en educación y salud tienen un 

efecto igualador.92 

Varios Gobiernos nacionales se han comprometido a aumentar el gasto en salud y educación. 

En 2001, todos los Gobiernos africanos se comprometieron en la Declaración de Abuja a 

aumentar el gasto en salud hasta alcanzar el 15%. Y en 2015, 160 Gobiernos se 

comprometieron en la Declaración de Incheon a destinar hasta el 20% de sus presupuestos a 
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la educación.93 Desde 2012, un total de 185 países han adoptado la Recomendación 202 

(R202) de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre los Pisos de Protección Social, 

según la cual cada país debe ofrecer acceso a servicios de salud y un ingreso mínimo 

garantizado para las personas desempleadas, menores, ancianos, personas con alguna 

discapacidad y personas que no puedan disfrutar de unos ingresos que garanticen una vida 

digna. En 2016, las Naciones Unidas anunciaron el Pacto Mundial para la Protección Social 

Universal,94 con el objetivo de apoyar a los países en desarrollo a aplicar la Resolución 202 y 

alcanzar el ODS 1.3 sobre protección social.95  

La calidad del gasto es importante 

Más allá de los niveles generales de gasto, los datos empíricos de distintos países en todo el 

mundo demuestran que la manera en que los Gobiernos distribuyen el gasto entre distintos 

sectores sociales y dentro de cada sector es un factor determinante. Existe una diferencia 

enorme entre países y dentro de los mismos para los distintos sectores, así como entre los 

distintos tipos de gasto social. Algunos países presentan niveles de gasto elevados, pero el 

dinero no se gasta manera progresiva, por lo que no logran tener el impacto que podrían sobre 

la desigualdad; mientras que otros gastan menos, pero de manera más efectiva. 

Educación 

A pesar de los logros alcanzados en materia de educación en todo el mundo, muchos países 

siguen teniendo importantes déficits en materia de calidad y equidad en el sistema educativo. 

Seis de cada diez menores (617 millones en todo el mundo) no adquieren las competencias 

básicas de lectura y cálculo matemático, a pesar de que dos tercios de estos menores estén 

escolarizados.96 Si la tendencia mundial se mantiene, el 75% de los países no logrará alcanzar 

la educación secundaria universal hasta después de 2030; en los países de renta más baja, 

menos del 10% de los jóvenes habrán adquirido las competencias básicas de la educación 

secundaria.97 

En 2015, 180 Gobiernos firmaron el Marco de Acción para la Educación 2030, y se 

comprometieron a ofrecer 12 años de educación gratuita y obligatoria para todos los menores; 

sin embargo, menos de la mitad de estos países ofrecen 12 años de educación gratuita, y poco 

más de la mitad ofrecen al menos 10 años. Más de una cuarta parte de los países no ofrecen 

educación secundaria gratuita; y solo cuatro de diez países en África sí lo hacen.98 En los 

últimos años, muchos países de renta media y baja han experimentado nuevos modelos de 

educación basados en el acceso a escuelas privadas a precio reducido para los alumnos más 

pobres (las denominadas “escuelas de tasas bajas”, LFPS por sus siglas en inglés).99 Sin 

embargo, numerosos estudios en todo el mundo demuestran que la introducción del pago de 

tasas en la educación (tanto formal como informal, privada o pública) excluye a los menores 

más pobres, en especial a las niñas, del acceso a la educación.100  

El gasto en educación infantil y primaria suele beneficiar a las personas más pobres en los 

países de renta media y baja; el gasto en educación secundaria es, en general, neutro, 

mientras que el gasto en educación terciaria es a menudo regresivo.101 A pesar de ello, el gasto 

suele desviarse hacia la educación terciaria. Con demasiada frecuencia, la respuesta es 

privatizar la educación terciaria o aumentar considerablemente las tasas, a pesar de que esto 

suele excluir aún más a los estudiantes más pobres, exacerbando aún más la vulnerabilidad de 

las niñas. Es importante buscar un equilibrio para que la educación terciaria sea accesible sin 

desviar demasiados recursos públicos de la educación básica. 

Salud  

El gasto en salud puede contribuir de manera significativa a la reducción de la desigualdad, 

pero ello depende en gran medida de cómo se realice el gasto. Por ejemplo, tendrá un impacto 

limitado en la desigualdad si el gasto se inclina hacia las zonas más ricas o los cuidados 

hospitalarios, alejándose de los centros de atención primaria en zonas más pobres. Cada año, 
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100 millones de personas se ven arrastradas por debajo del umbral de pobreza tras hacer 

frente a los gastos de salud, y muchos millones más retrasan o evitan solicitar asistencia 

médica porque no pueden costearla.102 El gasto en salud tiene importantes consecuencias en 

la desigualdad de género, tal y como se explica más abajo en la sección sobre género. 

De nuevo, los seguros de salud, que suelen ofrecerse como solución, pueden exacerbar la 

desigualdad al dirigir el gasto público en salud hacia las personas que pueden permitirse pagar 

regularmente un seguro, dejando fuera a muchas de las personas más pobres y vulnerables. 

Los seguros privados de salud contribuyen a aumentar la desigualdad en los países con 

amplios sectores de economía informal. En Ghana, por ejemplo, el sistema de seguros de 

salud del Gobierno lleva 15 años funcionando; a él acceden sobre todo las familias más 

ricas,103 y tan solo cubre al 37% de la población del país.104 Es frecuente que las mujeres 

queden excluidas de estos seguros, y en algunos países donde sí están cubiertas, tienen que 

hacer frente a unas primas más altas o no son elegibles debido a su condición previa, por 

ejemplo si están embarazadas o si han sido víctimas de violencia sexual.105 Por el contrario, 

algunos de los países más pobres, incluso con amplios sectores de economía informal, han 

demostrado que es posible implantar un sistema de salud universal, equitativo y gratuito, 

financiado por completo a través de la recaudación de impuestos.  

Protección social 

El papel que desempeña el gasto en protección social en la reducción de la pobreza varía 

mucho de un país a otro. En los países de la OCDE, las transferencias de ingresos han 

desempeñado un papel histórico en la reducción de la desigualdad. Actualmente, el conjunto 

de sistemas de transferencia de efectivo, los impuestos sobre la renta y las contribuciones a la 

seguridad social contribuyen a reducir la desigualdad de mercado para la población activa en 

los países de la OCDE en algo más de un 25%, en promedio.  En todos los países, el grueso 

de la redistribución (alrededor del 72%) se logra mediante transferencias monetarias.106 Las 

pensiones en los países de la OCDE se calculan en función de los ingresos previos, por lo que 

son menos redistributivas,107 aunque siguen jugando un papel igualador.108 Desde mediados de 

los años 90, el efecto redistributivo de los impuestos ha disminuido con la caída de los ingresos 

en muchos países.109 

Los sistemas de protección social han demostrado reducir la desigualdad en algunos países en 

desarrollo, pero en general, la inversión en protección social sigue siendo baja en la mayoría de 

los países.110,111 Durante los últimos 20 o 30 años, algunos países de renta media y baja han 

realizado importantes esfuerzos para ampliar la protección social. Más de 20 países, tanto de 

renta media como de renta baja, casi han logrado la cobertura universal de las pensiones, 

mediante una combinación de sistemas contributivos y tributarios. Sin embargo, en otros 

países, la mayor parte de la protección social consiste en sistemas no contributivos, 

financiados a través de impuestos o por donantes, y dirigidos a la población más pobre. Este 

tipo de sistemas son por lo general pequeños, a corto plazo, limitados en su alcance geográfico 

y/o sin una base jurídica y financiera estable, por lo que no sirven como políticas estructurales 

para la reducción de la desigualdad y la pobreza. Su impacto está también limitado por el 

hecho de que, aunque en principio vayan dirigidos a las poblaciones más pobres y vulnerables, 

la dificultad en llegar hasta estas poblaciones a menudo resulta en que muchas de estas 

personas queden excluidas. El doble objetivo de los sistemas contributivos para trabajadores 

formales y asistencia social para los más pobres, además, genera una brecha en la cobertura 

de quienes quedan en medio, dejándolos en una situación de vulnerabilidad y desprotección.112 

La protección social puede tener un impacto importante en la desigualdad de género y, sobre 

todo, en los cuidados no remunerados. Estos impactos se explican con más detalle en la 

sección sobre género más abajo.  

Los sistemas contributivos (como la seguridad social, especialmente las pensiones) tienden a 

favorecer a los hogares más ricos, sobre todo en los países en desarrollo ya que, por lo 

general, solo las personas con situación laboral estable en el sector formal pueden acceder a 
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ellos. Los trabajadores con empleos precarios o informales suelen quedar excluidos. El Índice 

de Protección Social del Banco Asiático de Desarrollo señalaba en 2013 que el 83% de los 

beneficiarios de protección social en la región no eran personas pobres, y que esto se debía a 

la predominancia de los sistemas de seguros sociales tales como las pensiones 

contributivas.113  

Los datos indican que los sistemas de bienestar universales redistribuyen mejor que los 

sistemas diseñados para beneficiar a las personas más pobres.114 Por ejemplo, a menudo los 

mecanismos de cobertura universal en base a categorías y no a niveles de pobreza (tales 

como ayudas para las madres y los menores) resultan más efectivos. Un ejemplo ilustrativo es 

el programa Monthly Benefit for Poor Families (ayuda mensual para familias pobres) en 

Kirguistán, que ofrecía 13 dólares mensuales a familias con menores en situación de pobreza, 

pero que llegaba a menos del 20% de las familias del decil más pobre de la población, al estar 

la prestación supeditada a la comprobación de los recursos de las familias. Por este motivo, el 

Gobierno decidió reemplazar este sistema por una cobertura universal para menores, como un 

primer paso hacia la construcción de un sistema de protección social inclusivo que contemple 

todo el ciclo vital de las personas. No obstante, durante una misión al país para evaluar sus 

préstamos, el FMI presionó al Gobierno para que modificara la ley sobre ayudas universales a 

la infancia y reintrodujera un sistema dirigido a las personas más pobres, como una medida de 

ahorro.115 

Casi todos los países de renta media podrían disponer de programas de protección social 

mucho más amplios. De hecho, un análisis de la OIT sobre opciones para aumentar el espacio 

fiscal en países de renta baja y renta media demuestra que, para la mayoría de los países, es 

factible establecer un piso mínimo de protección social universal.116 

Las decisiones sobre el gasto suelen estar sujetas a la influencia de intereses especiales  

Con demasiada frecuencia, en muchos países, las decisiones sobre la asignación de recursos 

están dominadas por intereses especiales y malas decisiones políticas que aumentan la 

desigualdad. Las élites y los fuertes intereses pueden “capturar” las políticas e inclinar a su 

favor las prioridades de gasto.117 Por ejemplo, en Chile, algunos estudios demuestran que 

cuando se introdujeron vales en el sistema educativo, las clases medias y altas se apropiaron 

de la mayor parte de los beneficios, lo que contribuyó a una profunda estratificación del sistema 

educativo.118 A menudo, las partidas de gasto se dirigen de manera desproporcionada a zonas 

con mayor densidad de población, a zonas urbanas o más ricas, o a zonas favorecidas 

políticamente por los partidos gobernantes. Por ejemplo, en Senegal, más de la mitad de los 

recursos públicos están concentrados en la capital, Dakar, donde tan solo vive una cuarta parte 

de la población.119 Para hacer frente a estas desigualdades geográficas, el gasto público debe 

distribuirse atendiendo a fórmulas más equitativas. Algunos países, como Brasil y Perú,120,121 

han desarrollado sistemas de adjudicación del gasto para compensar las desventajas 

geográficas, lo que ha demostrado tener un impacto igualador sobre el gasto social de estos 

países. 

Los sistemas centrados en la equidad son especialmente importantes en países con grupos 

étnicos marginados o fuertes disparidades geográficas, que pueden precisar de medidas 

especiales para compensar la desigualdad.122  

Estas variaciones aparecen en estudios que demuestran el impacto del gasto sobre la 

desigualdad, mediante análisis sobre la repercusión de los beneficios. El proyecto sobre el 

Compromiso con la Equidad (CEQ, por sus siglas en inglés) ha demostrado las grandes 

diferencias entre los países latinoamericanos: Uruguay alcanza unos niveles de redistribución 

del gasto más elevados, mientras los logros en redistribución de Bolivia son escasos 

(comparados con un gasto social más alto).123 El Índice CRI utiliza este análisis de la 

repercusión de los beneficios.  
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Para definir los indicadores para este pilar, DFI ha recopilado los datos disponibles más 

recientes extraídos de la información presupuestaria disponible. Estos datos se han 

completado con otras fuentes, especialmente la OIT, que amablemente ha permitido a DFI y a 

Oxfam consultar sus bases de datos. 

Género, juventud, gasto social y protección social  

Impacto sobre las mujeres  

Existe un amplio solapamiento y numerosas sinergias positivas entre el impacto del gasto 

social en la desigualdad de género y en la desigualdad económica. Las mujeres y las niñas que 

viven en la pobreza son quienes más pueden beneficiarse de unos servicios de salud y 

educación de calidad, universales y equitativos. El acceso a la educación puede aumentar las 

oportunidades económicas para las mujeres, reduciendo la brecha salarial entre hombres y 

mujeres, y puede aumentar el poder de decisión de las mujeres dentro del hogar.124 Si todas 

las niñas completaran la educación primaria, la mortalidad materna disminuiría en dos tercios, 

salvando la vida de 189.000 mujeres cada año.125 El acceso universal a servicios de salud de 

calidad puede transformar la vida de las mujeres, otorgándoles un abanico más amplio de 

elección y reduciendo el riesgo de contraer enfermedades prevenibles, o incluso el riesgo de 

morir durante el embarazo o el parto.126   

En muchos países, es cada vez más habitual que los servicios públicos estén sujetos a algún 

tipo de pago, que los deja fuera del alcance de la mayoría de los jóvenes, lo cual supone un 

desperdicio de su talento y una gran pérdida para el conjunto de la sociedad. La ausencia de 

un sistema de educación universal y gratuito a menudo hace que las niñas y chicas jóvenes 

pierdan oportunidades educativas, ya que las familias dan prioridad a la educación de los 

varones.127 Los jóvenes, especialmente las chicas, salen perdiendo cuando se recorta el gasto 

en este sector, o cuando la educación es accesible solo para quienes pueden asumir el coste. 

Una educación primaria universal y gratuita es vital, especialmente para lograr que las niñas y 

las jóvenes tomen el control de sus vidas; ayuda a prevenir el matrimonio infantil, y permite a 

las mujeres tener menos hijos y asegurarse una posición económica más sólida en la 

sociedad.128 Existen numerosos datos que demuestran que la inversión en el capital humano 

de la infancia y la juventud es una de las estrategias más poderosas para romper el vínculo 

entre la desigualdad económica y la falta de movilidad intergeneracional.129 Invertir en los 

primeros años de la educación puede tener, por tanto, un gran impacto en la reducción de la 

desigualdad, otorgando a los menores en mayor situación de pobreza más posibilidades al 

inicio de sus vidas.130   

El gasto en salud tiene repercusiones muy importantes para las mujeres y las niñas. Además, 

las mujeres suelen proporcionar servicios de cuidados de salud no remunerados para sus 

familias, por lo que cuentan con menos tiempo para desempeñar trabajos remunerados. Con 

frecuencia, las mujeres emplean sus ingresos para pagar por los servicios de salud y, para las 

mujeres en situación de pobreza, esto reduce aún más los recursos de que disponen para 

cubrir sus propias necesidades.131 

Cuando el diseño del gasto social tiene perspectiva de género, puede tener un gran impacto en 

la vida de las mujeres. En India, el programa Midday Meal ayudó a aligerar las cargas de las 

madres trabajadoras al aportar a sus hijos un almuerzo en el colegio.132 

Por el contrario, cuando no se ofrecen estos servicios, las mujeres asumen una doble carga por 

su papel como cuidadoras: en 66 países, las mujeres emplean como mínimo diez semanas 

adicionales cada año en trabajos no remunerados, lo que limita el tiempo y las posibilidades de 

percibir un sueldo digno.133 La cantidad de trabajo no remunerado que realizan las mujeres es 

enorme y, por lo general, no está reconocido; los servicios públicos pueden suponer un gran 

apoyo a las mujeres y las familias.134 Los menores también padecen las consecuencias de la 

falta de servicios de cuidados adecuados. Al menos 35,5 millones de niños y niñas menores de 
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5 años se quedan habitualmente solos o bajo el cuidado de otro menor. Los niños y niñas más 

pobres, en los países más pobres, tienen más probabilidades de quedarse solos.135  

Presupuestos con perspectiva de género  

Dadas las enormes disparidades de género en el acceso a los servicios y en los resultados del 

desarrollo, es imperativo aumentar y mejorar el gasto en la elaboración de los presupuestos. 

Una manera en que los Gobiernos pueden mejorar la orientación del gasto hacia las 

necesidades de las mujeres es mediante la elaboración de presupuestos con perspectiva de 

género. Hacerlo puede ayudar a analizar el impacto de los presupuestos actuales y a aumentar 

el gasto dirigido directamente a las mujeres, tales como la educación, la salud materna, los 

derechos reproductivos y la lucha contra la mutilación genital femenina, los abusos sexuales y 

la violencia contra las mujeres. Analizar el gasto una perspectiva de género también puede 

ayudar a garantizar que el gasto tenga el impacto deseado en términos de equidad y acceso a 

los servicios.  

En todo el mundo se han realizado grandes esfuerzos para promover la elaboración de 

presupuestos con perspectiva de género y para analizar en qué medida el gasto se dirige de 

manera directa o indirecta a las mujeres. Un informe reciente del FMI136 señala numerosos 

ejemplos positivos, e indica que los presupuestos con perspectiva de género pueden promover 

la igualdad de género. Si bien las políticas específicas varían, los datos empiezan a dejar claro 

cómo esta importante herramienta puede ayudar a garantizar que la elaboración de 

presupuestos nacionales tenga en cuenta las necesidades de las mujeres y apoye sus 

derechos.137 

¿Cuáles son los resultados del Índice CRI para el pilar de gasto?  

Tabla 3: Resultados del Índice CRI para gasto – primeros y últimos diez países  

 

Algunos países hacen uso del gasto social como estrategia para redistribuir la riqueza y los 

ingresos, lo cual tiene un impacto importante sobre la desigualdad. En la parte superior de la 

clasificación hay dos grandes grupos de países. Primero, destaca un grupo de países de la 

OCDE, conocidos por su compromiso firme y a largo plazo con las inversiones sociales; este 

grupo incluye Finlandia, Alemania y Dinamarca.138 El segundo es un grupo de países con un 

gasto elevado (e ingresos altos139) en América Latina.  

Costa Rica, que ocupa el quinto lugar en el pilar de gasto social para la región latinoamericana, 

obtiene buenos resultados en gasto público progresivo.140 Sus inversiones han hecho posible 

construir un sistema de salud universal de gran calidad, con resultados que no tienen nada que 

envidiar (e incluso superan) a los de algunos de los países más ricos del mundo.141 Además, la 

adopción de importantes medidas de protección social, con carácter progresivo, contribuyen a 

la redistribución de ingresos142 y desempeñan un papel clave en la cohesión social.143 
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Uruguay144 ocupa la tercera posición, con un gasto elevado en salud y educación, y con unos 

sistemas de protección social bien desarrollados y con una amplia cobertura.145 Argentina es el 

país que mejor puntúa en el Índice CRI 2018 respecto al gasto dentro de los países 

latinoamericanos, y es reconocida por el diseño progresivo de su gasto social. Sin embargo, los 

recortes en el gasto incluidos en las medidas de austeridad adoptadas por el Gobierno actual 

amenazan con revertir esta tendencia;146 si bien los datos empleados en el Índice CRI 2018 

corresponden a 2015, por lo que estos recortes no se ven reflejados aún en los resultados del 

Índice, sí lo estarán en los próximos años.147 Se ha demostrado que el gasto social de estos 

tres países en su conjunto tiene un gran impacto en la reducción de la desigualdad,148 

constituyendo una tendencia emergente en América Latina, donde el gasto público es 

responsable de hasta un 20% de la disminución de la desigualdad desde el año 2000.149 No 

obstante, con el giro hacia políticas de centro-derecha en muchos de estos países, está por ver 

si el gasto social se mantiene a niveles tan elevados. Los datos sobre gasto para la región de 

América Latina en la presente edición del Índice CRI no son lo suficientemente actuales como 

para constatar si es así, pero cualquier cambio será recogido en futuras revisiones del índice.  

En general, persisten grandes diferencias entre los niveles y tipos de gasto social en todos los 

niveles de ingreso. Entre los países que obtienen buenos resultados en el pilar del gasto, el PIB 

per cápita oscila considerablemente, lo cual demuestra que no hay una relación directa entre el 

nivel del PIB y el nivel de gasto social. 

Una mención especial la merecen los países de renta baja que, sin embargo, tienen niveles de 

inversión social elevados, en un esfuerzo por utilizar sus limitados recursos para reducir la 

desigualdad. Etiopía es un buen ejemplo, con una sexta posición mundial en el subindicador 

correspondiente a la educación. Lo más destacable de Etiopía es que, como ocurre con otros 

países de renta baja que obtienen buenos resultados en el CRI, destina mucho más a políticas 

redistributivas y pro-pobres que lo que dedicaron muchos países ricos cuando se encontraban 

en una fase similar de desarrollo.150 Por su parte, Camboya obtiene buenos resultados en 

cuanto a reducción de la desigualdad, pero lo hace con un nivel de gasto social muy bajo.  

Por el contrario, algunos países de renta media invierten hoy en día mucho menos de lo que 

invertían los países actualmente ricos cuando estaban en una fase similar de su desarrollo 

económico. Por ejemplo, Indonesia es más rica hoy (en términos de ingreso per cápita) que los 

EE.UU. cuando aprobó la Ley de Seguridad Social en 1935.151 El Presidente Jokowi se ha 

comprometido públicamente a reducir la desigualdad: desde la primera edición del Índice CRI 

en 2017, su Gobierno ha aumentado el gasto en salud y el salario mínimo, lo cual es un paso 

en la buena dirección,152 pero necesita hacer mucho más para aumentar la recaudación fiscal, 

que se sitúa en un mero 11% del PIB.  

Este es el caso también de Nigeria, Pakistán e India, todos ellos países de renta media, que 

podrían permitirse elevar su gasto actual en salud, educación y protección social, lo que explica 

que obtengan unos resultados muy bajos en la presente edición del índice. La población de 

estos tres países asciende a 1 600 millones de personas, por lo que, si quisieran, podrían 

lograr un impacto enorme en la reducción de la pobreza y la desigualdad mundial. 

Curiosamente, en los tres países se ha visto un rápido aumento de la educación privada, en 

ausencia de una buena provisión de servicios por parte del Estado, lo que redunda en una 

mayor desigualdad económica y de género.153 

Nigeria ocupa el último lugar del índice en cuanto a gasto social, con unos resultados en 

materia social muy pobres para sus ciudadanos. Más de diez millones de menores en Nigeria 

no están escolarizados, el 60% de los cuales son niñas.154 Menos del 1% de las niñas más 

pobres consigue terminar la educación secundaria, frente a un 27% de los niños.155 Nigeria 

tiene un ingreso per cápita similar al de Bolivia y, sin embargo, en Nigeria uno de cada diez 

menores muere antes de cumplir los 5 años, frente a uno de cada 27 menores en Bolivia.156  

También hay casos atípicos en este ámbito, es decir, Gobiernos que realizan un gasto elevado 

en servicios sociales, pero sin que se traduzca en una disminución de la desigualdad (o al 
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menos sin favorecer a las personas más pobres). El ejemplo más claro es el de EE.UU., con un 

gasto en salud muy elevado (incluso para los estándares de los países más ricos de la OCDE) 

y unos indicadores de gasto total en salud favorables, y sin embargo los datos indican que 

dicho gasto tiene un impacto mucho menor en la reducción de la desigualdad que en otros 

países de la OCDE.157 Esto se debe en gran parte al complejo sistema de privatización de la 

salud en los EE.UU. y al elevado coste de los servicios de salud,158 y puede tener un impacto 

devastador: en 2013, dos millones de norteamericanos cayeron en banca rota a causa de las 

facturas por servicios médicos, y la deuda médica se ha convertido en la causa principal de la 

bancarrota personal.159  

¿Qué países protagonizaron los mayores aumentos y los mayores 

recortes en el gasto? 

Esta sección presenta los diez países donde más ha aumentado el gasto, y los diez países 

donde más se ha recortado, en cada una de las tres áreas: educación, salud y protección 

social. Para consultar la clasificación de los 157 países, ver el Anexo 1.  

Tabla 4: Gasto en educación – los mayores incrementos y recortes, Índice CRI 2017-

2018 

 

Tabla 5: Gasto en salud – los mayores incrementos y recortes, Índice CRI 2017-2018 
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Tabla 6: Gasto en protección social – los mayores incrementos y recortes, Índice CRI 

2017-2018 

 

¿Qué miden realmente los indicadores sobre gasto social del CRI?  

El pilar sobre gasto social del CRI se compone de dos mediciones: el nivel de gasto total, y el 

impacto de dicho en la reducción de la desigualdad.  

Indicador 1: Nivel de compromiso de los Gobiernos con el gasto en educación, salud y 

protección social 

Este indicador mide el gasto total para cada uno de los tres sectores (salud, educación y 

protección social), como porcentaje del presupuesto total anual de los Gobierno. Se escogió 

esta medida por ser la más indicada para valorar el compromiso de los Gobierno con el gasto 

en estos sectores, preferible a otras medidas como el porcentaje del PIB o el gasto per cápita, 

que hubieran penalizado a los países de renta baja, beneficiando a los de renta alta que 

pueden recaudar más y, por tanto, gastar más.  

El Índice examinó el porcentaje de gasto total de los Gobiernos en educación y salud en cada 

uno de los 157 países, en base a las cifras de los presupuestos más recientes (de 2017), 

siempre que estuvieran disponibles. Más del 90% de los datos correspondientes a educación y 

salud pertenecen al periodo 2015–17, pero solo el 70% de los datos de protección social son 

recientes. Esto indica la necesidad de apoyar a la OIT en el seguimiento del gasto en 

protección social. 

Indicador 2: Progresividad del gasto en educación, salud y protección social  

Dentro de un mismo sector, el gasto puede ser progresivo o, en algunos casos, regresivo. En 

general, en los tres sectores analizados en este informe, el gasto en salud y educación es 

ligeramente más progresivo que el gasto en protección social, ya que el gasto es mayor tanto 

en términos relativos como absolutos en aquellos servicios de los que hacen uso con mayor 

frecuencia las mujeres y los hombres que viven en situación de pobreza. Este es el caso de la 

educación primaria y la asistencia sanitaria primaria.  

El segundo indicador en el pilar de gasto pretende recoger los distintos impactos que este 

puede tener, midiendo el impacto real o probable del gasto sobre la desigualdad en cada país y 

para cada uno de los tres sectores. La medición se ha realizado, siempre que ha sido posible, 

en base a estudios nacionales.160 Cuando no ha sido posible acceder a este tipo de estudios, el 

Índice ha utilizado las estimaciones mundiales disponibles más fiables.161 
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Limitaciones del Índice CRI respecto a los indicadores de gasto social  

El Índice CRI mide los compromisos presupuestarios en dos tercios de los países, y el gasto 

real en el tercio restante. No es posible obtener datos precisos y actualizados sobre gasto real, 

especialmente en los países pobres. A menudo, existen discrepancias entre lo presupuestado y 

lo que en realidad se gasta. Raras veces se hacen públicas las cantidades ejecutadas y, 

cuando se hacen, suelen publicarse después de transcurrido bastante tiempo. DFI y Oxfam 

trabajan con organizaciones en todo el mundo para hacer un seguimiento del gasto 

presupuestario y para exigir a los Gobiernos que rindan cuentas cuando no cumplen con el 

gasto comprometido,162 pero esto no se puede reflejar de manera directa en el índice.  

La elaboración del índice no incluyó ninguna medida directa sobre la calidad de los servicios. Sí 

tuvimos en cuenta, por ejemplo, los niveles de gasto de los hogares en servicios de salud, o 

cuánto gastan en educación terciaria, pero llegamos a la conclusión de que no era 

recomendable o técnicamente posible incluir estas mediciones en esta fase del índice.163 En su 

lugar, decidimos incluir el impacto del conjunto de los servicios: esto es, en qué medida el 

gasto en cada área se gestiona para reducir la desigualdad. Esto constituye un buen proxi para 

la calidad de los servicios ya que, si un país tiene un gasto elevado en salud, pero con poco 

impacto en la desigualdad, es razonable concluir que ese gasto no está ayudando todo lo que 

pudiera a las personas más pobres frente a las ricas. 

Cabe señalar que los estudios sobre impacto no están disponibles para todos los países 

incluidos en el índice; en los casos en los que sí se dispone de dichos estudios, estos se han 

utilizado, pero cuando no están disponibles, hemos utilizado los datos de un estudio mundial de 

150 países durante 30 años, para establecer los niveles medios de incidencia en la educación, 

la salud y la protección social.164 

El Índice CRI todavía no cuenta con un indicador sobre género en el pilar de gasto. Esto se 

debe a que, de momento, no existen datos suficientes. Algunos estudios del FMI, ONU Mujeres 

y otros indican que, en breve, podría haber suficientes datos disponibles, en cuyo caso las 

próximas ediciones del índice podrán incluir un indicador sobre género para el pilar de gasto. 

Cuadro 5. Aumento del gasto en vivienda: una buena manera de reducir la 

desigualdad 

El coste de la vivienda es la partida más cuantiosa de los presupuestos de muchos 

hogares pobres en todo el mundo. Además, especialmente para los 900 millones de 

personas que viven en barrios marginales, una vivienda precaria es una de las causas 

principales de los problemas de salud, lo cual supone un coste añadido. Por lo tanto, el 

gasto público en vivienda puede aumentar de manera muy significativa los ingresos 

disponibles de los hogares; como resultado, este gasto (especialmente en la construcción 

y mantenimiento de viviendas sociales) reduce la desigualdad de ingresos más que el 

gasto en educación, salud o protección social.165 

El gasto público en vivienda (en concreto en construcción y mantenimiento) solo se recoge 

parcialmente en el Índice CRI: se incluyen las ayudas a la vivienda, pero no el gasto en 

construcción y mantenimiento de vivienda pública.166 No obstante, DFI ha recopilado este 

año datos sobre gasto real en vivienda para 79 países, en base a datos del ADB, la 

Comisión Económica para América Latina y Caribe (ECLAC/CEPAL), Eurostat, el FMI y la 

OCDE. Un total de 59 de estas variables son del año 2016, 19 son de 2015 y una de 

2014.  

Panamá cuenta con la mayor partida presupuestaria destinada a vivienda entre los 79 

países, y Honduras la más baja. Entre medias, hay algunas tendencias generales 

interesantes.    
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Casi todos los países que destinan una gran parte de su presupuesto a vivienda son 

países en desarrollo, incluidos países en Asia (China, Tayikistán, Singapur, Bielorrusia, 

Kazajistán, Kirguizistán, Georgia, Bután, Tailandia y Myanmar); América Latina (Panamá, 

México, Argentina, Trinidad, Costa Rica, Bolivia y Chile); y África (Sudáfrica, Seychelles, 

Egipto y Mauricio). La mitad de estos países son de renta media, y una cuarta parte de 

ellos son de renta alta o media-baja. Solo tres países de la OCDE (Chile, Chipre y México) 

se encuentran entre el tercio que mejor puntúa.  

Por otro lado, el 80% de los países que menos presupuesto destinan a la vivienda son 

países de la OCDE (con Grecia, Dinamarca, Suiza, Israel y Bélgica con los niveles más 

bajos). Solo cinco países de renta media de los 35 ocupan una posición en el tercio más 

bajo. Los tres países de renta baja en este grupo están repartidos entre los grupos con 

resultados más positivos, medios y bajos. 

En todos los países de la OCDE, nuestros cálculos indican que el gasto en vivienda se ha 

reducido sustancialmente en las últimas décadas, desde alrededor de un 5% del PIB en 

los años 70 a tan solo el 0,7% en 2016. Esto refleja una tendencia más amplia en muchos 

países a abandonar las políticas de vivienda social (construida por organizaciones 

públicas o sociales) para abrazar sistemas de ayudas a la construcción privada de 

vivienda accesible mediante avales o ayudas a las personas sin recursos para afrontar el 

coste de la vivienda. Este modelo, mercantil y privatizado, es mucho menos efectivo a la 

hora de reducir la desigualdad y la pobreza. Nuestros cálculos indican que el gasto en 

vivienda también ha caído en Asia, desde un 4% del PIB aproximadamente en el año 

2000 a un 3% en 2015, si bien en América Latina ha aumentado cerca de un 1% del PIB, 

hasta alcanzar el 3,7%.  

Hay otras áreas de gasto que son importantes en la reducción de la desigualdad, y que 

tampoco han sido incluidas en el Índice CRI, tales como el gasto en el sector agrario y en 

vivienda (ver cuadro 5). Nuestra intención es incluir estos ámbitos en futuras ediciones del 

informe, incluso si no ha sido posible incluirlos en el propio índice. 

Por último, el Índice CRI no pretende medir otros gastos públicos “negativos”, tales como el 

presupuesto militar o el pago de la deuda externa, que a menudo son partidas importantes. El 

pago de la deuda ha vuelto a convertirse en una importante pérdida de recursos para los 

países en desarrollo,167 con Kenia, por ejemplo, destinando casi el 50% de sus ingresos al 

pago de la deuda.168  
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2 REDUCIR LA DESIGUALDAD 
MEDIANTE POLÍTICAS TRIBUTARIAS  

Índice CRI 2018 

El Índice CRI 2018 ha incorporado en este pilar un nuevo indicador que mide las prácticas 

tributarias nocivas, para reflejar en qué medida los países se comportan de manera permisiva 

con la evasión y la elusión fiscal. En cuanto al impuesto sobre el valor añadido (IVA), apenas 

ha habido variaciones respecto al año pasado, con ciertos aumentos de los tipos en algunos 

países, y con bajadas en otros tantos. En relación al impuesto de sociedades (IS), los tipos se 

han mantenido estables respecto a la edición del índice de 2017. Destaca Hungría por sus 

malos resultados, con una reducción del IS del 19% al 9%. Respecto al impuesto sobre la renta 

de las personas físicas (IRPF), el promedio de los tipos máximos ha continuado su ascenso, ya 

que Gobiernos de todo tipo de países han seguido aumentando los tipos. Entre tanto, la 

recaudación de estos impuestos más progresivos ha continuado bajando en su conjunto, 

alejándose de su potencial para reducir la desigualdad. 

Impacto de la fiscalidad progresiva en la reducción de la desigualdad en 

todo el mundo: base empírica  

La recaudación fiscal a través de un sistema tributario progresivo, es decir, de manera que 

quienes más ganan soporten una mayor carga fiscal, tiene un impacto clave en la desigualdad. 

Por ello, exigir una fiscalidad progresiva es una parte muy importante de las campañas de 

Oxfam para reducir la desigualdad. La fiscalidad desempeña un triple papel en la lucha contra 

la desigualdad en la sociedad. Primero, al recaudar más de quienes más tienen, la fiscalidad 

contribuye directamente a reducir la brecha entre ricos y pobres. Segundo, si los recursos 

recaudados mediante una fiscalidad progresiva se emplean en beneficio de las personas en 

mayor situación de pobreza, se contribuye a reducir la desigualdad. Y tercero, la fiscalidad 

puede desempeñar un papel fundamental en estructurar la economía de manera que se 

reduzcan las desigualdades de mercado, al disminuir los incentivos a los beneficios excesivos, 

a la rentabilidad de los accionistas y a las primas que reciben los ejecutivos. La fiscalidad 

puede utilizarse también para incentivar la inversión en nuevas tecnologías y distintos tipos de 

negocio que permitan a los trabajadores recibir una parte de los beneficios, tener una mayor 

participación en las empresas y ayudar a construir una economía más sostenible y humana.  

La primera medida que deben tomar los países es adoptar un sistema tributario progresivo sobre 

el papel. Esto significa que los tipos impositivos sean mayores para quienes más ganan, así 

como que los umbrales y las exenciones sean de carácter progresivo. No obstante, muchos 

países suspenden en este primer paso, al establecer tipos impositivos muy bajos para las 

empresas y las rentas más altas. Bulgaria, por ejemplo, aplica un tipo plano de IRPF del 10% 

para cualquier nivel de ingresos, y un tipo de impuesto de sociedades del 10%. La tendencia 

general es negativa, ya que muchos países se han sumado a una carrera a la baja en los tipos 

imponibles, junto con otras medidas de exenciones e incentivos fiscales. En 1990, el tipo medio 

en el impuesto de sociedades en los países del G20 era el 40%, y en 2015, el 28,7%.169 En la 

República Dominicana, el volumen de exenciones otorgadas cada año a las empresas del sector 

turístico, la industria, y las empresas en zonas francas o cerca de la frontera hubiera sido 

suficiente para aumentar el presupuesto en salud del país en un 70,3%, o para multiplicar por 

cinco el presupuesto dedicado al abastecimiento de agua en 2017.170 

No obstante, contar con un sistema fiscal progresivo sobre el papel tan solo es el primer paso. 

Obviamente, lo que refleje el papel es irrelevante si los Gobiernos recaudan los impuestos de 

manera regresiva. Datos sobre productividad fiscal muestran que, por cada aumento del PIB, 

los países recaudan, de media, alrededor del 40% del IVA e impuestos a las ventas que 

deberían, pero solo el 14% del impuesto de sociedades y el IRPF. Esto es un problema 
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especialmente grave en los países de renta baja, donde solo se recauda alrededor del 10% de 

cada dólar adicional del PIB. Como el IVA es un impuesto regresivo en casi todos los casos, 

una mayor recaudación por IVA hace que el sistema sea más regresivo en su conjunto. 

La falta de recaudación suele deberse a las muchas exenciones y acuerdos favorables que 

hacen que las personas más ricas y las grandes empresas no paguen lo que les corresponde. 

También se debe a al efecto de factores internacionales, como la red mundial de paraísos 

fiscales y el secreto bancario que les ampara, que hacen posible la evasión y la elusión fiscal. 

Por todo ello, el impacto que tienen los impuestos sobre la desigualdad hoy en día puede distar 

mucho de lo que el sistema tributario de un país establezca sobre el papel.  

Por último, los países deben recaudar de la manera más progresiva posible. La recaudación 

fiscal de muchos países es realmente baja. La recaudación de la India apenas representa el 

17,7% de su PIB; Indonesia recauda el 11%, mientras Sudáfrica logra recaudar el 24,7%. Si 

Indonesia aumentara su recaudación en tan solo un 2% del PIB, podría más que duplicar su 

gasto en salud.171 Muchos países optan por aumentar su recaudación mediante el IVA, que es 

un impuesto regresivo que puede aumentar la desigualdad. 

Estos hechos explican nuestra elección de indicadores para el pilar de fiscalidad del Índice CRI, 

que miden:  

• En qué medida un país diseña su sistema tributario con una intención progresiva;  

• En qué medida la recaudación es progresiva; 

• La cantidad de impuestos recaudados en relación a su potencial; 

• Si un país promueve o no prácticas tributarias nocivas.  

Para evaluar si un sistema tributario es progresivo en distintos países, DFI y Oxfam han 

elaborado una gran base de datos fiscales de 157 países en el marco del Índice CRI. Se trata 

de la primera base de datos pública con información exhaustiva sobre tipos impositivos y 

umbrales; con una mayor cobertura geográfica sobre diferentes tipos de impuestos, y los datos 

más recientes sobre la recaudación real respecto a la recaudación potencial. 

Cuadro 6: El observatorio de Justicia Fiscal  

Oxfam se ha asociado con la Red de Justicia Fiscal de África para desarrollar el 

Observatorio de Justicia Fiscal (FTM, por sus siglas en inglés).172 El FTM utiliza una 

metodología detallada para realizar una valoración exhaustiva de los sistemas fiscales 

nacionales, tanto de la recaudación como del gasto público, complementando así al Índice 

CRI al aportar una clasificación más detallada sobre uno de los ámbitos específicos de la 

lucha contra la desigualdad: la justicia fiscal. Los informes nacionales173 de diversos 

países en desarrollo desvelan algunas tendencias.  

El cumplimiento de las obligaciones fiscales es un problema muy importante, ya que el 

número de contribuyentes en países como Bangladesh o Pakistán es muy bajo. En lugar 

de ampliar la base fiscal haciendo que las empresas y los ciudadanos cumplan con sus 

obligaciones fiscales, los países tienden a depender del IVA y otros impuestos indirectos. 

Pakistán ha aumentado su dependencia de los impuestos indirectos en un 48% durante 

los últimos tres años. Si bien la tributación indirecta es más fácil de aplicar y recaudar, es 

enormemente regresiva e impone una carga fiscal desproporcionada sobre los grupos 

más pobres de la sociedad. 

Todos los países sufren pérdidas importantes de recaudación a causa de numerosas 

exenciones fiscales (sobre todo las que benefician a las grandes empresas) que no 

benefician a las personas más pobres, sino que ayudan a aumentar los ingresos y 

beneficios de los más ricos. Por ejemplo, Uganda dejó de recaudar un 15,7% entre 2010 y 

2017 a causa de los incentivos y exenciones fiscales.174 Los países deben realizar sus 

propios estudios antes de aplicar exenciones.  
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A pesar de que la riqueza y el patrimonio constituyen oportunidades reales para aumentar 

la recaudación, apenas están sujetos a tributación. Esto se debe a la fragilidad de las 

administraciones tributarias, a la elusión fiscal por parte de las personas más ricas, y en 

general a unos niveles bajos de cumplimiento de las obligaciones fiscales. Una 

administración tributaria solvente es fundamental para aumentar la recaudación de 

impuestos necesarios para financiar los servicios públicos.  

El enfoque de género no suele tenerse en cuenta en los sistemas tributarios, y como 

consecuencia, las mujeres y las niñas se ven obligadas a tributar de manera injusta, 

mientras que necesitan unos servicios públicos mejor financiados. Una política interesante 

elaborada en Bangladesh es la adopción de un umbral más bajo de ingresos exentos de 

tributación para las mujeres, teniendo en cuenta la brecha salarial y su mayor participación 

en empleos informales en la economía.175 Las administraciones públicas deben tomar 

medidas para introducir la perspectiva de género en las políticas públicas, al mismo 

tiempo que deben afrontar las limitaciones culturales y religiosas para promover la 

participación de las mujeres en la sociedad y en el mercado laboral. 

Por último, un sistema tributario solo podrá ser justo si el proceso de recaudación es 

transparente y los datos fiscales son de acceso público. El derecho de la ciudadanía a la 

información debe aplicarse a las políticas fiscales. Los Gobiernos deben recopilar y 

publicar la información sobre los sistemas tributarios de manera que sea accesible para su 

análisis (por ejemplo, con datos desglosados) y fácil de entender por el público en general.  

El enfoque del FTM se ha elaborado mediante un proceso participativo, basándose en la 

experiencia de organizaciones locales e internacionales. El uso de un marco de análisis 

común permite hacer comparaciones entre políticas y prácticas fiscales a lo largo del 

tiempo y entre países. En 2016, Oxfam publicó el informe Fair Tax Monitor Composite 

Report176 con conclusiones generales e informes nacionales para Bangladesh, Pakistán, 

Senegal y Uganda.  

Actualmente, se está revisando el FTM para incluir países en desarrollo con distintos 

contextos sociales y económicos, ampliando así la base de sistemas fiscales a comparar, 

lo que aporta una mayor relevancia al proyecto. Se espera que, en breve, se publique la 

siguiente serie de informes nacionales, que incluirán Camboya, Nigeria, Vietnam, Túnez y 

los Territorios Ocupados Palestinos.  

Las políticas fiscales también exacerban la desigualdad de género y entre 

los jóvenes  

En casi todos los países, la manera en la que están diseñadas las políticas fiscales empeora la 

desigualdad de género.177 Esto ocurre cuando las mujeres son consideradas un mero añadido 

a sus esposos al establecer los umbrales tributarios, o cuando las parejas están obligadas a 

tributar conjuntamente. También está relacionado con el diseño del sistema tributario: las 

exenciones y la elusión fiscal de las grandes empresas hacen que, en muchos países, los 

pequeños negocios que suelen gestionar las mujeres soporten de facto una mayor carga 

tributaria, mientras que las grandes empresas (gestionadas habitualmente por hombres) 

soporten una carga tributaria menor, al igual que ocurre con los ingresos derivados del alquiler 

de tierras o propiedades, que reciben por lo general los hombres. La mayoría de los países 

también recaudan impuestos sobre las ventas y el IVA. Estos suelen gravar más a las mujeres, 

que gastan una proporción mayor de sus ingresos en productos de consumo para sus familias, 

algo que puede aliviarse mediante exenciones para productos básicos y alimentos.178  

Las políticas fiscales pueden aplicarse de manera que beneficien o discriminen a las y los 

jóvenes. Los hombres y mujeres jóvenes suelen estar al cargo de pequeños negocios y 

consumir una mayor parte de sus ingresos, por lo que los impuestos indirectos como el IVA les 

afectan más. En concreto, las mujeres jóvenes se ven afectadas en mayor medida, ya que 

suelen sufrir una doble discriminación por su edad y su género.  
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Resulta escandaloso que muy pocos Gobiernos realicen estudios de manera regular sobre el 

impacto de sus políticas tributarias sobre el género y la juventud (como sí se hace respecto al 

gasto)179, y que, como consecuencia, no existan bases de datos de países que puedan 

utilizarse para analizar el impacto de las políticas tributarias sobre la desigualdad de género. 

Existen algunas honrosas excepciones en este panorama: por ejemplo, el Gobierno sueco 

elabora su propio análisis de género sobre el impacto de cada presupuesto, y en países como 

Sudáfrica y el Reino Unido, organizaciones de la sociedad civil elaboran sus propios análisis 

del impacto potencial de los cambios en las políticas tributarias sobre las mujeres, y realizan 

sugerencias sobre presupuestos alternativos con perspectiva de género.180 En general, diseñar 

el sistema fiscal para hacerlo más progresivo, asegurando que los impuestos más progresivos 

sean los que verdaderamente se recaudan, ayudaría a combatir la desigualdad de género. No 

obstante, todos los Gobiernos deberían abordar sus políticas fiscales desde una perspectiva 

que abarque las cuestiones de género y juventud para garantizar que reduzca la desigualdad.  

¿Cuáles son los resultados generales para el pilar de fiscalidad en el 

Índice CRI?  

Tabla 7: Ranking en materia de políticas fiscales en el Índice CRI: los diez países mejor 

y peor clasificados  

 

La conclusión más destacable es que ninguno de los 157 países realiza un buen desempeño 

en cuanto a reducción de la desigualdad mediante sus políticas fiscales. En general, la 

puntuación media es de 0,6 sobre 1, lo que indica que los países tienen mucho margen de 

mejora. El desempeño es especialmente malo en cuanto al impacto del sistema tributario sobre 

la desigualdad, ya que casi todos los países siguen teniendo sistemas tributarios regresivos, 

con una elevada dependencia de la tributación indirecta. Sin embargo, algunos países han 

logrado disminuir su Gini mediante las políticas fiscales, incluso sin llegar a recaudar todo lo 

que deberían (en promedio, la mayoría apenas recauda dos terceras partes de su potencial). 

Esto demuestra que los países con una estructura fiscal progresiva y que realizan importantes 

esfuerzos para recaudar, pueden lograr tener un impacto muy relevante en la reducción de la 

desigualdad gracias a su política fiscal. 

En general, en cuanto a tributación, los datos indican que la mayor parte de los países que 

tienen un buen desempeño son países de renta alta de la OCDE. Sus puntuaciones reflejan en 

gran parte la incidencia de carácter más progresivo de sus sistemas tributarios en la reducción 

de la desigualdad: recaudan una proporción mayor proveniente de los impuestos sobre la 

renta, de naturaleza más progresiva, sobre una base fiscal más amplia compuesta por 

individuos y empresas con suficientes ingresos para tributar. Además, suelen tener un buen 

resultado en cuanto a la recaudación (a pesar de algunas excepciones notables, como los 

EE.UU.). El país de renta baja con mejor resultado es Malawi, con un sistema fiscal 



  
Índice de compromiso con la reducción de la desigualdad 2018 39 

relativamente progresivo sobre la renta de las personas físicas, y una recaudación 

relativamente alta respecto a su potencial.  

Entre los países que peores resultados obtienen están Bahréin y Vanuatu, que no aplican el 

impuesto sobre las rentas de las personas físicas ni de sociedades. Otros países con 

resultados flojos tienen tipos impositivos muy bajos o planos (es el caso de países de Europa 

del Este y antiguos Estados Independientes de la Commonwealth) y recaudan muy pocos 

impuestos, haciendo que todo su sistema tributario sea mucho menos progresivo. Muchos de 

estos países obtienen también unos resultados muy pobres en cuanto a la recaudación real en 

relación a su potencial.  

¿Cuáles son las tendencias principales? 

Algunos países como Brasil, Rumanía y Trinidad redujeron el año pasado el tipo general del IVA - 

impuesto sobre el valor añadido, pero otros tantos lo incrementaron (especialmente Colombia 

y Sri Lanka). A su vez, determinados países, como Burkina Faso y Senegal, aplicaron exenciones 

en este tipo de impuesto de manera más favorable para los sectores más pobres de la población, 

y Camboya elevó el umbral mínimo para su aplicación, logrando que los pequeños comerciantes 

queden exentos. En general, el tipo medio bajó ligeramente al 15,5%.  

En lo que respecta al tipo nominal del impuesto de sociedades, el promedio global disminuyó 

ligeramente, pasando del 24,65% al 24,48%. Si bien en 2017,15 países aplicaron rebajas frente 

a los 10 que lo subieron, algunos de los recortes aplicados solo afectaban a pequeñas 

empresas (como es el caso en Australia), lo que podría ser algo positivo,181 y la mayoría fueron 

relativamente pequeños, por debajo de 2,5 puntos porcentuales. Estos recortes han sido más 

frecuentes en países con economías más avanzadas.182 Hungría se sitúa en cabeza con el 

peor rendimiento en el impuesto de sociedades, al haber disminuido el impuesto de sociedades 

del 19% al 9% de golpe, si bien varios otros países como Israel, Noruega, Pakistán, España y 

el Reino Unido han ido reduciéndolo de manera gradual a lo largo de los últimos 4 a 8 años, 

por lo que la reducción acumulada es muy significativa. Por otra parte, Colombia, Malí, 

Jordania, Grecia y Perú son algunos de los países que lo han aumentado. No obstante, estos 

datos positivos se ven eclipsados por el recorte que los Estados Unidos ha aplicado en el 

impuesto de sociedades a nivel federal, pasando del 35% al 21%. Este cambio aparecerá 

reflejado en la edición de 2019 del Índice CRI, y la gran pregunta es si muchos países seguirán 

su ejemplo (hasta ahora, y basándonos en los códigos fiscales de 2018, no parece que vaya a 

ser así, ya que solo Argentina y Bélgica han disminuido el tipo del impuesto de sociedades, 

mientras que Burkina Faso, Ecuador, Corea del Sur, Letonia y Taiwán lo han subido).  

Tabla 8: Aumentos y rebajas en el Impuesto de Sociedades (IS), 2017 
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Respecto al impuesto sobre la renta de las personas físicas (IRPF), la tendencia 

predominante en los últimos años de aumentar los umbrales máximos ha continuado en 2017, 

con un aumento de tipos máximos desde el 30,5% al 30,8%. Un buen número de Gobiernos de 

países con niveles de renta muy distintos ha aumentado sus tipos máximos en el IRPF entre 

2016 y 2017, con Mongolia y Guayana a la cabeza. Muchos menos Gobiernos (tan solo Chile, 

República del Congo, Croacia y Egipto) han reducido sus tipos máximos. Si miramos los datos 

de 2018, que serán incluidos en la próxima edición del CRI, ningún país hasta la fecha ha 

reducido sus tipos en el IRPF, a excepción de EE.UU. Entre los países que han aumentado los 

tipos en 2018 están Colombia, Ghana, Corea, Letonia (que ha dado un giro de un sistema 

tributario plano a uno progresivo), Filipinas y Sri Lanka.  

Tabla 9: Aumentos y rebajas en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 

(IRPF), 2017 

 

Todavía hay dos países que no aplican ni el impuesto de sociedades ni el impuesto sobre la 

renta de las personas físicas (Bahréin y Vanuatu), y otros dos que no aplican el impuesto sobre 

la renta de las personas físicas (Maldivas y Omán), por lo que los sistemas fiscales de estos 

países resultan altamente regresivos.  

Sin embargo, paralelamente al aumento de los tipos impositivos, la eficacia en la recaudación de 

los impuestos más progresivos ha disminuido. Esto se ve bien en la tendencia que muestra el 

indicador T3 del CRI, según el cual la efectividad de la recaudación se mide por la productividad, 

y esta ha caído alrededor de un 2%. La productividad del IVA y del impuesto de sociedades ha 

caído en ambos casos en más de un 3%, mientras que la del IRPF se ha mantenido más o 

menos igual, a pesar del aumento de los tipos. En su conjunto, los cambios en la productividad 

del impuesto de sociedades indican un descenso en la recaudación proveniente de la explotación 

minera en países como Kazakstán y Níger, debido a la caída de los precios mundiales de los 

minerales. Por otro lado, países como Togo, Fiyi, Japón, Bolivia y Ucrania han logrado aumentar 

su recaudación de manera notable en 2017. Que la productividad del impuesto de sociedades y 

del IRPF se mantenga de manera continuada a niveles muy bajos, subraya la necesidad de 

poner fin a las prácticas fiscales nocivas, a los paraísos fiscales y a la evasión y elusión fiscal.  

Debido a la caída en la productividad tributaria, el indicador T2 del CRI, sobre el impacto de los 

impuestos sobre la desigualdad también ha disminuido. Como resultado, se espera que los 

sistemas tributarios contribuyan a reducir la desigualdad apenas en un 2,7%, por debajo del 

3,5% del año pasado. No obstante, países como Marruecos, China y Ucrania han logrado 

reducir la regresividad de su sistema tributario.  
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¿Qué miden realmente los indicadores del CRI sobre impuestos? 

Indicador 1: ¿Es progresivo el sistema tributario? 

Para evaluar si los países diseñan su sistema tributario de manera progresiva, el Índice analiza 

la progresividad de los tres tipos de impuestos principales en casi todos los países: el impuesto 

sobre la renta de las personas físicas, el impuesto de sociedades183 y el IVA o los impuestos 

sobre las ventas.  

Informes de la OCDE y el FMI muestran una tendencia muy clara entre 1990 y 2005, en la que 

los Gobiernos han reducido los tipos en el impuesto sobre la renta y aumentado el IVA, 

reduciendo la progresividad del sistema tributario. Muchos países también están recortando el 

impuesto de sociedades; por ejemplo, el Gobierno británico ha anunciado que pretende rebajar 

el impuesto de sociedades desde el 19% de 2017 al 17% en 2020.184 Se ha anunciado esta 

rebaja a pesar de que todos los informes indican que niveles más bajos del impuesto de 

sociedades no son determinantes en las decisiones sobre inversión que adoptan las 

empresas.185 Son muchos los países que podrían tomar medidas para aumentar la 

progresividad de sus sistemas tributarios. Podrían, por ejemplo, aumentar los tipos impositivos 

del impuesto de sociedades y el impuesto sobre la renta, que actualmente son muy bajos o 

nulos, disminuir los elevados tipos del IVA, reducir los umbrales impositivos más altos para 

garantizar que el 10% más rico tribute de manera justa, o excluir productos de consumo 

básicos y a los pequeños comerciantes de la obligación de pagar el IVA.  

Indicador 2: ¿Es progresiva la recaudación fiscal?  

Para evaluar en qué medida la recaudación fiscal es progresiva, el índice toma en cuenta la 

contribución de cada tipo de impuesto en la recaudación total, y su impacto real o potencial 

sobre la desigualdad, en base a numerosos estudios recientes tanto mundiales como 

nacionales. La incidencia se mide en función de la composición de la recaudación en cada 

país, que comprende el IVA, los impuestos indirectos, impuestos aduaneros, contribuciones a 

la seguridad social, IRPF e impuesto de sociedades. Para el IVA hemos tenido en cuenta 

también si se han adoptado o no medidas que atenúen la carga sobre las personas más 

pobres, tales como umbrales más altos para la obligatoriedad del pago de impuestos, o 

exenciones para alimentos y otros productos básicos.186  

En general, los resultados son decepcionantes, ya que el desempeño de la mayoría de los 

países deja mucho que desear. Las posiciones más bajas del índice las ocupan países de 

Europa del Este (como Serbia, Ucrania, Hungría y Bielorrusia) y Asia Central, todos ellos con 

una escasa recaudación a través del impuesto sobre la renta, con una dependencia casi 

completa de los impuestos indirectos y, en algunos casos, con un sistema de contribuciones a 

la seguridad social regresivo.  

Cuadro 7: ¿Por qué los tipos impositivos reales suelen ser mucho menores para las 

grandes empresas y las personas más ricas? 

El tipo impositivo real que se aplica en un país puede depender de muchos factores, lo 

que hace que la contribución real acabe siendo, con frecuencia, muy inferior a lo 

establecido. En la India, el tipo nominal en el impuesto de sociedades es del 34,6%, pero 

el real se sitúa en torno al 23%.187 Un estudio reciente elaborado por Oxfam y la CEPAL 

señala que el IRPF efectivo para el 10% más rico de la sociedad en 16 países de América 

Latina es de tan solo un 5%.188  

El Índice CRI no mide los tipos impositivos reales directamente, ya que no hay datos 

disponibles para un número suficiente de países. No obstante, sí refleja en cierta medida 

la relación entre la recaudación por el IVA frente a la recaudación real por el impuesto 

sobre la renta y sobre sociedades. 
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Hay tres mecanismos principales que permiten a las personas más ricas y las grandes 

empresas tributar a tipos mucho más bajos de lo que les correspondería. 

Exenciones e incentivos fiscales para las grandes empresas: este es uno de los 

principales motivos por los que los países no recaudan impuestos de las empresas de 

manera progresiva. Informes sobre exenciones fiscales en 35 países calculan que el 

volumen de exenciones fiscales equivale a entre un 2% y un 10% del PIB cada año (entre 

un 15% y un 33% de la recaudación anual estatal).189 El Banco Mundial ha calculado que 

Kenia destina 330 millones de dólares a ventajas fiscales para las grandes empresas, casi 

el doble de lo que invierte en educación primaria gratuita.190 En una encuesta realizada 

por el Banco Mundial a inversores en África Oriental, el 93% respondió que habrían 

seguido invirtiendo de todas las maneras, incluso si no hubiera posibilidad de disfrutar de 

esas ventajas fiscales.191 Existen también ventajas fiscales para individuos, como por 

ejemplo las desgravaciones por hipotecas, pensiones, seguros privados y otros, que 

suelen beneficiar sobre todo a las personas más pudientes, rebajando de manera 

significativa su factura fiscal.  

Evasión y elusión fiscal: la elusión (a menudo legal) y la evasión (ilegal por definición) 

de impuestos por parte de las grandes empresas cuesta tanto a los países en desarrollo 

como a los países ricos miles de millones de dólares al año. La práctica totalidad de estas 

prácticas las llevan a cabo los sectores más ricos de la sociedad, lo que resta mucha 

progresividad al sistema fiscal.192 Es también la razón principal por la que la recaudación 

fiscal de los países por el impuesto sobre la renta y el de sociedades es muy inferior a la 

que deberían, reduciendo drásticamente los recursos disponibles para hacer frente a la 

desigualdad.  

Algunos países, como las Islas Caimán o Singapur, incentivan estas prácticas al ofrecer 

tipos impositivos muy bajos, convirtiéndose de facto en paraísos fiscales que permiten la 

evasión y la elusión fiscal. Otros, como Suiza, acuerdan amplias baterías de exenciones y 

acuerdos fiscales, actuando también de facto como paraísos fiscales.193  

Acuerdos fiscales: Los acuerdos fiscales detraen recursos vitales de los países más 

pobres (y de muchos países ricos también) que pueden representar hasta el 3% del PIB 

anual, frente a unas ratios de recaudación del 15–20% del PIB en la mayor parte de los 

países de renta baja.194 Esto constituye un elemento muy importante también para hacer 

frente a la desigualdad, ya que prácticamente todos los recursos perdidos por estos 

acuerdos corresponden al impuesto de sociedades y las tasas sobre las ganancias del 

capital, ambos de naturaleza progresiva. Algunos países pobres, como Ruanda, han 

cancelado o renegociado sus acuerdos para poder aumentar los impuestos, y algunos 

países de renta media, como la India, han solicitado negociar acuerdos que protejan su 

base fiscal.195 Es necesario que todos los países ricos y los paraísos fiscales revisen sus 

acuerdos para que dejen de privar a los países pobres de los recursos a los que tienen 

derecho. 

Indicador 3: ¿Los países adoptan prácticas fiscales nocivas?  

Este año hemos decidido añadir un nuevo indicador construido que se apoya en otros estudios 

realizados por Oxfam y otros para identificar si los países han adoptado prácticas fiscales 

nocivas, las cuales se utilizan para reducir la factura fiscal de las empresas. Algunos ejemplos 

incluyen la concesión de exenciones fiscales por patentes empresariales u otros activos 

intangibles como marcas, que permiten a las empresas reducir drásticamente su factura fiscal. 

Es el caso de Luxemburgo, por ejemplo. Otros métodos incluyen la exención temporal de 

impuestos sobre los intereses, lo que hace que una división de la empresa realice préstamos a 

otra división, a un interés mayor, para luego solicitar la exención sobre esos intereses. Estos 

son apenas dos ejemplos de cómo los países pueden reducir considerablemente el tipo 

impositivo real que pagan las empresas. 

Nuestro indicador de prácticas fiscales nocivas no permite definir si un país es un paraíso fiscal 

o no, pero lo cierto es que los paraísos fiscales suelen adoptar varias de estas prácticas en uno 
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o varios ámbitos. Hemos optado por utilizar la terminología habitual sobre prácticas fiscales 

perjudiciales, empleada, entre otros, por el Foro de la OCDE sobre Prácticas Fiscales Nocivas 

y otras evaluaciones relacionadas, y el análisis de la Comisión Europea que sirvió de base para 

la elaboración de su lista negra de paraísos fiscales.196 Nos hemos asegurado de incluir 

prácticas concretas que a veces no quedan recogidas por dichos organismos, como por 

ejemplo los incentivos a las patentes, acuerdos fiscales sobre el exceso de beneficios y 

similares, o deducciones de los intereses teóricos. También hemos evaluado las medidas 

preventivas contra prácticas fiscales nocivas, como la regulación por el control de empresas 

extranjeras, medidas contra la evasión y la elusión fiscal, límites a los intereses o impuestos de 

salida. A su vez, se han utilizado indicadores económicos que miden “el flujo de ingresos 

provenientes de pasivos”, como los royalties, el volumen de comercio de bienes y servicios y la 

inversión extranjera directa (IED) para estimar en qué medida hay un volumen de operación 

comercial excesivo comparado con la actividad económica real. Hemos analizado 

conjuntamente todos estos factores para otorgar a cada país una puntuación para este 

indicador.  

El resultado, tal y como muestra la Tabla 8, es que países con prácticas fiscales nocivas, como 

Malta, Luxemburgo y los Países Bajos, han desaparecido de los diez primeros puestos, y en su 

lugar han entrado países como Malawi, Finlandia y Austria. El penoso papel que desempeñan 

los Países Bajos como paraíso fiscal se ha convertido en un tema candente en el país, y Oxfam 

y sus aliados están presionando al Gobierno para que adopte medidas que terminen con estas 

prácticas.197 

Tabla 10: Los países mejor clasificados en materia de fiscalidad, tras el ajuste por 

prácticas fiscales nocivas  

 

Australia ocupa la primera posición en este pilar del Índice CRI 2018, pero esto se debe sobre 

todo a que otros países obtienen peor puntuación debido a sus prácticas fiscales nocivas.198 El 

país199 ocupa el puesto 40 en cuanto a esfuerzos de recaudación, y el 35 en cuanto a la 

progresividad de su sistema tributario, muy por detrás de otros países de la OCDE. En la 

actualidad, hay algunas iniciativas para hacer el impuesto sobre la renta de las personas físicas 

más progresivo, pero está por ver si Australia se compromete a cumplir con los informes país 

por país sobre el comportamiento fiscal de las grandes empresas. Por lo tanto, el país podría 

hacer mucho más por mejorar su sistema tributario para luchar contra la desigualdad.  

Indicador 4: ¿Es suficiente la recaudación de los países?  

Este indicador muestra en qué medida los países recaudan todo lo que deben. La recaudación 

es vital para que los países tengan fondos suficientes para financiar políticas que reduzcan la 

desigualdad. También ayuda a entender las diferencias entre los indicadores 1 y 2, ya que los 

países que recaudan de manera menos eficiente suelen, por lo general, fallar en la recaudación 
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progresiva del impuesto sobre la renta y son, de hecho, menos progresivos que lo que su 

sistema tributario describe sobre el papel.  

Para valorar si los países recaudan lo suficiente, no basta con fijar objetivos en relación al PIB, 

ya que ello no refleja las grandes diferencias que hay entre distintas estructuras económicas ni 

los esfuerzos de recaudación que realizan países con ingresos similares. Hay dos maneras de 

hacerlo:  

1. En cuanto a los esfuerzos de recaudación, los expertos utilizan un cálculo de la 

“productividad de los impuestos”, que compara la cantidad recaudada por cada 

impuesto con la cantidad que podría recaudar un país según sus tipos impositivos y la 

base impositiva máxima. Esto muestra las pérdidas en recaudación debidas a 

exenciones, elusión y evasión fiscal y recaudación ineficiente. 

2. Para ajustar la recaudación real respecto de la potencial según la estructura 

económica, el Centre d’Études et de Recherches sur le Développement International 

(CERDI) y el FMI han elaborado un cálculo adicional del “esfuerzo fiscal comparado 

con el potencial”200 que analiza 148 países, y mide el margen de mejora de la política 

fiscal.  

La recaudación fiscal proveniente de las industrias extractivas son una fuente de ingresos muy 

importante para muchos países en desarrollo. Sin embargo, debido a su volatilidad, no los 

hemos incluido en el análisis del CRI para el cálculo del “esfuerzo fiscal” (ver Cuadro 8). 

Hemos combinado estas dos estimaciones para obtener la imagen más completa posible sobre 

si los países recaudan todo lo que podrían. La recaudación fiscal de dos tercios de los países 

analizados en el índice es menos del 25% de lo que recaudan los países con mejor rendimiento 

en este indicador. Por lo tanto, a escala mundial, tanto en países ricos como pobres se podría 

recaudar mucho más e invertir en medidas cuyo impacto contra la desigualdad está 

comprobado.  

Cuadro 8: Gravar a las industrias extractivas 

La recaudación fiscal proveniente de las industrias dedicadas a la explotación de recursos 

naturales no renovables, o industrias “extractivas” (tales como petróleo, gas o minerales) 

es la fuente principal de ingresos de muchos países en desarrollo. 

Sin embargo, gravar a las industrias extractivas resulta muy complejo. En la mayoría de 

los países, consiste en una mezcla de ingresos tributarios y no tributarios. La recaudación 

fiscal suele provenir mayoritariamente del impuesto de sociedades, mientras que los 

ingresos no tributarios son los royalties, primas, tasas y beneficios o dividendos de las 

empresas estatales. La proporción de los ingresos de las actividades extractivas 

provenientes de los distintos tipos de fuentes varía enormemente de un país a otro.  

Las distintas proporciones reflejan las distintas estrategias de los Gobiernos para obtener 

unos ingresos razonables de las industrias extractivas. Debido a la diversidad de fuentes 

de ingresos, a las fluctuaciones de precios de las materias primas y a la gran inversión 

inicial que requiere la extracción y los largos periodos de amortización, la recaudación 

proveniente de la industria extractiva puede ser muy volátil. Con frecuencia, el sector de 

las extractivas disfruta de exenciones de impuestos y de contratos opacos, y es unos de 

los sectores más proclives a la evasión y elusión de impuestos. Todas estas 

características hacen que la valoración de la progresividad fiscal para este sector sea muy 

complicada. 
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El Índice CRI es por tanto muy cauteloso a la hora de abordar la recaudación fiscal 

proveniente de las industrias extractivas. Tal y como hacen el resto de análisis mundiales, 

y debido a su volatilidad, el análisis del CRI excluye la recaudación proveniente de las 

industrias extractivas del cálculo de “esfuerzo recaudatorio”. La diferente composición de 

la recaudación proveniente de las industrias extractivas es muy variada y no impacta en el 

indicador sobre “incidencia fiscal”, ya que el impuesto de sociedades (el único ingreso de 

las industrias extractivas que se incluye en el cálculo) tiene un impacto prácticamente nulo 

sobre la desigualdad, debido en parte a la evasión y la elusión fiscal. Como resultado, tal y 

como se ha construido el índice CRI, este no penaliza a los países con ingresos no 

tributarios provenientes de las industrias extractivas. No obstante, DFI y Oxfam son 

conscientes de que sería deseable realizar un análisis más minucioso, preferiblemente 

basado en la proporción de recursos provenientes de las industrias extractivas que cada 

Gobierno recauda en su conjunto por vía tributaria o no tributaria. Este tipo de cálculo no 

se ha realizado para todos los países, pero DFI y Oxfam quisieran utilizar este tipo de 

estimaciones en ediciones futuras del Índice CRI. 

Fuentes: La fuente de datos para este cuadro es la Base de Datos de Recaudación del ICTD 2016, disponible en 

http://www.ictd.ac/datasets/the-ictd-government-revenue-dataset 

Oxfam et al. (2017). La Transparence à l’état brut : décryptage de la transparence des entreprises extractives. 

https://www.oxfamfrance.org/sites/default/files/file_attachments/la_transaprence_a_letat_brut_one_oxfam_sherpa

.pdf 

Limitaciones de los indicadores sobre fiscalidad del Índice  

El pilar del CRI sobre fiscalidad se compone de datos de los países sobre IVA, impuesto de 

sociedades e impuesto sobre la renta, y en cierta medida sobre impuestos indirectos, 

aduaneros y contribuciones a la seguridad social. Hasta el momento, no incluye datos sobre 

otros impuestos tales como sobre los rendimientos del capital, la riqueza o la propiedad. Esto 

significa que países como Nueva Zelanda, que no aplican impuestos sobre los rendimientos del 

capital, obtienen una puntuación más alta en el índice que si esos tipos de impuestos se 

hubieran incluido. Se pretende incorporar este tipo de impuestos en versiones futuras del 

índice.  

El pilar del CRI sobre fiscalidad no incluye cifras concretas sobre tipos impositivos efectivos 

(ver Cuadro 7), ya que, simplemente, no están disponibles. Sin embargo, el segundo indicador 

refleja esto de manera indirecta, ya que analiza cuánto recauda un Gobierno por cada tipo de 

impuesto. Si el tipo nominal en el impuesto de sociedades de un país es muy alto, pero el tipo 

efectivo es muy bajo, esto se ve reflejado en el hecho de que la recaudación por el impuesto de 

sociedades es mucho más baja de lo esperado. El nuevo indicador incorporado este año para 

medir las prácticas fiscales nocivas permitidas por los Gobiernos contribuye a mitigar el uso de 

tipos impositivos nominales en nuestro análisis, al reconocer que el sistema fiscal de un país y 

las políticas relacionadas pueden influir sobre las bases imponibles de otros países.  

Para varios países, las contribuciones a la seguridad social son una fuente muy importante de 

recursos públicos, y si se establecen con un tipo plano, significa que son muy regresivas. No 

hemos incluido datos sobre contribuciones a la seguridad social en el primer subindicador fiscal 

ya que, a día de hoy, no hay suficientes datos disponibles para todos los países donde esto 

supone un problema. Están incluidos en el segundo indicador, que aborda el impacto de la 

fiscalidad sobre la desigualdad. Intentaremos incluir estos impuestos en la siguiente edición del 

índice. 
  

http://www.ictd.ac/datasets/the-ictd-government-revenue-dataset
https://www.oxfamfrance.org/sites/default/files/file_attachments/la_transaprence_a_letat_brut_one_oxfam_sherpa.pdf
https://www.oxfamfrance.org/sites/default/files/file_attachments/la_transaprence_a_letat_brut_one_oxfam_sherpa.pdf
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Cuadro 9: La necesidad apremiante de gravar la riqueza   

La desigualdad de riqueza es extrema y va en aumento.201 Para un número creciente de 

expertos de todo el mundo, gravar la riqueza sería una de las mejores maneras de reducir 

la desigualdad.202 En los próximos años, nos gustaría incluir en el Índice CRI un análisis 

de los impuestos sobre la riqueza. Este año hemos podido hacer un estudio preliminar 

sobre estos impuestos en 32 países, elegidos para representar un conjunto de países de 

interés especial para las regiones donde trabaja Oxfam y con distintos niveles de renta.203 

Oxfam también ha analizado los impuestos sobre la riqueza en varios países donde 

trabaja.204 A estos análisis hemos añadido otras fuentes secundarias. Las conclusiones 

principales son: 

• Los impuestos sobre rendimientos del capital existen en el 90% de los países 

analizados. Sin embargo, en muchos países son mucho más bajos que los impuestos 

sobre la renta, de manera que los contribuyentes con frecuencia declaran ingresos 

como rendimientos del capital para reducir su factura fiscal.  

• Los impuestos sobre ingresos financieros varían para distintos tipos de ingresos 

(ingresos por dividendos o participaciones, intereses sobre depósitos o bonos, 

ganancias de los planes de pensiones o de fondos de inversión). En general, muchos 

países no aplican impuestos progresivos sobre ingresos financieros, pero deberían.  

• Los impuestos sobre transacciones financieras existen en muchos países, sobre 

participaciones, stocks u otros activos. El FMI ha demostrado que son impuestos muy 

progresivos.205 

• Los impuestos sobre la propiedad existen en casi todos los países analizados y son 

el tipo más común de impuesto sobre la riqueza. Los tipos impositivos sobre la 

propiedad varían del 0,1% en los Países Bajos al 5% en Senegal.  

• Tres cuartas partes de los países analizados tienen impuesto de sucesiones. Si 

están bien diseñados y bien aplicados (con medidas para evitar su elusión por parte de 

las personas más ricas), estos impuestos pueden ser clave para hacer frente a la 

desigualdad intergeneracional. En la práctica, varían mucho. Corea del Sur aplica los 

tipos impositivos más altos y más progresivos, mientras en Italia son muy bajos y 

planos. En general, los países en desarrollo tienen unos tipos mucho más bajos que 

los de los países de la OCDE, aunque algunos países de la OCDE han suprimido el 

impuesto de sucesiones (como Australia).  

• Tan solo nueves países siguen aplicando impuestos sobre la riqueza (no sobre la 

propiedad). Esto supone un descenso importante desde los 14 países que los 

aplicaban en 1990206, si bien desde la crisis financiera en 2007–08 Argentina, Islandia, 

Portugal y España han reestablecido “temporalmente” impuestos sobre la riqueza. 

Anteriormente, muchos países gravaban también la riqueza de las empresas (sus 

activos), lo que a menudo generaba muchos más ingresos que los impuestos 

individuales sobre la riqueza (Luxemburgo llegaba a recaudar un 3% del PIB de esta 

manera).  

Apenas hay datos fiables disponibles sobre la proporción de recaudación total derivada 

de los impuestos sobre la riqueza. Nuestro análisis demuestra que la recaudación varía 

mucho, de un 0,5% a un 5% del PIB. Está claro que, en la mayoría de los países, hay un 

gran potencial para gravar más la riqueza y una urgencia por hacerlo para luchar contra la 

desigualdad.  
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3 EL PAPEL DEL TRABAJO Y LOS 
SALARIOS EN LA REDUCCIÓN DE LA 
DESIGUALDAD 

ÍNDICE CRI 2018 

El Índice CRI 2018 ha añadido dos nuevos subindicadores para este pilar, a fin de incorporar la 

legislación contra la violación y el acoso sexual. Respecto a los derechos laborales, la mejora 

desde el año pasado ha sido leve. Muy pocos países han aprobado medidas más duras contra 

la discriminación, pero ha habido un aumento en el derecho de permiso por maternidad o 

paternidad en algunos países. Más de la mitad de los países ha aumentado el salario mínimo 

por encima del aumento del PIB per cápita desde la edición de 2017 del índice, con algunos 

incrementos notables en Corea del Sur e Indonesia.  

Impacto del trabajo y los salarios sobre la reducción de la desigualdad en 

todo el mundo: base empírica 

En los últimos 30 años, destaca una tendencia que ha empeorado la desigualdad de ingresos: 

la caída de la participación de los trabajadores y trabajadoras en el ingreso nacional  (en forma 

de salarios y beneficios), en contraste con el aumento de la participación del capital (en forma 

de dividendos, intereses y los beneficios acumulados por las empresas).207 Dicha tendencia se 

observa tanto en países pobres como en ricos: la participación del trabajo ha disminuido en 

prácticamente todos los países de la OCDE durante las últimas tres décadas208 y en dos 

terceras partes de los países de renta media y baja entre 1995 y 2007.209 

El aumento de la participación del capital es consecuencia de las ventajas obtenidas por los 

dueños del capital, que les ha permitido aumentar los retornos (aumentando por tanto los 

ingresos derivados de las participaciones y el ahorro y no de los salarios). Por ejemplo, en los 

años 70, el 10% de los beneficios obtenidos por las empresas en el Reino Unido repercutía 

sobre los accionistas; hoy en día, los accionistas perciben el 70%, lo que deja muy poco 

margen a la mejora de los salarios o para invertir con miras al futuro.210  

Entretanto, los salarios de los trabajadores y trabajadoras no logran aumentar al ritmo que 

crece la economía. Una preocupación concreta es que los salarios no varían con la 

productividad,211 lo que supone una fractura del vínculo entre productividad y prosperidad. En 

EE.UU., la productividad neta creció en un 72,2% entre 1973 y 2014, y sin embargo, el salario 

por hora para un trabajador medio (ajustado por la inflación) aumentó tan solo en un 8,7%.212 Si 

bien en las últimas décadas los salarios en muchos países en desarrollo han aumentado, lo 

que ha contribuido a una importante reducción de la pobreza, no lo han hecho al ritmo que han 

aumentado los ingresos de quienes más ganan.213 Oxfam lleva tiempo haciendo campañas 

para proteger y reivindicar los derechos de los trabajadores y las trabajadoras con salarios más 

bajos y de las pequeñas empresas, y tratar de revertir esta preocupante tendencia.  

Los Gobiernos desempeñan un papel fundamental en la protección de las trabajadoras y 

trabajadores. Pueden establecer el salario mínimo y obligar a que se cumpla, para reducir la 

desigualdad y garantizar un nivel de vida digno. Pueden adoptar y aplicar medidas que 

garanticen la igualdad de género en el espacio de trabajo. También pueden proteger los 

derechos de asociación de los trabajadores y trabajadoras y garantizar el apoyo a los 

sindicatos, en lugar de reprimirlos o eliminarlos. El Índice CRI aspira a medir hasta qué punto 

los Gobiernos están cumpliendo con esta responsabilidad. 

Investigaciones realizadas por Oxfam indican que, en todo el mundo, los salarios que reciben 

las mujeres no les permiten salir del círculo de la pobreza, incluso cuando reciben el salario 
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mínimo y trabajan muchas más horas de las establecidas.214 El problema estriba en que, en 

muchos países, el salario mínimo no se corresponde con el salario necesario para vivir si se 

tiene en cuenta el número de personas cuyas vidas dependen del salario de una persona 

trabajadora.215 En algunos sectores, los salarios reales han disminuido, a mediad que un mayor 

número de personas poco o semicualificadas compiten por empleos de baja calidad, debido a 

la falta de alternativas y al aumento de los flujos migratorios. Un análisis de 2013 demuestra 

que los salarios reales en Bangladesh, México, Honduras, Camboya y El Salvador (todos ellos 

con un sector textil importante) han disminuido una media del 14,6% entre 2001 y 2011.216 

Alrededor del 80% de la fuerza de trabajo en el sector textil son mujeres.217  

Se ha producido un marcado descenso en el porcentaje de trabajadoras y trabajadores 

afiliados a los sindicatos en los países desarrollados, así como un estancamiento en los 

porcentajes de sindicación en los países en desarrollo.218 Hay numerosas pruebas que 

demuestran219 que el nivel de sindicación de la fuerza laboral es un factor determinante para 

que los trabajadores y trabajadoras puedan demandar salarios más altos y mejores 

condiciones laborales. La negociación colectiva que realizan los sindicatos suele aumentar los 

salarios de los sectores correspondientes en un 20%, y arrastra al alza los salarios en el resto 

de los sectores.220 Sin embargo, en muchos países en desarrollo nunca ha habido sindicatos 

fuertes y, en algunos países, los derechos de asociación están siendo reprimidos. Por tanto, la 

vía para hacer frente a la desigualdad negociando el equilibrio entre el peso del trabajo y del 

capital en la economía cada vez se encuentra con más obstáculos.  

En el otro extremo del abanico de salarios, los altos directivos no dependen de la 

representación sindical, sino de su poder e influencia individuales para establecer sus propias 

retribuciones en negociación con los consejos de administración de las empresas, que a 

menudo están formadas por los directivos de otras empresas. Las retribuciones de los altos 

directivos se han hecho cada vez más complejas, con el cobro de bonificaciones y opciones 

que complementan los paquetes salariales.221 Hay numerosos indicios que indican que la 

desigualdad entre el promedio de las retribuciones de los directores generales y de los 

trabajadores y trabajadoras sigue aumentando. Por ejemplo, en 2017, las remuneraciones de 

los directores ejecutivos británicos de las mayores empresas que cotizan en bolsa aumentaron 

más de seis veces más rápido que el salario medio, cuyo aumento no llegó ni a alcanzar a la 

inflación.222 

Los Gobiernos también deben garantizar que los trabajadores y trabajadoras sean 

remunerados de manera justa, y que la retribución de los directivos y de los dueños del capital 

no sea excesiva. Las empresas y los inversores deben demostrar su contribución al desarrollo 

de los países, y al cumplimiento de las obligaciones de los Estado en materia de derechos 

humanos. Algunos Gobiernos han reconocido recientemente esta obligación, tal y como 

establecen los Principios Rectores de las Naciones Unidas sobre las Empresa y los Derechos 

Humanos, adoptando nuevas medidas legales sobre la debida diligencia con respecto a los 

derechos humanos.223 Los niveles de las remuneraciones de los altos directivos y de los 

retornos a los dueños del capital deberían incluirse en las medidas sobre cumplimiento de los 

derechos humanos a lo largo de todas las cadenas de suministro en el mundo.  

Un salario mínimo adecuado es un factor fundamental en las estrategias nacionales para hacer 

frente a la pobreza y la desigualdad. Por ejemplo, KPMG estima que un aumento del salario 

mínimo en el Reino Unido al nivel de salario digno sacaría a seis millones de personas de la 

pobreza.224 Otros calcularon en su día que con la aprobación de la Ley sobre salario mínimo en 

el Reino Unido en 1998 se perderían un millón de empleos; sin embargo, los datos indican que 

no hubo ningún impacto negativo sobre el empleo, y sí hubo un efecto positivo sobre la 

reducción de la desigualdad salarial y el aumento del nivel de vida de los trabajadores y 

trabajadoras con salarios más bajos.225 En Ecuador, entre 2007 y 2015, el Gobierno aumentó el 

salario mínimo por encima del aumento del coste de vida, de manera que un hogar medio con 

1,6 personas asalariadas pudo, por primera vez, hacer frente al coste de la canasta básica de 

bienes y servicios (que sirve como indicador del salario digno).226 
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Los Estados pueden sentirse forzados a competir entre sí debido a la presión a que les 

someten las grandes empresas, pero coordinar un esfuerzo para llegar a un acuerdo sobre los 

salarios puede constituir una medida poderosa. En Asia, Indonesia ha sugerido la aplicación de 

un salario mínimo regional para evitar la competencia a la baja entre países, que suele resultar 

en salarios de pobreza para los trabajadores y trabajadoras.227 Esto sería aún más efectivo si 

se hiciera en colaboración con los representantes de los trabajadores y trabajadoras.  

Género, juventud, trabajo y salarios  

Las mujeres ocupan la mayor parte de los empleos peor remunerados del mundo, y se 

concentran de manera desproporcionada en los empleos más inseguros del sector informal.228 

En Asia, por ejemplo, el 75% de las mujeres en edad de trabajar lo hace en el sector informal, 

sin tener acceso a ningún tipo de beneficio básico, tales como baja por enfermedad 

remunerada, permiso por maternidad o pensión.229 Con frecuencia, las mujeres reciben un 

salario inferior al de los hombres por realizar un mismo trabajo, aunque trabajen más horas. En 

la India, por ejemplo, la brecha salarial asciende al 32,6%.230 Incluso en sociedades que se 

considera que han alcanzado un nivel alto de igualdad de género, sigue habiendo una 

importante brecha salarial y de poder por razón de género.231  

Las mujeres también soportan la inmensa mayoría del trabajo de cuidados no remunerado 

(alrededor de 3,2 veces más que los hombres)232 y suelen tener una representación menor en 

los espacios de trabajo, por lo que les resulta más difícil poder negociar por unas condiciones 

de empleo decentes. El trabajo de cuidados no remunerado aporta un gran beneficio a la 

sociedad, pero no se tiene en cuenta en el cálculo económico del PIB.233 Es fundamental que 

las mujeres no sean discriminadas en el espacio de trabajo, y que se reconozca, disminuya y 

redistribuya la responsabilidad que asumen en el trabajo de cuidados no remunerado. La 

brecha salarial en el trabajo de cuidados no remunerado se está cerrando, pero a un ritmo tan 

lento que, de seguir así, la OIT calcula que harán falta 210 años para que se cierre 

totalmente.234 

La situación de muchas y muchos jóvenes sigue siendo muy precaria. Casi 70 millones de 

jóvenes trabajan y siguen viviendo en la pobreza, sobreviviendo con menos de 2 dólares al día. 

Alrededor del 77% de los y las jóvenes trabaja en la economía informal, frente a al 58% de la 

población adulta activa. Más de tres de cada cuatro jóvenes que no tienen un empleo, ni 

educación, ni formación, son mujeres.235 

¿Cuáles son los resultados generales y las tendencias para el pilar sobre 

empleo y salarios del Índice CRI? 

Tabla 11: Derechos laborales y salario mínimo según el Índice CRI 
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Los diez países que mejores resultados obtienen en este pilar son países de la OCDE. Entre 

los países en desarrollo que mejor puntúan, están Túnez y Lesotho. Algunos de los países con 

peor puntuación, como Suazilandia y Egipto, son conocidos por su débil legislación laboral y 

por las vulneraciones de los derechos de los trabajadores y trabajadoras, mientras otros (como 

Bangladesh) lo son por sus malas prácticas laborales.236 

El empleo y los salarios constituyen el único ámbito del CRI para el cual hay datos disponibles 

para suficientes países como para elaborar tres indicadores sobre género: permisos por 

paternidad/maternidad, la existencia de leyes contra la violación y la existencia de leyes contra el 

acoso sexual. Atendiendo a nuestro indicador sobre género y trabajo, se observa una gran 

variedad en la duración de los permisos de maternidad y paternidad en los 157 países cubiertos 

por el índice: desde 480 días en Suecia, por ejemplo, a ninguno en los Estados Unidos.  

Respecto a los derechos laborales, la Global Labour University (GLU) indica que ha habido 

una leve mejora en los resultados obtenidos por los países, pasando de 4,107 en 2015 a 4,165 

en 2016 (en una escala del 1 al 10). Esto se debe casi en su totalidad a los países que han 

reducido el número de casos de vulneraciones de derechos laborales y sindicales. Por otro 

lado, prácticamente ningún país ha mejorado su legislación, y ninguno de los países que 

prohíben la sindicalización independiente han modificado su regulación (Bielorrusia, China, 

Guinea Ecuatorial, Eritrea, Irán, Iraq, RDP Laos, Libia, Qatar, Arabia Saudí, Sudán, Siria, 

Turkmenistán, Emiratos Árabes Unidos, Uzbekistán y Vietnam).  

En cuanto a los derechos laborales de las mujeres, hay pocos países (solo Barbados, Liberia y 

Lituania), que hayan aprobado medidas más fuertes contra la discriminación laboral y por la 

igualdad salarial desde 2015. Por lo tanto, todavía hay 27 y 23 países respectivamente que no 

aplican este tipo de medidas. Asimismo, según los nuevos indicadores incluidos sobre leyes 

contra la violación y el acoso sexual, el panorama es aún peor, ya que solo el 40% ha aprobado 

leyes contra la violación y solo el 45% leyes contra el acoso sexual. Es alarmante que, al 

contrario de lo que ocurre con los derechos laborales en general, no haya un sistema que mida si 

este tipo de legislación (y las leyes evaluadas en el nuevo indicador sobre violencia contra las 

mujeres) realmente se cumple y si mejora la vida de las mujeres.237 De hecho, está claro que se 

incumplen de manera sistemática, y esto requiere la adopción urgente de medidas en todo el 

mundo, tales como la certificación sobre igualdad salarial introducida por Islandia en 2018.238 

Se han conseguido logros más notables en materia de permisos por maternidad/paternidad, 

con mejoras en al menos 13 países. Entre ellos, destacan Bhután y la India, que doblaron el 

permiso de maternidad y paternidad en 2016 y 2017, respectivamente; Mozambique, que ha 

aumentado el permiso de maternidad en un 50%, y Paraguay, que a partir de noviembre de 

2018 aumentará la prestación por el permiso del 75% del sueldo al 100%. Colombia, la 

República Dominicana e Israel han aumentado ligeramente sus permisos de maternidad (si 

bien en el caso de la República Dominicana esto ha sucedido 15 años después de que el país 

ratificara el convenio al respecto de la OIT), Chipre ha introducido un permiso de paternidad de 

14 días y España ha más que duplicado su permiso de paternidad desde 2016 hasta llegar a 

los 35 días en 2018. Nueva Zelanda está incrementando de manera gradual el permiso de 

maternidad, de las 18 semanas actuales a las 26 previstas para 2022, y se están haciendo 

esfuerzos a nivel parlamentario en Guyana y Filipinas para lograr un permiso de duración 

similar. No obstante, sigue habiendo cinco países (Lesotho, Papúa Nueva Guinea, Surinam, 

Tonga y los Estados Unidos) que no cuentan con un permiso de maternidad o paternidad 

reglamentario aplicable a todos los trabajadores.  

Sobre el salario mínimo, más de la mitad de los países los han aumentado más que el PIB per 

cápita desde la edición del año pasado de nuestro índice. Entre las subidas más notables 

destacan Corea del Sur e Indonesia, con un aumento del salario mínimo del 16% y el 9% 

respectivamente, y aumentos de más del 20% del PIB per cápita en la República Centro Africana, 

Ucrania, Guinea-Bissau, El Salvador, Santo Tomé y Príncipe, Costa de Marfil, Namibia, Malasia y 

Seychelles. De los países de la OCDE, Portugal, Malta y Japón también han aumentado 

sensiblemente su salario mínimo. Otros países están tomando grandes medidas para cambiar 
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sus sistemas: Indonesia está intentando homogeneizar los sueldos, aumentándolos con mayor 

celeridad en las zonas más pobres; Austria aprobó el año pasado el reemplazo de la negociación 

de salarios por sector por un salario mínimo aplicable a nivel nacional, y la India ha introducido un 

mínimo nacional para limitar las divergencias entre las regiones. Otros países se encuentran en 

proceso de introducir un salario mínimo nacional (Sudáfrica para 2019) o al menos en algunos 

sectores (por ejemplo, Camboya para el sector textil). En este contexto, los países que no hayan 

subido anualmente su salario mínimo (32 en 2017) deberían hacerlo. Más importante aún, los 

países que aún no apliquen un salario mínimo (como Yibuti o Sudán del Sur) o que lo tengan solo 

para algunos sectores (Camboya, Santa Lucía, Singapur, Tonga o Jordania) deberían sentir la 

presión para introducirlos inmediatamente.  

Cuadro 10: Modalidades atípicas de empleo y desigualdad239 

El trabajo “atípico” se refiere al empleo temporal, a tiempo parcial, contratos de cero horas, 

así como al autoempleo. Este tipo de empleo representa, en promedio, alrededor del 35% 

de todo el empleo en los países de la OCDE, y más de la mitad del empleo en muchos de 

los países fuera de la OCDE. El Gobierno de Honduras, por ejemplo, promueve este tipo de 

contratos de manera proactiva. El porcentaje de la población con este tipo de empleos ha 

aumentado en varios países de la OCDE y en muchas economías emergentes desde 2008, 

aunque algunos países han adoptado normas para restringir su alcance. 

El trabajo atípico puede, en cierta medida, ser positivo para los niveles de empleo, al 

aportar flexibilidad (para empleadores y trabajadores), por ejemplo, para contratar a más 

trabajadores en condiciones que se adecúan a sus necesidades. Sin embargo, en casi 

todos los países, las personas en este tipo de trabajos no disfrutan de todos los derechos 

laborales y de sindicación (incluido el permiso por maternidad / paternidad remunerado, u 

otros derechos relativos a la igualdad de género, o un salario mínimo) a los que los 

empleados a tiempo completo y con contratos indefinidos tienen derecho por ley, y que se 

usan como criterios para evaluar los resultados en el Índice CRI.  

Mujeres y jóvenes predominan en esta categoría de empleos, lo que significa que sufren 

en mayor medida la falta de ingresos y la protección. En algunos países, otras categorías 

de trabajadores, tales como los jóvenes y refugiados, tampoco disfrutan de estos 

derechos. En otros, los trabajadores de algunas industrias concretas o de las zonas 

económicas especiales se ven privados de sus derechos al estar sujetos a contratos de 

trabajo no convencional.  

Las personas con empleos atípicos suelen ganar menos por un mismo trabajo (un 30% 

menos en promedio en los países de la OCDE, y un 60% menos en países en desarrollo), 

y suelen estar en una situación laboral mucho más precaria o vulnerable, con largos 

periodos de subempleo en relación al número de horas que desearían trabajar. Como 

resultado, organizaciones como la OIT y la OCDE, han decidido que el “empleo atípico” es 

uno de los factores que potencian la desigualdad en todos los países, polarizando las 

diferencias entre los empleos con salarios altos y bajos. Esto tiene un impacto negativo 

concreto sobre la desigualdad de género y por edad, por ejemplo, y es la causa de 

aproximadamente el 20% de la desigualdad en los países de la OCDE.  

Por lo tanto, DFI y Oxfam habrían deseado descontar más las puntuaciones por empleo 

en el Índice CRI, para cubrir el nivel de empleo atípico en cada país (que se sumaría a las 

penalizaciones por niveles de desempleo y trabajo informal), a fin de reflejar de manera 

más precisa la escasa cobertura de derechos laborales que hay en muchos países, y 

presionar a los Gobiernos a reflexionar sobre cómo ampliar los derechos de los 

trabajadores y trabajadoras con este tipo de contratos. Sin embargo, a pesar de los 

esfuerzos que ha realizado recientemente la OIT para ampliar el número de países 

analizados, no existen datos sobre el peso del empleo atípico para la mitad de los países 

del Índice CRI. Para apoyar la puesta en práctica del Objetivo 8 de los ODS sobre trabajo 

decente, debería ser prioritario financiar la OIT y otras organizaciones para recopilar datos 

que permitan hacer una valoración más precisa del grado en que los trabajadores y 

trabajadoras se benefician de los derechos laborales que reducen la desigualdad. 
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¿Qué es lo que realmente miden los indicadores del Índice CRI sobre 

empleo y salarios? 

El Índice CRI mide tres áreas de políticas sobre empleo y salarios sobre las que un Gobierno 

puede actuar para reducir la desigualdad. Estas han sido seleccionadas como indicadores 

adecuados para los que existen datos cuantitativos, y cada uno de ellos debidamente 

justificados. 

Al contrario de lo que ocurre con los indicadores de gasto y tributación, los indicadores de 

empleo y salarios se centran sobre todo en las medidas de carácter legal adoptadas por los 

Gobiernos. La pertinencia de su impacto sobre la desigualdad depende en gran medida de lo 

eficientes que sean las políticas que se lleven a cabo, lo cual requiere un control profesional y 

un nivel de recursos adecuado, así como la capacidad y la voluntad política de investigar y 

penalizar el incumplimiento por parte de los empleadores. Las vulneraciones de las leyes sobre 

empleo y salarios deberían medirse y registrarse, con datos desglosados por sexo siempre que 

sea posible.   

Indicador 1: ¿En qué medida están protegidos los derechos de los trabajadores y 

trabajadoras?  

Este indicador puntúa las medidas que están tomando los Gobiernos para reforzar los 

derechos laborales y sindicales, así como su eficacia al hacerlo, dado que suele haber una 

brecha considerable entre lo que dicta la ley y lo que sucede en la práctica. Los datos para este 

indicador se han obtenido de los indicadores sobre derechos laborales empleados por la GLU y 

por el Center for Global Workers’ Rights de la Penn State University. Dichos indicadores 

analizan en profundidad los datos sobre el respeto de los derechos de libertad de asociación y 

de negociación colectiva en cada país, si bien no evalúan el cumplimiento del Protocolo de la 

OIT sobre el Convenio sobre el trabajo forzoso (2014).240  

Indicador 2: ¿En qué medida están protegidas las mujeres por la ley? 

Este indicador puntúa a los países en función de si tienen legislación en vigor sobre igualdad 

salarial (mismo salario por mismo trabajo) y en contra de la discriminación en el espacio de 

trabajo, así como de la duración del permiso por paternidad o maternidad, y de si existen 

ayudas para el cuidado infantil. En esta edición del índice hemos incorporado dos nuevos 

subindicadores para valorar en qué medida los Gobiernos cuentan con legislación en vigor 

contra la violación y el acoso sexual. Estas son las piezas básicas para medir el compromiso 

con una mayor equidad económica para las mujeres en el ámbito laboral. Si bien casi todos los 

países tienen legislación vigente, existe todavía un número elevado de países que no disponen 

de legislación al respecto o la legislación con la que cuentan es insuficiente. Por supuesto, que 

haya legislación vigente no implica que esta se cumpla. En muchos países, las mujeres 

simplemente no tienen acceso a las instancias judiciales para que se cumpla la ley. Al contrario 

de lo que ocurre con otros indicadores del Índice CRI, todavía no disponemos de los medios 

necesarios para hacer seguimiento del nivel de cumplimiento de la legislación sobre género en 

un número suficiente de países. No obstante, hemos decidido que es mejor incluir estos datos 

ahora, aun sabiendo que el hecho de que exista legislación no implica que estas políticas sean 

una realidad social para las mujeres.  

Indicador 3: ¿En qué medida el salario mínimo tiene un nivel adecuado?  

Este indicador pretende medir el salario mínimo acordado por cada Gobierno, tal y como 

prevea la legislación correspondiente, como proporción del PIB (por ejemplo, el valor del salario 

mínimo comparado con el salario medio). Un salario mínimo es el punto de partida legal para la 

negociación salarial, y protege a las personas más vulnerables frente a la explotación laboral y 

los salarios de pobreza. Sin embargo, para que este indicador contribuya a reducir la 

desigualdad, es necesario analizar no solo si el salario mínimo está por encima del umbral de 

la pobreza (lo cual es obviamente necesario para disminuir la pobreza), sino en qué medida 
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contribuye a cerrar la brecha entre los salarios más bajos y los más altos. Dada la escasez de 

datos sobre los ingresos más altos, este indicador compara el salario mínimo con el PIB per 

cápita para cada país.  

Limitaciones de los indicadores sobre empleo y salarios del Índice CRI 

Hubiera sido preferible comparar el salario mínimo con el salario medio en un país, como 

indicador más adecuado de desigualdad, pero no hay datos disponibles sobre salarios medios 

para un número suficiente de países. 

A menudo, hay una gran diversidad en el derecho al salario mínimo. En Bangladesh, por 

ejemplo, las personas que trabajan en la industria textil tienen derecho a 5300 takas (68 

dólares) mensuales, el salario mínimo más bajo en todo el mundo en el sector textil, y muy por 

debajo del umbral internacional de pobreza;241 sin embargo, trabajadores y trabajadoras en 

otros sectores del país tan solo tienen derecho a 1 500 takas (19 dólares) al mes. El salario 

mínimo en Bangladesh solo se revisa cada cinco años, aunque en 2013 la presión internacional 

tras el colapso de la fábrica del Rana Plaza provocó un aumento tres años después del 

anterior.242 

El no respeto del salario mínimo es una práctica habitual, llegando a ser endémica en muchos 

países. Por ejemplo, un estudio sobre los salarios del sector textil en diez países asiáticos 

encontró que, de las 100 empresas analizadas, más de la mitad pagaba por debajo del salario 

mínimo (en su mayoría, en relación con las horas extra trabajadas) y casi la mitad no pagaba 

las contribuciones a la seguridad social.243 Esto, a pesar de ser el sector más controlado por las 

auditorías encargadas por las marcas internacionales.  

El uso del salario mínimo como indicador plantea otros problemas. En numerosos países, hay 

una edad mínima para acceder al salario mínimo, lo que significa que con frecuencia los 

jóvenes queden excluidos y solo tenga derecho a un salario aún más bajo. Además, rara vez 

se aplica el salario mínimo al sector informal de la economía (el cual engloba la mayor parte de 

la fuerza laboral en casi todos los países en desarrollo, así como a la mayoría de las mujeres 

que trabajan). Por este motivo, hemos ajustado los datos para tener en cuenta los niveles de 

informalidad en la economía, de manera que no se aplica el salario mínimo a los trabajadores y 

trabajadoras en el sector informal. También hemos tenido en cuenta si el salario mínimo aplica 

solo a algunos sectores del trabajo formal, como, por ejemplo, el sector público. (Este filtro por 

informalidad se ha aplicado a otros dos indicadores en esta sección, como se explica a 

continuación). Muchos de los países más pobres cuentan con un porcentaje muy alto de sus 

trabajadores en el sector informal, por lo que este ajuste ayuda a tener una imagen más 

precisa. Sin embargo, a pesar de este ajuste, como el salario mínimo se expresa como una 

proporción del PIB, algunos de los países pobres obtienen puntuaciones “altas” porque su PIB 

es relativamente bajo, y no porque el salario mínimo sea relativamente alto.  

Los datos para los indicadores de género sobre legislación en materia de violación y acoso 

sexual provienen de la base de datos del Índice de Instituciones Sociales y Género (SIGI) de la 

OCDE, dentro del subíndice sobre restricción de la integridad física.244 Los indicadores sobre 

legislación contra la violación y acoso sexual en el espacio de trabajo se recogen en la medida 

en que la seguridad de las mujeres y su integridad física son aspectos fundamentales de la 

desigualdad de género. Los datos del SIGI abarcan casi todos los países incluidos en el Índice 

CRI, y son válidos a fecha 2014. Para los países no abarcados por el SIGI, hemos utilizado 

datos de los informes nacionales anuales sobre derechos humanos elaborados por el 

Departamento de Estado de los EE.UU.245 Además, a la luz del movimiento #MeToo, que está 

suscitando debates y conversaciones en todo el mundo para poner fin a la violencia sexual, 

hemos revisado fuentes actuales para verificar si alguno de los países incluidos en el CRI ha 

aprobado desde 2014 nuevas leyes contra la violación y el acoso sexual, para asegurarnos de 

que el Índice esté actualizado.  
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Ajuste por informalidad y desempleo  

Como la legislación analizada en estos indicadores solo cubre a los trabajadores y trabajadoras 

en activo, en muchos países las legislaciones analizadas no tienen efecto sobre un gran parte 

de la población (en su mayoría mujeres) que trabajan en el sector informal, que se ve 

desprovista de estos derechos fundamentales. Por lo tanto, hemos ajustado cada uno de los 

indicadores en función del porcentaje de empleos que son “informales”, según la definición de 

la OIT.246 Un país en que el empleo informal suponga la mitad del empleo verá su puntuación 

recortada a la mitad.  

En países como España, con una tasa de desempleo elevada, las disposiciones legales 

laborales no llegan a una proporción significativa de la población. Como resultado, la 

puntuación obtenida para cada indicador se ha vuelto a ajustar por la tasa de desempleo 

nacional; por ejemplo, un país con un 10% de desempleo tendrá una reducción del 10% en su 

puntuación.247 

No ha sido posible ajustar más los resultados para reflejar el número de personas inscritas en 

situación de empleo activo pero con contratos de cero horas u otros tipos de empleos atípicos, 

un problema creciente en cada vez más países. No existen datos disponibles para un suficiente 

número de países como para poder hacer este ajuste (ver Cuadro 11). 
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4 CONCLUSIÓN 

La desigualdad es una opción política  

El Índice CRI 2018 demuestra claramente que los Gobiernos pueden elegir: pueden adoptar 

medidas para reducir la brecha entre ricos y pobres, o pueden optar por políticas que aumentan 

la desigualdad. 

El índice demuestra que numerosos Gobiernos toman las decisiones adecuadas, optando por 

medidas que reducen la desigualdad, lo cual pone en evidencia a los Gobiernos que no lo 

hacen. La crisis de desigualdad lastra el progreso, y hay que hacerle frente. Hacemos un 

llamamiento a todos los Gobiernos para que tomen medidas de manera urgente.  

Recomendaciones para los Gobiernos 

1. Acción política  

Los Gobiernos deben mejorar drásticamente sus esfuerzos por realizar un gasto progresivo, 

diseñar un sistema tributario progresivo, aplicar unos salarios progresivos y ofrecer 

protección a los trabajadores, como parte de los planes nacionales de reducción de la 

desigualdad en virtud del ODS 10. 

2. Mejorar los datos 

Los Gobiernos, las instituciones internacionales y otros actores deben trabajar 

conjuntamente para mejorar de manera rápida y radical los datos disponibles sobre 

desigualdad y las políticas relacionadas, y para hacer un seguimiento preciso y regular de 

los avances en la reducción de la desigualdad.  

3. Impacto de las políticas  

Los Gobiernos y las instituciones internacionales deben analizar el impacto distributivo de 

todas y cada una de las propuestas políticas, y basar sus decisiones sobre las mismas en el 

impacto que tienen en la reducción de la desigualdad.  
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ANEXO 1: RESULTADOS DEL ÍNDICE DE COMPROMISO 
CON LA REDUCCIÓN DE LA DESIGUALDAD  

A continuación, se presenta la clasificación general del Índice CRI para cada país y para cada 

región del mundo en 2018. Cada país recibe una puntuación entre 0 y 1 para cada indicador, y 

la clasificación en cada indicador depende de dicha puntuación. La media de estas 

puntuaciones otorga la posición general en el Índice CRI. Para algunos países, puede ocurrir 

que la clasificación en cada uno de los pilares sea peor que su clasificación general si la 

puntuación media es elevada. 

Dinamarca, por ejemplo, que ocupa la primera posición en la clasificación general (ver Tabla 1), 

se sitúa en los puestos 5, 2 y 1 en los pilares de fiscalidad, gasto social y derechos laborales 

respectivamente, de manera que su puntuación media es suficientemente alta como para 

colocarlo en esa primera posición.  

Tabla A1: Resultados de Dinamarca, por pilar y general  

País 

Gasto en 

salud, 

educación y 

protección 

social  

Progresividad 

de las políticas 

fiscales 

Derechos 

laborales y 

salario mínimo   

Ranking 

general CRI 

2018 

Dinamarca 5 2 2 1 

Puntuación 0.74 0.92 0.97 0.87 

Tabla A2: Ranking de países del Índice CRI 2018 

País 

Ranking 

general 

Ranking sobre 

gasto 

Ranking sobre 

políticas fiscales 

Ranking sobre 

derechos 

laborales y 

salarios 

Dinamarca 1 5 2 2 

Alemania 2 8 6 4 

Finlandia 3 2 8 11 

Austria 4 6 9 7 

Noruega 5 14 10 1 

Bélgica 6 7 5 21 

Suecia 7 19 12 5 

Francia 8 3 22 16 

Islandia 9 24 26 3 

Luxemburgo 10 20 34 8 

Japón 11 10 30 20 

Eslovenia 12 11 33 14 

Australia 13 31 1 37 

Reino Unido 14 15 19 27 

Croacia 15 12 37 22 

Italia 16 21 13 36 

Países Bajos 17 22 41 12 

Canadá 18 32 16 15 

Portugal 19 26 36 30 

Polonia 20 1 114 33 
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País 

Ranking 

general 

Ranking sobre 

gasto 

Ranking sobre 

políticas fiscales 

Ranking sobre 

derechos 

laborales y 

salarios 

Malta 21 44 11 13 

España 22 13 52 35 

Estados Unidos 23 25 39 34 

Irlanda 24 4 99 28 

Israel* 25 40 31 10 

Estonia 26 28 105 6 

Nueva Zelanda 27 17 100 25 

República Checa 28 9 112 26 

Hungría 29 30 90 24 

República de Eslovaquia 30 18 121 17 

Sudáfrica 31 34 3 65 

Namibia 32 27 29 56 

Suiza 33 23 137 9 

Argentina 34 33 45 45 

Chile 35 35 60 39 

Costa Rica 36 41 48 38 

Grecia 37 16 102 60 

Uruguay 38 37 66 48 

Brasil 39 38 64 49 

Túnez 40 59 17 50 

Bielorrusia 41 29 38 97 

Lituania 42 39 146 18 

Ucrania 43 45 106 41 

Chipre 44 51 135 29 

Seychelles 45 104 35 31 

Bulgaria 46 49 130 32 

Rumanía 47 57 83 43 

Letonia 48 36 148 23 

Georgia 49 48 4 117 

Federación de Rusia 50 61 72 55 

Guyana 51 65 32 63 

Antigua y Barbuda 52 102 129 19 

Turquía 53 62 42 70 

Bolivia 54 54 25 89 

Lesotho 55 71 65 52 

República de Corea 56 60 81 61 

Colombia 57 46 56 95 

Mongolia 58 78 77 47 

Jordania 59 82 14 74 

Moldavia 60 43 140 51 

Armenia 61 55 67 88 

República Kirguisa 62 69 63 77 



  
Índice de compromiso con la reducción de la desigualdad 2018 58 

País 

Ranking 

general 

Ranking sobre 

gasto 

Ranking sobre 

políticas fiscales 

Ranking sobre 

derechos 

laborales y 

salarios 

República de Mauricio 63 52 143 44 

El Salvador 64 77 54 78 

Ecuador 65 96 27 76 

Albania 66 53 75 105 

Santa Lucía 67 63 87 79 

Maldivas 68 90 131 42 

Barbados 69 97 110 53 

Paraguay 70 68 108 75 

Kazajstán  71 64 119 72 

Trinidad y Tobago 72 75 118 66 

Serbia 73 50 144 57 

Tailandia 74 56 82 112 

Malasia 75 99 74 73 

Kiribati 76 72 76 92 

Cabo Verde 77 84 124 59 

Samoa 78 111 84 64 

San Vicente y las 

Granadinas 79 66 136 62 

Argelia 80 94 69 86 

China 81 67 57 115 

Perú 82 79 68 102 

Botswana 83 85 71 94 

México 84 47 125 109 

Territorio Palestino 

Ocupado** 85 100 127 58 

Guatemala 86 76 98 96 

Malawi 87 108 7 121 

Tayikistán  88 92 111 82 

República Dominicana 89 73 109 98 

Indonesia 90 98 23 116 

Swazilandia  91 83 92 99 

Zimbabwe 92 74 20 135 

República de Yemen 93 118 116 68 

Filipinas 94 114 91 84 

Honduras 95 136 24 81 

Jamaica 96 80 123 91 

República Centroafricana 97 137 147 40 

Marruecos 98 112 78 101 

Vietnam 99 89 46 126 

Bahréin 100 119 149 46 

Islas Salomón 101 58 113 130 

Sri Lanka 102 142 51 80 
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País 

Ranking 

general 

Ranking sobre 

gasto 

Ranking sobre 

políticas fiscales 

Ranking sobre 

derechos 

laborales y 

salarios 

Mauritania 103 123 94 90 

República Árabe de Egipto 104 124 43 110 

Papúa Nueva Guinea 105 122 55 111 

Zambia 106 86 40 136 

Tanzania 107 95 15 144 

Fiji 108 134 96 83 

Panamá 109 138 126 69 

Kenya 110 141 18 108 

Angola 111 125 89 103 

Senegal 112 103 85 122 

Omán 113 126 152 54 

Ghana 114 130 28 120 

Belice 115 70 154 67 

Azerbaiyán 116 140 70 100 

Santo Tomé y Príncipe 117 87 141 104 

Líbano 118 117 133 93 

Mozambique 119 115 21 142 

Yibuti  120 116 53 137 

Camboya 121 129 95 118 

Gambia 122 120 93 125 

Costa de Marfil 123 109 115 129 

Liberia 124 113 120 127 

Togo 125 121 59 134 

Burkina Faso 126 88 79 153 

Afganistán 127 152 107 87 

Mali 128 105 101 145 

Guinea 129 110 150 106 

Uganda 130 131 47 140 

Etiopía 131 101 86 152 

Timor Oriental 132 147 128 107 

Rwanda 133 128 88 138 

Camerún 134 144 49 139 

República del Congo 135 148 80 128 

Vanuatu 136 150 97 124 

Pakistán 137 154 61 119 

Myanmar 138 156 62 113 

Nepal 139 149 117 123 

Benín 140 132 73 149 

Guinea-Bissau 141 139 151 114 

Níger 142 107 134 151 

Burundi 143 106 122 157 
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País 

Ranking 

general 

Ranking sobre 

gasto 

Ranking sobre 

políticas fiscales 

Ranking sobre 

derechos 

laborales y 

salarios 

República Democrática del 

Congo 144 155 58 131 

Tonga 145 93 139 155 

Kosovo 146 127 155 85 

India 147 151 50 141 

Bangladesh 148 146 103 148 

Singapur 149 91 157 71 

Laos 150 153 44 146 

Madagascar 151 135 142 143 

Bhután 152 81 153 147 

Sierra Leona 153 143 132 150 

Chad 154 145 138 154 

Haití 155 133 145 156 

Uzbekistán 156 42 156 132 

Nigeria 157 157 104 133 

 

* Israel 

Estos datos se refieren al presupuesto nacional, el sistema tributario, los derechos laborales y las leyes sobre igualdad 

de género y derivadas que el Estado de Israel aplica a su ciudadanía. No obstante, cabe destacar que Israel es la 

potencia ocupadora en el Territorio Palestino Ocupado. En calidad de tal, Israel ejerce varios niveles de control sobre la 

población palestina del Territorio Palestino Ocupado. La población que vive bajo control total israelí en la Zona C de 

Cisjordania bajo responsabilidad del Gobierno de Israel no disfruta de la protección que ofrece la legislación laboral 

israelí, al contrario que los residentes israelíes que viven de manera ilegal en la misma zona geográfica. Los factores 

clave de la desigualdad y la injusticia a la que se enfrenta la población palestina de este territorio son la ocupación 

prolongada, el conflicto crónico y la negación sistemática y continua de sus derechos El presente índice mide la justicia 

fiscal, los niveles de gasto social y las condiciones laborales de la población, y no se ha elaborado para abarcar 

también los elementos relacionados con situaciones de ocupación militar. Los resultados del Índice CRI de Oxfam en 

relación con el control ejercido por Israel en el Territorio Palestino Ocupado deben interpretarse teniendo en cuenta 

este contexto. 

 ** Territorio Palestino Ocupado  

Los datos se refieren a las zonas del Territorio Palestino Ocupado que se encuentran bajo la jurisdicción de la 

Autoridad Nacional Palestina. El término Territorio Palestino Ocupado se refiere al territorio que Israel lleva ocupando 

desde la guerra de 1967, es decir, la Franja de Gaza y Cisjordania, incluida Jerusalén Oriental. En derecho 

internacional, se reconoce como una única entidad territorial. Los factores clave de la desigualdad y la injusticia a la 

que se enfrenta la población palestina de este territorio son la ocupación prolongada, el conflicto crónico y la negación 

sistemática y continua de sus derechos. El presente índice mid la igualdad fiscal, los niveles de gasto social y las 

condiciones laborales de la población, y no se ha elaborado para abarcar también los elementos relacionados con 

situaciones de ocupación militar. Cabe señalar que la Autoridad Nacional Palestina y la economía palestina siguen 

sometidas a una gran presión como resultado de la ocupación continuada. La fiscalidad en el Territorio Palestino 

Ocupado está sujeta a los Acuerdos de Oslo (el Protocolo de Relaciones Económicas, o Protocolo de París), por lo que 

la Autoridad Nacional Palestina no ejerce una soberanía plena en el establecimiento de políticas tributarias, ya que 

pertenecen a la fiscalidad indirecta, con lo cual, la mayor parte de los impuestos los recauda la potencia ocupante, que 

los transfiere a la Autoridad Nacional Palestina. Sin embargo, la Autoridad Nacional Palestina conserva poder para 

imponer y recaudar impuestos directos bajo su autoridad, por lo que las organizaciones socias de Oxfam pretenden 

alentar a la Autoridad a que aborde los problemas de desigualdad fiscal en la medida de sus capacidades, teniendo en 

cuenta las limitaciones descritas anteriormente. Los resultados del Índice CRI de Oxfam en relación con el Territorio 

Palestino Ocupado deben interpretarse teniendo en cuenta este contexto. 
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RESULTADOS POR REGIONES  

Asia 

El extraordinario crecimiento económico de Asia durante las últimas dos décadas constituye un 

gran éxito en la lucha contra la pobreza. Sin embargo, este crecimiento también ha aumentado 

la brecha entre ricos y pobres. En ciudades como Bombay o Bangkok, relucientes edificios y 

rascacielos de oficinas conviven con barrios de chabolas donde las personas viven sin ningún 

servicio básico y mínima protección ante las inclemencias. En Asia se encuentran algunos de 

los países donde la desigualdad ha aumentado más rápidamente en el mundo. Si bien el 

crecimiento en la región entre las décadas de los 60 y los 80 destacó por su amplia base, el 

crecimiento reciente ha sido mucho menos inclusivo. Esto se debe en parte a que las políticas 

más recientes han favorecido a quienes más tienen, como la aplicación de amplias ventajas 

fiscales para grandes empresas y rentas altas, o recortes en los tipos impositivos máximos.  

La Tabla A3 muestra los resultados individuales por indicador y el resultado total para los 

países de Asia Oriental y Pacífico, y la Tabla A4 para Asia Meridional. 

Tabla A3: Asia Oriental y Pacífico  

País 

Gasto en 

salud, 

educación 

y 

protección 

social 

Ranking 

sobre 

gasto 

Progresividad 

de las 

políticas 

fiscales 

Ranking 

sobre 

políticas 

fiscales 

Derechos 

laborales 

y salario 

mínimo 

Ranking 

sobre 

derechos 

laborales 

y salarios 

Puntuación 

CRI 2018 

Ranking 

regional 

CRI 

2018 

Japón 0.690 1 0.679 3 0.848 1 0.739 1 

Australia 0.563 3 1.000 1 0.702 3 0.734 2 

Nueva 

Zelanda 0.658 2 0.481 19 0.825 2 0.650 3 

Rep. de 

Corea 0.324 6 0.521 12 0.527 5 0.449 4 

Mongolia 0.244 9 0.536 11 0.595 4 0.440 5 

Tailandia 0.344 4 0.517 13 0.287 14 0.377 6 

Malaysia 0.203 14 0.543 9 0.466 8 0.377 7 

Kiribati 0.270 8 0.537 10 0.369 11 0.377 8 

Samoa 0.183 15 0.514 14 0.501 6 0.372 9 

China 0.278 7 0.590 7 0.275 16 0.361 10 

Indonesia 0.205 13 0.704 2 0.273 17 0.344 11 

Filipinas 0.175 16 0.501 15 0.402 10 0.331 12 

Vietnam 0.223 10 0.613 5 0.204 20 0.315 13 

Islas Solomon 0.333 5 0.415 20 0.193 21 0.312 14 

Papúa New 

Guinea 0.151 17 0.593 6 0.304 13 0.301 15 

Fiji 0.120 19 0.490 17 0.408 9 0.297 16 

Camboya 0.132 18 0.491 16 0.253 18 0.254 17 

Timor Oriental 0.091 20 0.342 21 0.319 12 0.224 18 

Vanuatu 0.079 21 0.485 18 0.215 19 0.202 19 

Myanmar 0.039 23 0.577 8 0.283 15 0.194 20 

Tonga 0.216 12 0.281 22 0.025 23 0.172 21 

Singapur 0.221 11 0.000 23 0.486 7 0.162 22 

Laos 0.060 22 0.617 4 0.082 22 0.156 23 
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Tabla A4: Asia Meridional  

País 

Gasto en 

salud, 

educación 

y 

protección 

social 

Ranking 

sobre 

gasto 

Progresividad 

de las 

políticas 

fiscales 

Ranking 

sobre 

políticas 

fiscales 

Derechos 

laborales 

y salario 

mínimo 

Ranking 

sobre 

derechos 

laborales 

y 

salarios 

Puntuación 

CRI 2018 

Ranking 

regional 

CRI 

2018 

Maldivas 0.222 2 0.336 7 0.636 1 0.394 1 

Sri Lanka 0.106 3 0.604 2 0.416 2 0.307 2 

Afganistán 0.061 7 0.455 5 0.383 3 0.239 3 

Pakistán 0.057 8 0.578 3 0.241 4 0.201 4 

Nepal 0.080 5 0.394 6 0.221 5 0.192 5 

India 0.061 6 0.607 1 0.107 6 0.164 6 

Bangladesh 0.098 4 0.464 4 0.067 8 0.164 7 

Bhután 0.239 1 0.131 8 0.080 7 0.144 8 

África subsahariana 

Siete de los países más desiguales del mundo están en África.248 En todo el continente, la 

desigualdad está mermando el potencial que tiene el crecimiento para reducir la pobreza y 

lograr una prosperidad compartida, y está bloqueando el surgimiento de una nueva clase 

media. En su lugar, sucede a menudo que una pequeña minoría está acaparando los 

beneficios del crecimiento económico. La brecha entre ricos y pobres es la segunda más 

grande del mundo, solo por detrás de América Latina, y en muchos países africanos no hace 

sino aumentar. La Tabla A5 muestra el ranking para cada pilar y el ranking general para los 

países de África subsahariana incluidos en el Índice CRI.  

Tabla A5: África Subsahariana  

País 

Gasto en 

salud, 

educación 

y 

protección 

social 

Ranking 

sobre 

gasto 

Progresividad 

de las 

políticas 

fiscales 

Ranking 

sobre 

políticas 

fiscales 

Derechos 

laborales 

y salario 

mínimo 

Ranking 

sobre 

derechos 

laborales 

y 

salarios 

Puntuación 

CRI 2018 

Ranking 

regional 

CRI 

2018 

Sudáfrica 0.512 2 0.897 1 0.499 7 0.618 1 

Namibia 0.598 1 0.680 8 0.545 5 0.607 2 

Seychelles 0.191 15 0.663 9 0.761 1 0.491 3 

Lesotho 0.271 4 0.568 15 0.572 4 0.452 4 

Mauricio 0.364 3 0.243 38 0.625 3 0.407 5 

Cabo Verde 0.231 7 0.379 32 0.534 6 0.375 6 

Botswana 0.231 8 0.552 16 0.359 9 0.357 7 

Malawi 0.189 19 0.870 2 0.236 17 0.349 8 

Swazilandia 0.234 6 0.498 24 0.342 10 0.342 9 

Zimbabwe 0.262 5 0.721 5 0.134 26 0.334 10 

República 

Centroafricana 0.117 33 0.218 39 0.657 2 0.325 11 

Mauritania 0.148 26 0.493 26 0.377 8 0.305 12 

Zambia 0.230 9 0.642 10 0.133 27 0.300 13 

Tanzania 0.214 12 0.754 3 0.098 33 0.300 14 
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País 

Gasto en 

salud, 

educación 

y 

protección 

social 

Ranking 

sobre 

gasto 

Progresividad 

de las 

políticas 

fiscales 

Ranking 

sobre 

políticas 

fiscales 

Derechos 

laborales 

y salario 

mínimo 

Ranking 

sobre 

derechos 

laborales 

y 

salarios 

Puntuación 

CRI 2018 

Ranking 

regional 

CRI 

2018 

Kenya 0.107 35 0.740 4 0.315 14 0.292 15 

Angola 0.146 27 0.505 23 0.327 11 0.290 16 

Senegal 0.194 14 0.513 20 0.227 18 0.286 17 

Ghana 0.131 29 0.693 7 0.240 16 0.281 18 

Santo Tomé y 

Príncipe 0.229 10 0.272 36 0.326 12 0.275 19 

Mozambique 0.174 23 0.721 6 0.105 31 0.271 20 

Gambia 0.152 24 0.494 25 0.210 19 0.253 21 

Costa de Marfil 0.189 20 0.408 29 0.195 22 0.250 22 

Liberia 0.179 22 0.390 30 0.204 20 0.244 23 

Togo 0.152 25 0.581 14 0.137 25 0.244 24 

Burkina Faso 0.226 11 0.523 18 0.037 39 0.242 25 

Malí 0.191 16 0.472 27 0.086 34 0.229 26 

Guinea 0.189 21 0.172 40 0.320 13 0.227 27 

Uganda 0.130 30 0.612 11 0.115 30 0.227 28 

Etiopía 0.200 13 0.512 21 0.039 38 0.226 29 

Rwanda 0.133 28 0.505 22 0.122 28 0.213 30 

Camerún 0.103 37 0.609 12 0.115 29 0.205 31 

Congo, Rep. 0.082 39 0.522 19 0.199 21 0.204 32 

Benín 0.121 31 0.544 17 0.059 35 0.191 33 

Guinea-Bissau 0.112 34 0.163 41 0.275 15 0.182 34 

Níger 0.190 18 0.324 34 0.046 37 0.181 35 

Burundi 0.191 17 0.384 31 0.000 41 0.180 36 

República 

Democrática 

del Congo 0.055 40 0.589 13 0.164 23 0.174 37 

Madagascar 0.119 32 0.248 37 0.100 32 0.148 38 

Sierra Leona 0.106 36 0.328 33 0.049 36 0.140 39 

Chad 0.099 38 0.293 35 0.034 40 0.125 40 

Nigeria 0.000 41 0.463 28 0.146 24 0.049 41 

Oriente Próximo y Norte de África  

Oriente Próximo alcanzó la mayor desigualdad de ingresos entre su población en 2016, cuando 

el 10% más rico de la población capturaba el 61% de los ingresos nacionales en la región. Esta 

desigualdad de ingresos superaba la de África subsahariana, Brasil e India.249 En el Norte de 

África, si bien la desigualdad ha sido históricamente menor que en Oriente Próximo, suele estar 

infravalorada.250 Las protestas populares que surgieron en 2011 en toda la región han 

ocasionado profundos efectos en varios países. La demanda de más libertades políticas y 

económicas se gestaron sobre el deseo de poner fin a las desigualdades económicas y a la 

captura del poder por parte de las élites. Desde entonces, los conflictos violentos continúan en 

Siria y Yemen, cobrándose muchas vidas, dejando a millones de personas en unas condiciones 

humanas terribles y, al mismo tiempo, incrementando la presión sobre las infraestructuras y los 

limitados recursos de los países vecinos. Las perspectivas del proceso de paz para Oriente 
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Próximo siguen siendo sombrías, por lo que la región sigue expuesta a la fragilidad, los 

disturbios y los conflictos violentos.  

La Tabla A6 muestra los resultados para la región, pero no incluye varios países debido a la 

falta de datos públicos sobre políticas relevantes para la reducción de la desigualdad, por lo 

que no se puede hacer una clasificación más completa. Esta falta de datos es motivo de 

importante preocupación.   

Tabla A6: Oriente Próximo y Norte de África  

País 

Gasto en 

salud, 

educación 

y 

protección 

social 

Ranking 

sobre 

gasto 

Progresividad 

de las 

políticas 

fiscales 

Ranking 

sobre 

políticas 

fiscales 

Derechos 

laborales 

y salario 

mínimo 

Ranking 

sobre 

derechos 

laborales 

y 

salarios 

Puntuación 

CRI 2018 

Ranking 

regional 

CRI 

2018 

Túnez 0.333 1 0.744 2 0.587 2 0.527 1 

Jordania 0.237 2 0.757 1 0.463 6 0.437 2 

Argelia 0.216 3 0.561 5 0.392 7 0.362 3 

Territorio 

Palestino 

Ocupado 0.202 4 0.345 8 0.534 4 0.354 4 

República 

de Yemen 0.160 8 0.400 7 0.492 5 0.332 5 

Marruecos 0.179 5 0.531 6 0.337 9 0.318 6 

Bahréin 0.157 9 0.178 10 0.603 1 0.312 7 

República 

Árabe de 

Egipto 0.146 10 0.619 3 0.304 10 0.302 8 

Omán 0.138 11 0.147 11 0.558 3 0.281 9 

Líbano 0.163 7 0.324 9 0.361 8 0.274 10 

Yibuti 0.170 6 0.600 4 0.132 11 0.257 11 

América Latina 

América Latina es la región más desigual del mundo. Su historia está marcada por la 

explotación colonial y la concentración de tierras en manos de pequeñas élites a costa de las 

personas más pobres, especialmente de las comunidades indígenas y de las mujeres. Aun así, 

entre 2000 y 2014, la región resistió a tendencia mundial y logró reducir la desigualdad. Aunque 

sigue habiendo algunas excepciones, Gobiernos en Uruguay, Bolivia, Argentina y otros países 

ha llevado a cabo importantes reformas para reducir la desigualdad. Los recursos públicos 

provenientes de las materias primas se han empleado para aumentar el gasto en servicios 

públicos y protección social. A su vez, en algunos países se ha aumentado el salario mínimo. 

Esto se refleja en el Índice CRI, con varios países de América Latina obteniendo buenos 

resultados (ver Tabla A7).  

Sin embargo, actualmente la región está atravesando un retroceso económico relacionado con 

la caída de los precios de las materias primas. En 2015, experimentó el mayor aumento en 

niveles de pobreza desde finales de los años 80, y los cambios de Gobierno en muchos países 

conllevan cambios en las políticas que amenazan con revertir los logros de los últimos años.251  
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Tabla A7: América Latina y el Caribe  

País 

Gasto en 

salud, 

educación 

y 

protección 

social 

Ranking 

sobre 

gasto 

Progresividad 

de las 

políticas 

fiscales 

Ranking 

sobre 

políticas 

fiscales 

Derechos 

laborales 

y salario 

mínimo 

Ranking 

sobre 

derechos 

laborales 

y 

salarios 

Puntuación 

CRI 2018 

Ranking 

regional 

CRI 

2018 

Argentina 0.533 1 0.614 5 0.607 4 0.584 1 

Chile 0.507 2 0.579 9 0.659 3 0.581 2 

Costa Rica 0.422 5 0.610 6 0.670 2 0.561 3 

Uruguay 0.457 3 0.567 11 0.591 5 0.536 4 

Brasil 0.451 4 0.572 10 0.590 6 0.535 5 

Guyana 0.283 10 0.671 4 0.510 9 0.460 6 

Antigua y 

Barbuda 0.198 22 0.342 22 0.856 1 0.459 7 

Bolivia 0.352 8 0.700 2 0.377 18 0.456 8 

Colombia 0.396 6 0.590 8 0.358 20 0.442 9 

El Salvador 0.254 17 0.600 7 0.434 15 0.405 10 

Ecuador 0.211 20 0.694 3 0.448 14 0.404 11 

Santa Lucía 0.288 9 0.511 13 0.424 16 0.397 12 

Barbados 0.210 21 0.449 17 0.567 7 0.394 13 

Paraguay 0.274 12 0.453 15 0.459 13 0.388 14 

Trinidad y 

Tobago 0.261 15 0.393 18 0.496 10 0.379 15 

San Vicente 

y las 

Granadinas 0.280 11 0.309 23 0.512 8 0.367 16 

Perú 0.244 18 0.563 12 0.335 23 0.358 17 

México 0.381 7 0.377 20 0.306 24 0.355 18 

Guatemala 0.260 16 0.483 14 0.351 21 0.353 19 

República 

Dominicana 0.263 14 0.452 16 0.345 22 0.345 20 

Honduras 0.117 24 0.701 1 0.410 17 0.328 21 

Jamaica 0.240 19 0.381 19 0.374 19 0.326 22 

Panamá 0.112 25 0.351 21 0.491 12 0.296 23 

Belice 0.273 13 0.106 25 0.496 11 0.279 24 

Haití 0.120 23 0.239 24 0.018 25 0.119 25 
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Países de renta alta de la OCDE  

En casi todos los países de renta alta, la brecha entre ricos y pobres ha aumentado durante los 

últimos 30 años. Esta tendencia ha emergido tras varios años en los que la desigualdad iba en 

descenso, tanto que se pensó que cuando los países alcanzaban cierto nivel de riqueza, un 

aumento de la igualdad era inevitable.252 Al final de la Segunda Guerra Mundial, numerosos 

países de renta alta pusieron en marcha sistemas fiscales progresivos, estados de bienestar 

sólidos y una férrea protección de los trabajadores y trabajadoras. Esta combinación de 

políticas dio pie a algunos de los países más igualitarios del mundo, lo cual se refleja en que 

los países de renta alta predominan entre los primeros puestos del Índice CRI (ver Tabla A8). 

En las últimas décadas, sin embargo, ha habido una lenta pero continua erosión de estas 

políticas en muchos países ricos, desde Dinamarca hasta los EE.UU. Instituciones como el FMI 

y la OCDE han vinculado esta situación con el aumento de la desigualdad.  

Tabla A8: Países de renta alta de la OCDE  

País 

Gasto en 

salud, 

educación 

y 

protección 

social 

Ranking 

sobre 

gasto 

Progresividad 

de las 

políticas 

fiscales 

Ranking 

sobre 

políticas 

fiscales 

Derechos 

laborales 

y salario 

mínimo 

Ranking 

sobre 

derechos 

laborales 

y 

salarios 

Puntuación 

CRI 2018 

Ranking 

regional 

CRI 

2018 

Dinamarca 0.741 5 0.919 2 0.971 2 0.874 1 

Alemania 0.707 8 0.878 4 0.943 4 0.840 2 

Finlandia 0.768 2 0.854 5 0.881 11 0.833 3 

Austria 0.736 6 0.834 6 0.933 7 0.833 4 

Noruega 0.671 13 0.828 7 1.000 1 0.830 5 

Bélgica 0.731 7 0.887 3 0.846 18 0.819 6 

Suecia 0.652 18 0.797 8 0.937 5 0.793 7 

Francia 0.751 3 0.712 12 0.860 15 0.774 8 

Islandia 0.623 23 0.700 13 0.951 3 0.757 9 

Luxemburgo 0.651 19 0.669 17 0.927 8 0.749 10 

Japón 0.690 10 0.679 14 0.848 17 0.739 11 

Eslovenia 0.681 11 0.669 16 0.861 13 0.737 12 

Australia 0.563 28 1.000 1 0.702 30 0.734 13 

Reino Unido 0.660 14 0.722 11 0.816 23 0.732 14 

Italia 0.645 20 0.795 9 0.736 29 0.723 15 

Países Bajos 0.644 21 0.628 20 0.875 12 0.716 16 

Canadá 0.541 29 0.753 10 0.861 14 0.712 17 

Portugal 0.618 25 0.663 18 0.771 25 0.684 18 

Polonia 1.000 1 0.414 31 0.751 26 0.679 19 

España 0.675 12 0.602 22 0.739 28 0.671 20 

Estados 

Unidos 0.621 24 0.643 19 0.744 27 0.669 21 

Irlanda 0.745 4 0.481 26 0.807 24 0.668 22 

Israel 0.443 32 0.673 15 0.904 10 0.666 23 

Estonia 0.579 26 0.460 29 0.936 6 0.656 24 

Nueva 

Zelanda 0.658 16 0.481 27 0.825 21 0.650 25 

República 

Checa 0.703 9 0.436 30 0.817 22 0.641 26 

Hungría 0.576 27 0.502 25 0.827 20 0.634 27 
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País 

Gasto en 

salud, 

educación 

y 

protección 

social 

Ranking 

sobre 

gasto 

Progresividad 

de las 

políticas 

fiscales 

Ranking 

sobre 

políticas 

fiscales 

Derechos 

laborales 

y salario 

mínimo 

Ranking 

sobre 

derechos 

laborales 

y 

salarios 

Puntuación 

CRI 2018 

Ranking 

regional 

CRI 

2018 

República de 

Eslovaquia 0.655 17 0.387 32 0.858 16 0.622 28 

Suiza 0.643 22 0.299 34 0.906 9 0.594 29 

Chile 0.507 30 0.579 23 0.659 31 0.581 30 

Grecia 0.658 15 0.467 28 0.533 32 0.547 31 

Letonia 0.498 31 0.185 35 0.828 19 0.478 32 

Turquía 0.312 35 0.625 21 0.489 34 0.458 33 

República de 

Corea 0.324 34 0.521 24 0.527 33 0.449 34 

México 0.381 33 0.377 33 0.306 35 0.355 35 
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